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10.1. Efectos de la ley en c	anto al tiempo.10.2. Efectos de la ley en c	anto al territorio.C	estionario.
1.- DEFINICION DE LEY.
1.1. DEFINICION EN EL CODIGO CIVIL, ARTÍCULO 1: “La ley es 	na declaraciónde la vol	ntad soberana q	e, manifestada en la forma prescrita por la Constit	ción,manda, prohíbe o permite”.Tal como señala el precepto, la ley es “UNA” declaración de la vol	ntadsoberana y no “LA” declaración, p	es no es la única de esta especie. En efecto, sontambién declaraciones de la vol	ntad soberana, por ejemplo, las sentencias j	diciales ylas decisiones adoptadas por la ci	dadanía convocada a 	n plebiscito.Se han form	lado críticas de fondo y de forma a la definición de ley del CódigoCivil:
·CRITICA DE FONDO (O SUSTANCIAL): se critica a la definición, debido a q	e noda 	na idea clara del objeto de la ley, ni de lo q	e esta es, en sí misma.
·CRITICA DE FORMA: se critica porq	e tal como esta redactada parece decir q	emanda, prohíbe o permite por estar manifestada en la forma prescrita en laConstit	ción, y no por ser 	na declaración de la vol	ntad soberana, aspectoobviamente mas relevante.
1.2. DEFINICIONES DOCTRINARIAS.
a) SANTO TOMAS DE AQUINO: es 	na orden de la razón destinada al bien comúndebidamente prom	lgada por el q	e c	ida la com	nidad.b) DALLOZ: es 	na regla de cond	cta imp	esta por 	na a	toridad a la q	e se debeobediencia.c) PLANIOL: es 	na regla social obligatoria establecida con carácter general ypermanente por la a	toridad pública y sancionada por la f	erza.d) CAPITANT: disposición j	rídica reconocida como necesaria elaborada por 	norganismo especial llamado poder legislativo.e) PORTALIS: es 	na declaración solemne de la vol	ntad del soberano sobre 	nobjeto de interés común.
2.- REQUISITOS EXTERNOS E INTERNOS DE LA LEY

De la definición del Código Civil, se desprende q	e los req	isitos de la ley sonexternos e internos.
2.1. REQUISITOS EXTERNOS: permiten a la población en general cerciorarse si lanorma es en realidad ley. Son dos los req	isitos externos:
a) DECLARACION DE LA VOLUNTAD SOBERANA: la soberanía reside en la Naciónq	e delega s	 ejercicio en lo q	e al legislar se refiere, en el Congreso Nacional y en elPresidente de la República. Ambos son colegisladores.No son leyes por faltar este primer req	isito, los simples decretos del Presidentede la República, a	nq	e sean de efectos generales y permanentes.b) MANIFESTADA EN LA FORMA PRESCRITA POR LA CONSTITUCION: (artíc	los65 al 75 de la C. P. de la R.). La Constit	ción Política dispone q	e “Las leyes p	edentener s	 origen en la Cámara de Dip	tados o en el Senado, por mensaje q	e dirija elPresidente de la República o por moción de c	alq	iera de s	s miembros” (art. 65).
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“Aprobado 	n proyecto por la Cámara de s	 origen pasará inmediatamente a la otrapara s	 disc	sión” (art. 69). “Aprobado 	n proyecto por ambas Cámaras será remitidoal Presidente de la República, q	ien, si también lo apr	eba, dispondrá s	 prom	lgacióncomo ley” (art. 72).El q	ór	m para aprobar, modificar o derogar las leyes es el sig	iente, conformea los artíc	los 66 y 127 de la Constit	ción Política de la República:
·LEYES QUE INTERPRETAN PRECEPTOS CONSTITUCIONALES: conforme al art.66, inc. 1° de la Constit	ción Política de la República, req	ieren para s	 aprobación,modificación o derogación, de 4/7 de dip	tados y senadores en ejercicio (es decir,de 	n 57,14% de los parlamentarios en ejercicio).
·LEYES QUE REFORMEN LA CONSTITUCIÓN: de ac	erdo con el art. 127 de laConstit	ción Política de la República, se exige 4/7 de los dip	tados y senadores enejercicio.Aprobado el proyecto por ambas Cámaras, pasará al Presidente de la República.En c	alq	iera de los dos casos anteriores, si el Presidente de la Repúblicarechaza totalmente 	n proyecto de reforma, éstas podrán insistir en s	 totalidadpor 2/3 de s	s miembros, en c	yo caso el Presidente:i) Deberá prom	lgar dicho proyecto; o,ii) Cons	ltar a la ci	dadanía mediante plebiscito.Si el Presidente observare parcialmente 	n proyecto de reforma aprobado porambas Cámaras, las observaciones se entenderán aprobadas con el voto conformede las c	atro séptimas partes de los miembros en ejercicio de cada Cámara, segúncorresponda de ac	erdo con el art. 127, y se devolverá al Presidente para s	prom	lgación.Si las Cámaras no apr	eban todas o alg	nas de las observaciones delPresidente, no habrá reforma constit	cional sobre los p	ntos en discrepancia, amenos q	e ambas Cámaras insistieren por los dos tercios de s	s miembros enejercicio en la parte del proyecto aprobado por ellas. En este último caso, sedevolverá al Presidente la parte del proyecto q	e haya sido objeto de insistenciapara s	 prom	lgación, salvo q	e éste cons	lte a la ci	dadanía para q	e sepron	ncie mediante 	n plebiscito, respecto de las c	estiones en desac	erdo (art.128).La convocatoria a plebiscito deberá efect	arse dentro de los treinta díassig	ientes a aq	el en q	e ambas Cámaras insistan en el proyecto aprobado porellas, y se ordenará mediante decreto s	premo q	e fijará la fecha de la votaciónplebiscitaria, la q	e se celebrará ciento veinte días desp	és de la p	blicación dedicho decreto si ese día correspondiere a 	n domingo. Si así no f	ere, ella serealizará el domingo inmediatamente sig	iente. Transc	rrido este plazo sin q	e elPresidente convoq	e a plebiscito, se prom	lgará el proyecto q	e h	biere aprobadoel Congreso. El decreto de convocatoria contendrá, según corresponda, el proyectoaprobado por ambas Cámaras y vetado totalmente por el Presidente de laRepública, o las únicas c	estiones del proyecto en las c	ales el Congreso hayainsistido. En este último caso, cada 	na de las c	estiones en desac	erdo deberá servotada separadamente en el plebiscito. El Trib	nal Calificador com	nicará alPresidente de la República el res	ltado del plebiscito, y especificará el texto delproyecto aprobado por la ci	dadanía, el q	e deberá ser prom	lgado como reformaconstit	cional dentro de los cinco días sig	ientes a dicha com	nicación. Una vezprom	lgado el proyecto y desde la fecha de s	 vigencia, s	s disposiciones formaránparte de la Constit	ción y se tendrán por incorporadas a ésta (art. 129).
·LEYES ORGANICAS CONSTITUCIONALES: de ac	erdo con el art. 66, inc. 2°,exigen para s	 aprobación, modificación o derogación, de la mayoría absol	ta delos dip	tados y senadores en ejercicio.
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·LEYES DE QUORUM CALIFICADO: de ac	erdo con el art. 66, inc. 2°, exigen paras	 aprobación, modificación o derogación, de la mayoría absol	ta de dip	tados ysenadores en ejercicio.
·LEYES DE QUORUM SIMPLE O DEMAS LEYES: de ac	erdo con el art. 66, inc. 3°,exigen para s	 aprobación, modificación o derogación, mayoría de los miembrospresentes en cada cámara, o las mayorías q	e sean aplicables conforme a los arts.68 y sig	ientes de la Carta F	ndamental.La ley, en consec	encia, debe formarse conforme al procedimiento específicoq	e contempla la Constit	ción Política. De tal forma, no será ley, por ejemplo, ladeclaración de vol	ntad de todos los miembros del Congreso Nacional y del Presidentede la República manifestada por medio de 	na escrit	ra pública.El q	ór	m req	erido para cada ley, conforme a lo expresado, debe calc	larseatendiendo al número de dip	tados y de senadores. Act	almente, son 155 losdip	tados y 50 los senadores. Para entrar en sesión y adoptar ac	erdos, se req	iere dela asistencia de la tercera parte de los dip	tados y senadores en ejercicio (art. 8 delReglamento de la Cámara de Dip	tados y art. 54 del Reglamento del Senado). Por lotanto, se req	iere la conc	rrencia de al menos 52 dip	tados y de 17 senadores, si setrata de aprobar, modificar o derogar 	na ley de q	ór	m simple.Las leyes se n	meran en Chile a partir del 11 de enero de 1893. La Ley N° 1,versa sobre la prórroga de la prohibición de adq	irir terrenos indígenas, hecha a lospartic	lares por 	na Ley de 4 de agosto de 1874, ampliada por otra de 20 de enero de1883. En rigor, desp	és de la proclamación de n	estra independencia, bien podríamosentender q	e la primera ley de la República es la de 3 de j	nio de 1818, q	e s	stit	yela denominación de “español” por la de “chileno”, atendido a q	e “Desp	és de lagloriosa proclamación de n	estra Independencia sostenida por la sangre de s	sdefensores, sería vergonzoso permitir el 	so de fórm	las inventadas por el sistemacolonial”. Lleva la firma de $’Higgins e Irizarri.
2.2. REQUISITOS INTERNOS: miran al contenido de la norma, si es IMPERATIVA,PROHIBITIVA o PERMISIVA. Toda ley por el hecho de ser tal, implica 	n mandato,por ser 	na declaración de la vol	ntad soberana a la c	al debemos obediencia. Pero lasleyes contienen mandatos de diversas especies: alg	nos imperativos, otros prohibitivosy otros permisivos. De ahí q	e existan leyes imperativas, prohibitivas y permisivas.
a) LEYES IMPERATIVAS: son las q	e mandan hacer algo, o c	mplir con 	na serie dereq	isitos para q	e 	n acto o contrato tenga eficacia j	rídica. Conforme a lo anterior,se disting	en dos clases de normas imperativas:a.1) NORMAS IMPERATIVAS PROPIAMENTE TALES: son aq	ellas q	esimplemente ordenan algo, como por ejemplo:i.- Art. 86, en las normas de la m	erte pres	nta: obligación de hacer inventario q	epesa sobre los herederos pres	ntivos, para recibir la posesión provisoria de los bienesdel desaparecido.ii.- Art. 89, también en la m	erte pres	nta: obligación de prestar ca	ción, q	e debenc	mplir los mismos herederos pres	ntivos.iii.- Art. 321, en materia de alimentos: obligación q	e tienen ciertas personas, deproporcionar alimentos.iv.- Art. 907, en las normas de las prestaciones m	t	as: el poseedor condenado arestit	ir la cosa a s	 d	eño, deberá además restit	ir los fr	tos nat	rales y civiles de lacosa.
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v.- Art. 908, también en las normas de las prestaciones m	t	as: el d	eño q	erec	pera la posesión de la cosa, deberá abonar al poseedor lo q	e éste haya invertidopor concepto de expensas necesarias.vi.- Art. 1847, en la compraventa: la ley le impone al vendedor 	na serie deprestaciones, con las c	ales indemnizar al comprador, si éste h	biere s	frido evicciónde la cosa comprada.vii.- Art. 2329, en las normas de la responsabilidad extracontract	al: obligación dereparar los daños ca	sados a otro.a.2) NORMAS IMPERATIVAS DE REQUISITO: son aq	ellas q	e permiten ejec	tar ocelebrar 	n determinado acto j	rídico, pero previo c	mplimiento de ciertos req	isitos,como por ejemplo:i.- Art. 88, en la m	erte pres	nta: para q	e los poseedores provisorios p	edan vendero hipotecar bienes del desaparecido, deben c	mplirse los req	isitos previstos en lanorma.ii.- Art. 124, en los impedimentos para contraer n	evo matrimonio: obligación dehacer inventario solemne de los bienes q	e les pertenezcan a s	s hijos menores deedad o a s	s p	pilos.iii.- Art. 254, respecto de la administración de los bienes de los hijos menores de edad:para gravar o enajenar ciertos bienes del hijo, se req	iere a	torización j	dicial.iv.- Arts. 393 y 394, en materia de administración de los bienes por el t	tor o c	rador:para gravar o enajenar ciertos bienes del p	pilo, debe previamente obtenersea	torización j	dicial; la venta de esos bienes, deberá hacerse por pública s	basta.v.- Art. 402 inc. 2º, también en materia de administración de los bienes por el t	tor oc	rador: para donar dinero 	 otros bienes m	ebles del p	pilo, se req	iere a	torizaciónj	dicial.vi.- Art. 412, inc. 1º, en materia de administración de los bienes por el t	tor o c	rador:para q	e el t	tor o c	rador p	eda comprar para sí bienes del p	pilo, debe sera	torizado por los otros g	ardadores o a falta de éstos por el j	ez.vii.- Art. 1464 números 3 y 4, en los casos de objeto ilícito: para enajenar bienesact	almente embargados, se req	iere a	torización del j	ez o consentimiento delacreedor; para enajenar bienes c	ya propiedad se litiga, es necesario q	e así lopermita el j	ez q	e conoce del litigio.viii.- Art. 1554, respecto del contrato de promesa: la promesa de celebrar 	n contratono prod	cirá obligación alg	na, de c	mplirse con los c	atro req	isitos exigidos por esteprecepto.ix.- Art. 2144, en las normas del mandato: para q	e el mandatario p	eda“a	tocontratar”, debe contar con la aprobación expresa de s	 mandante.Estas normas s	elen tener, en principio, apariencia de prohibitivas, pero como en lapráctica permiten ejec	tar o celebrar 	n acto j	rídico previo c	mplimiento de losreq	isitos q	e establece la ley, no son prohibitivas sino sólo imperativas de req	isito.
b) LEYES PROHIBITIVAS: son las q	e mandan no hacer algo, q	e impiden 	nadeterminada cond	cta bajo todo respecto o consideración (no q	eda ning	naposibilidad para intentar llevar a cabo determinado hecho, la ley lo prohíbe en términoscategóricos, absol	tos). Las leyes penales tienen carácter prohibitivo. Señalamos acontin	ación alg	nos ejemplos en el Código Civil:i.- Art. 402 inc. 1°: prohíbe la ley donar bienes inm	ebles del p	pilo.ii.- Art. 412, inc. 2º: prohíbe la ley al t	tor o c	rador comprar o arrendar para sí,bienes inm	ebles del p	pilo.iii.- Art. 1464 números 1 y 2: prohíbe la ley enajenar cosas q	e están f	era delcomercio o derechos personalísimos.iv.- Art. 1463: prohíbe la ley los pactos sobre 	na s	cesión f	t	ra.v.- Art. 1465: prohíbe la ley condonar el dolo f	t	ro.
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2 D	cci Claro, Carlos, Derecho Civil. Parte general, 2ª edición, Santiago de Chile, Editorial J	rídica de Chile,1984, pp. 54-57.

vi.- Art. 1796: prohíbe la ley celebrar compraventa entre cóny	ges no separadosj	dicialmente o entre el padre o la madre y el hijo no emancipado.vii.- Art. 2450: prohíbe la ley transigir sobre el estado civil de las personas.
c) LEYES PERMISIVAS: son las q	e permiten realizar algún acto o reconocen a 	ns	jeto determinada fac	ltad. Son leyes permisivas, por ejemplo:i.- Todas aq	ellas q	e reg	lan el ejercicio de 	n derecho (como el de propiedad o elderecho para reconocer 	n hijo); oii.- Todas aq	ellas q	e posibilitan celebrar 	n contrato.La ley permisiva entraña 	n mandato a todas las personas en el sentido de q	erespeten el derecho q	e ella reconoce al tit	lar del derecho. Por ejemplo: ante elderecho de propiedad q	e ejercita el propietario, el resto de la población tiene 	ndeber de abstención. Los terceros no p	eden pert	rbar el legítimo ejercicio delderecho, por parte de s	 tit	lar.Las leyes permisivas no deben conf	ndirse con las imperativas de req	isito: así,por ejemplo, el marido casado en sociedad cony	gal p	ede enajenar los m	ebles deaq	ella, sin restricciones (ley permisiva); pero si pretende enajenar 	n inm	eblesocial, necesita obtener a	torización de la m	jer o de la j	sticia en s	bsidio, conformeal art. 1749 del Código Civil (ley imperativa de req	isito).
d) SANCION ANTE LA INFRACCION DE LAS DISTINTAS CLASES DE LEYES:
d.1) LEYES IMPERATIVAS, no tienen 	na sanción determinada, esta podrá ser lan	lidad absol	ta, la n	lidad relativa, la inoponibilidad o incl	so ning	na sanción. Paradeterminar lo anterior habrá q	e examinar el texto de la ley respectiva.Carlos D	cci, al respecto, señala q	e para determinar la sanción, debemosdisting	ir si la norma es de interés público o general, o si por el contrario, sólo esde interés partic6lar o privado:i.- Si es de interés público o general (lo q	e acontecerá c	ando la disposición legal dicerelación con el orden público y las b	enas cost	mbres), la sanción podrá ser la n	lidadabsol	ta o la n	lidad relativa.Habrá n	lidad absol	ta, si el acto q	e contravenga la ley adolece de objeto oca	sa ilícitos o implica la omisión de 	na formalidad exigida por la ley en atención a lanat	raleza del acto o contrato (o sea, 	na solemnidad propiamente tal).Habrá n	lidad relativa, si los req	isitos q	e se omiten, habían sido exigidos porla ley en atención a la calidad de las personas q	e ejec	tan o celebran el acto ocontrato (o sea, 	na formalidad habilitante).Agrega este a	tor q	e podrá señalar la ley 	na sanción especial, para el caso deinc	mplimiento.Admite también q	e podría oc	rrir q	e la ley no prevea ning	na sanción, parael evento de s	 contravención. Así, por ejemplo, art. 1026, en relación con los artíc	los1016, 1023 inciso 5º y 1024 inciso 2º, todos concernientes al otorgamiento deltestamento: a	nq	e se omitan en el testamento alg	nas de las menciones q	e exige laley –ci	dad de nacimiento del testador por ejemplo-, ello no traerá consigo la n	lidadde aq	él, “siempre q	e no haya d	da acerca de la identidad personal del testador,escribano o testigo”.ii.- La sanción de las leyes imperativas de interés partic	lar será, en caso decontravención, la responsabilidad, como norma general (o sea, la indemnización deperj	icios), o incl	so, como sanción adicional, dejar sin efecto el acto o contrato através de s	 resol	ción o terminación2.
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d.2) LEYES PROHIBITIVAS: la sanción aplicable por s	 infracción es la n6lidadabsol6ta, lo q	e se desprende de los artíc	los 10, 1466 (parte final) y 1682 delCódigo Civil. Del artíc	lo 10, se desprende q	e la sanción será la n	lidad. Del artíc	lo1466 parte final, q	e los actos q	e prohíbe la ley adolecen de objeto ilícito; y delartíc	lo 1682, q	e el objeto ilícito es 	na ca	sal de n	lidad absol	ta. De esta forma, dela interpretación armónica de los tres artíc	los, concl	imos q	e la sanción ante lainfracción de 	na ley prohibitiva, será la n	lidad absol	ta.Lo anterior, salvo si la ley contempla otra sanción. Así, por ejemplo:i.- En el caso de los fideicomisos s	cesivos y 	s	fr	ctos s	cesivos y alternativos,artíc	los 745 y 769, respectivamente, hipótesis en las c	ales la sanción es lacad6cidad. Es decir, habiendo operado el primer fideicomiso o el primer 	s	fr	cto, lossig	ientes q	e se h	bieren constit	ido, cad	can, consolidándose el derecho en elfideicomisario o en el primer 	s	fr	ct	ario. Cabe notar q	e, respecto al 	s	fr	cto, laley al	de también a los 	s	fr	ctos “alternativos”. Sería tal, aq	él en q	e J	an es n	dopropietario y Pedro 	s	fr	ct	ario, por dos años, al cabo de los c	ales se alternan ens	s calidades, pasando J	an a ser 	s	fr	ct	ario y Pedro n	do propietario o si 	no es	s	fr	ct	ario por 5 años y el otro por los sig	ientes 5 años y así alternativamente. Talfig	ra, también está proscrita por la ley, p	es atenta contra el principio de la propiedadprivada y la libre circ	lación de la riq	eza.ii.- En el caso previsto en el art. 2206 del Código Civil, en los intereses pactados en 	ncontrato de m	t	o: si dichos intereses excedieren del “interés máximo convencional”,la sanción consistirá en red	cirlos al “interés corriente”. Por ende, el contrato de m	t	ono será n	lo, pero el acreedor no podrá exigir todos los intereses estip	lados, sino 	nas	ma menor.
d.3) LEYES PERMISIVAS: por lo general s	 infracción permite demandarindemnización de perj6icios, sin perj	icio de q	e la persona afectada, interpongalas acciones q	e le permitan el ejercicio del derecho o fac	ltad q	e le reconoce la ley,removiendo el obstác	lo o dejando sin efecto el hecho del tercero q	e así lo impida.
3.- CLASIFICACION DE LAS LEYES SEGÚN SUS CARACTERES

Atendiendo a s	s caracteres las leyes de Derecho Privado, se clasifican en tresgr	pos:
3.1. LEYES DECLARATIVAS O SUPLETORIAS: son las q	e determinan lasconsec	encias de los actos j	rídicos c	ando las partes interesadas no las han previstoy reg	lado de otra manera, teniendo libertad para hacerlo. La ley s	ple el silencio o laomisión de las partes y para ello toma en consideración dos ideas directrices:i.- REPR$DUCE LA V$LUNTAD PRESUNTA DE LAS PARTES, reglamenta la relaciónj	rídica como probablemente lo habrían hecho ellas mismas (por ejemplo, en lacompraventa, a la q	e el Código Civil dedica 103 artíc	los, desde el 1793 al 1896).ii.- LA LEY C$NSIDERA PRINCIPALMENTE LAS TRADICI$NES, C$STUMBRES, HABIT$Sy EL INTERES GENERAL: por ejemplo, el artíc	lo 1718, c	ando se establece la sociedadcony	gal, como régimen patrimonial normal del matrimonio.Gran parte de las disposiciones del Derecho Privado, son principalmentedeclarativas o s	pletorias, es decir las partes p	eden desechar s	 aplicación parareemplazarlas por otras q	e ellos mismos se dan, como acontece por ejemplo en lacompraventa, donde en el silencio de las partes se responde del saneamiento de laevicción, pero si se estip	la por escrito, se p	ede exonerar al vendedor de talobligación.
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3.2. LEYES PROHIBITIVAS O IMPERATIVAS: se imponen a la vol	ntad de lospartic	lares, lo c	ales no p	eden el	dir s	 aplicación. La doctrina ha señalado q	e lasca	sas q	e determina al legislador a dictar estas normas son de dos especies:i.- ASEGURAR EL MANTENIMIENT$ DEL $RDEN PÚBLIC$;ii.- PR$TEGER A LAS PERS$NAS QUE, P$R SU EDAD, SEX$ $ C$NDICI$N FISICA S$NINCAPACES DE DEFENDER P$R SI MISMA, SUS DERECH$S y q	e de no mediar estaprotección p	eden ser víctimas de s	 debilidad o inexperiencia. Así, por ejemplo, arts.254 (protección al hijo no emancipado); 393 y 394 (protección a las personas q	eestán bajo g	arda); 1019 (protección al ciego o al sordo o sordom	do q	e conozca elleng	aje de señas, c	ando otorgan testamento).
3.3. LEYES DISPOSITIVAS: son aq	ellas en q	e el legislador dicta 	na norma pararesolver conflictos de interés q	e se presentan entre personas q	e no han contratadoentre sí. En estos casos, el legislador compara y pesa los intereses controvertidos y sepron	ncia dando la primacía a aq	él q	e le parece más digno de protección. Así, porejemplo:i.- P	ede oc	rrir q	e 	n individ	o venda a otro 	na cosa ajena. Entre el d	eño de lacosa y el q	e la ha comprado s	rge 	n conflicto de intereses q	e la vol	ntad dening	no de los dos ha contrib	ido a crear. La norma del artíc	lo 1815 del Código Civil,dispositiva, reg	la la sit	ación. De ac	erdo a este artíc	lo, la venta de cosa ajena esválida, pero ello se entiende sin perj	icio de los derechos del d	eño de la cosa.ii.- Ig	al acontece en el caso de q	e se venda 	na misma cosa, separadamente, a dospersonas. El art. 1817 establece las reglas en virt	d de las c	ales se res	elve c	ál delos compradores podrá retener la cosa.iii.- Una norma similar encontramos en el art. 1922 del Código Civil, esta vez en elcontrato de arrendamiento de cosa, c	ando ésta se ha arrendado separadamente a doso más personas.iv.- Por s	 parte, los arts. 1490 y 1491 res	elven el conflicto q	e p	eda s	rgir entre elacreedor-d	eño de 	na cosa y los terceros adq	irentes de la misma, c	ando el primeroobtiene la resol	ción del contrato por el c	al se la había enajenado al de	dor, personade la q	e dicha cosa f	e adq	irida por tales terceros.v.- El art. 1135, res	elve el conflicto q	e p	ede s	rgir entre 	n legatario y, porejemplo, el comprador de la cosa legada, si el testador, desp	és de otorgar s	testamento e instit	ir en él el legado, res	elve vender y enajenar la cosa legada, aotra persona. En tal caso, la ley entiende tácitamente revocado el legado, favoreciendoal comprador por sobre el legatario.
4.- JERARQUIA DE LAS NORMAS JURIDICAS
4.1. ESCALA JERÁRQUICA DE LAS NORMAS.

Se entiende por tal la escala de grad	ación de las normas. Tal escala jerárq	icaes la sig	iente:PRIMER ESCALON, es el ordenamiento constit	cional integrado por la Constit	ciónPolítica de 1980 y s	s modificaciones.SEGUNDO ESCALON, formado por las leyes orgánicas constit	cionales, las leyes deq	ór	m calificado, las leyes de q	ór	m simple, los Decretos con F	erza de Ley, losDecretos Ley y los Tratados Internacionales firmados y ratificados.Sin embargo, en relación a los tratados internacionales, es necesario form	laralg	nas precisiones, dados los términos del inc. 2° del art. 5 de la Constit	ciónPolítica: “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a losderechos esenciales q	e emanan de la nat	raleza h	mana. Es deber de los órganos delEstado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constit	ción, así
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3 Corral Talciani, Hernán, Curso de Derecho Civil. Parte General, Santiago de Chile, Thomson Re	ters, 2018,pp. 57 y 58.

como por los tratados internacionales ratificados por Chile y q	e se enc	entrenvigentes”.Ha s	rgido 	na controversia en c	anto al rango q	e tienen los tratadosinternacionales, c	ando consagran derechos esenciales q	e emanan de la nat	ralezah	mana. Tres opiniones se han form	lado:a) Para 	na primera opinión, estos tratados tienen la misma jerarq	ía q	e laConstit	ción. Por lo tanto, si el Estado chileno los s	scribe y ratifica, se debe entendermodificada n	estra Constit	ción Política, por 	n mecanismo extraordinario, diverso alprevisto en la misma Carta F	ndamental.b) Una seg	nda opinión plantea q	e los tratados, de c	alq	ier nat	raleza, tienen rangolegal, de manera q	e 	na ley posterior podría derogarlos.c) Para 	na tercera opinión, intermedia, habría q	e form	lar el sig	iente distingo: porregla general, los tratados internacionales tienen el valor de 	na ley; pero si se tratade tratados internacionales q	e versan sobre derechos h	manos, tienen mayor valorq	e 	na ley, a	nq	e inferior a la Constit	ción Política de la República.3TERCER ESCALON, los Decretos S	premos, sean éstos reglamentarios (de ejec	cióny a	tónomos) o simples.CUARTO ESCALON, los Decretos.QUINTO ESCALON, las ordenanzas e instr	cciones y otras normas similares.SEXTO ESCALON, actos j	rídicos y sentencias j	dicialesEn esta escala jerárq	ica operan dos controles: 	n control de laConstit	cionalidad y otro de la Legalidad.Las normas q	e integran el seg	ndo al sexto escalón, ambos incl	sive, estáns	jetas al control de la constit	cionalidad.Las normas q	e integran el tercero al sexto escalón, ambos incl	sive, estáns	jetas al control de la legalidad.Estos controles p	eden operar a priori o a posteriori. El control a priori operaantes de q	e la norma entre en vigencia. El control a posteriori opera desp	és q	e lanorma ha entrado en vigencia.El CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD, se ejerce por el Trib	nalConstit	cional, órgano q	e vela para q	e las normas de rango legal del seg	ndoescalón se aj	sten a las normas de rango constit	cional de s	perior jerarq	ía.Asimismo, ca	tela q	e las normas reglamentarias de inferior jerarq	ía g	arden respetoy armonía con el ordenamiento constit	cional. Se enc	entra reg	lado este órgano enlos artíc	los 92 a 94 de la Constit	ción Política (Capít	lo VIII de la Constit	ción) y en laLey N° 17.997, “Ley $rgánica Constit	cional del Trib	nal Constit	cional”, p	blicada enel Diario $ficial de fecha 19 de mayo de 1981. Según se verá, este control p	edeoperar tanto a priori como a posteriori.El CONTROL DE LA LEGALIDAD, se verifica por la Contraloría General de laRepública, órgano q	e se oc	pa de revisar la legalidad –y necesariamente también laconstit	cionalidad-, de las normas reglamentarias de rango inferior al legal. S	reg	lación se enc	entra contemplada en los artíc	los 98 a 100 de la Constit	ciónPolítica (Capít	lo X de la Constit	ción) y en la “Ley de $rganización y Atrib	ciones dela Contraloría General de la República”, c	yo texto está aprobado por el DecretoS	premo N° 2.421, p	blicado el 10 de j	lio de 1964. Este control opera a priori y aposteriori:i.- A priori, revisando la legalidad de los decretos s	premos y de las resol	ciones q	ese envían, para el trámite de “toma de razón” –si el instr	mento enviado se aj	sta alordenamiento j	rídico- o para “representar”, en caso contrario. El art. 10 de la citadaLey, dispone en s	 inc. 1°: “El Contralor General tomará razón de los decretos
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4 Sentencia de la Corte S	prema de fecha 26 de oct	bre de 2012, a	tos Rol Nº 4.755/2012, citada porNavarro Beltrán, Enriq	e, Las acciones constitucionales económicas ante los tribunales de justicia, Santiagode Chile, Ediciones Universidad Finis Terrae, 2018, pp. 38 y 39.

s	premos y de las resol	ciones de los Jefes de Servicios, q	e deben tramitarse por laContraloría, representará la inconstit	cionalidad o ilegalidad de q	e p	edan adolecer,dentro del plazo de q	ince días contados desde la fecha de s	 recepción, q	e elContralor podrá prorrogar hasta por otros q	ince días, si existiesen motivos graves ycalificados, mediante resol	ción f	ndada”.ii.- A posteriori, c	ando 	n f	ncionario público o 	n partic	lar, solicita pron	nciamientode la Contraloría, acerca de la legalidad de 	n decreto o de 	na resol	ción. En estaf	nción, el Contralor emite “dictámenes”, q	e contienen 	n análisis j	rídico f	ndado,en el q	e se emiten concl	siones acerca de la legalidad del decreto y s	s alcances.Dichos dictámenes van generando j	rispr	dencia administrativa y son obligatorios parael f	ncionario público al q	e se le notifiq	e. El Contralor, sin embargo, deberáabstenerse de emitir dictámenes, c	ando se trate de as	ntos q	e por s	 nat	ralezasean litigiosos o estén siendo conocidos por 	n trib	nal de j	sticia.También debe considerarse el control q	e se ejerce por los trib	nales dej	sticia. Este es 	n control integral, q	e comprende todo el espectro jerárq	ico delordenamiento j	rídico, incl	yendo velar por el pleno acatamiento a las normasconstit	cionales. En efecto, no obstante q	e el control de la constit	cionalidad estáentregado excl	sivamente al Trib	nal Constit	cional, en la práctica los trib	nalestambién ejercen 	na s	erte de control de la constit	cionalidad. Esto oc	rre en dossentidos:i.- Por todo J	ez de la República, por aplicación del principio de la aplicación directa dela Constit	ción, consagrado en el art. 6, inc. 2º de la Carta F	ndamental: “Lospreceptos de esta Constit	ción obligan tanto a los tit	lares o integrantes de dichosórganos como a toda persona, instit	ción o gr	po”. En consec	encia, el j	ez, en s	sentencia, deberá velar por el pleno respeto a las normas constit	cionales.ii.- Por las Cortes de Apelaciones y por la Corte S	prema, c	ando conocen de la accióno rec	rso de protección, consagrada en el art. 20 de la Carta F	ndamental. Como haexpresado la Corte S	prema, “el rec	rso de protección de garantías establecido en elartíc	lo 20 de la Constit	ción Política de la República constit	ye j	rídicamente 	naacción de nat	raleza ca	telar, destinada a amparar el legítimo ejercicio de lasgarantías y derechos preexistentes q	e en esa misma disposición se en	meran,mediante la adopción de medidas de resg	ardo q	e se deben tomar ante 	n actoarbitrario o ilegal q	e impida, amag	e o pert	rbe ese ejercicio”.4Por cierto, el control q	e ejercen los trib	nales de j	sticia sólo opera aposteriori.
4.2. FACTORES EN VIRTUD DE LOS CUALES SE JERARQUIZAN LAS NORMAS.

Las normas j	rídicas se jerarq	izan atendiendo a diversos factores:i.- En c	anto a s	 contenido: las normas constit	cionales, consagran los grandesprincipios j	rídicos; las normas legales y las reglamentarias, detallan o pormenorizandichos principios generales, fijan la forma de llevarlos a la práctica;ii.- En c	anto a s	 origen: las normas constit	cionales emanan del PoderConstit	yente; las legales del Poder Legislativo y las reglamentarias de la PotestadReglamentaria;iii.- En c	anto a s	 validez: La Ley tiene 	na f	erza menor q	e la Constit	ción ya q	eestá limitada o comprimida por la Constit	ción a la c	al debe respetar y adaptarse a lanorma s	perior, so pena de no ser aplicada en 	n caso concreto porinconstit	cionalidad. A s	 vez, los decretos s	premos y demás normas de inferior
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jerarq	ía, deben s	bordinarse a la ley y con mayor razón a la Constit	ción. En elmismo sentido, el orden jerárq	ico de las normas implica q	e la creación de aq	ellasde inferior grado está s	bordinada en c	anto a s	 validez a las de grado s	perior demanera q	e las primeras (las de menor rango) representan 	na aplicación de lasúltimas (de las de grado s	perior).Las normas van de lo más general a lo más detallado, de manera q	e se debenest	diar conj	ntamente las normas constit	cionales, las leyes y s	s correspondientesreglamentos, c	ando corresponda.Como concl	sión, las normas j	rídicas, están jerarq	izadas en c	anto a s	contenido, es decir, a lo q	e expresan; como en lo q	e respecta a s	 origen, es deciren c	anto a la forma como se generan; y a s	 validez, esto es, en lo concerniente a s	eficacia, la q	e dependerá de s	 s	jeción a la norma de rango s	perior.
5.- CONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY

La Constit	ción es la ley de las leyes, la súper ley, a la c	al deben s	bordinarsetodas las demás. C	ando éstas g	ardan conformidad con la Constit	ción, se dice q	eson constit	cionales.
5.1. CONSTITUCIONALIDAD DE FONDO Y FORMA.

La constit	cionalidad abarca dos aspectos:i.- DE F$ND$: se c	mple c	ando el contenido de la ley respeta todo derecho garantidoo consagrado por la Constit	ción.ii.- DE F$RMA: se c	mple c	ando la ley es dictada por los órganos competentes y conlas formalidades q	e para s	 generación y prom	lgación establece la Constit	ción.En consec	encia, la inconstit	cionalidad, es la negación de 	no de los dos aspectoso de ambos a la vez.
* Ejemplos de leyes inconstit	cionales en el fondo:1. C	alq	ier ley q	e prohibiera el derecho de asociarse sin permiso previo, p	es sev	lneraría el derecho reconocido a todo habitante de la república en el artíc	lo 19número 15 de la Constit	ción;2. Una ley, q	e estableciera la expropiación de bienes sin indemnización a s	s d	eños,ya q	e se b	rlaría el derecho garantido en la Constit	ción en el artíc	lo 19 número 24.3. Cierta ley penal, q	e ordenara q	e determinados hechos ya oc	rridos alprom	lgarse sean j	zgados de ac	erdo a s	s preceptos, p	es en tal caso habráinfracción al derecho q	e la Constit	ción reconoce a toda persona a ser j	zgada enconformidad a 	na ley prom	lgada con anterioridad al hecho sobre el q	e recae elj	icio, artíc	lo 19 número 3 de la Constit	ción.
* Ejemplos, de la inconstit	cionalidad en la forma:1. C	alq	ier ley, q	e p	eda ser dictada con prescindencia de 	no de los órganosconstit	tivos del poder legislativo (Cámara de Dip	tados, Senado y Presidente de laRepública).2. Una ley, q	e apareciera en el Diario oficial, con 	n texto diverso del aprobado porlos órganos q	e integran el poder legislativo (sin perj	icio de la fac	ltad conferida alPresidente de la República por el artíc	lo 64, inciso 5º, de la Constit	ción Política, q	ele permite, al fijar el texto ref	ndido, coordinado y sistematizado de 	na ley,introd	cirles “los cambios de forma q	e sean indispensables”, a	nq	e sin alterar, encaso alg	no, s	 verdadero sentido y alcance).
5.2. EFECTOS DE LAS LEYES INCONSTITUCIONALES.
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Cabe preg	ntarse si prod	cen efectos las leyes inconstit	cionales, si deben o noser obedecidas por los poderes públicos y la com	nidad en general. En principio, laresp	esta es afirmativa, pero las legislaciones de los distintos países establecenmedidas tendientes a obtener q	e no se apliq	en tales leyes, ya sea en general o en elcaso concreto en el c	al pretenden hacerse valer. En la mayoría de los países, incl	soen Chile, los efectos de la resol	ción q	e declara la inaplicabilidad porinconstit	cionalidad de 	na ley no son generales, se limitan a declarar “inaplicable”dicha ley para el caso concreto de q	e se trate, de manera q	e la ley sig	e rigiendo ytodas las contiendas y j	icios deben resolverse conforme a ella, si los interesados nosolicitan la inaplicabilidad. Es necesario por tanto, en cada ocasión, solicitar ladeclaración de inconstit	cionalidad para q	e la ley no se apliq	e. Lo anterior, a menosq	e el Trib	nal Constit	cional declare la inconstit6cionalidad de 	n precepto legal,según veremos. Esta sentencia, a diferencia de la primera, sí tendrá efectos generales.
5.3. EL CONTROL DE LA CONSTITUCIONALIDAD EN CHILE.

La determinación de la constit	cionalidad de las leyes en n	estro ordenamientoj	rídico, corresponde hoy día, excl	sivamente, al TRIBUNAL C$NSTITUCI$NAL.Dicho órgano ejerce este control, tanto en forma preventiva como a posteriori.Entre s	s atrib	ciones está:i.- Ejercer el control de la constit	cionalidad de las leyes orgánicas constit	cionales,antes de s	 prom	lgación, de las leyes q	e interpretan algún precepto de laConstit	ción Política y de las normas de 	n tratado q	e versen sobre materias propiasde leyes orgánicas constit	cionales.ii.- Resolver sobre las c	estiones de constit	cionalidad de los a	toacordados dictadospor la Corte S	prema, las Cortes de Apelaciones y el Trib	nal Calificador de Elecciones.iii.- Resolver las c	estiones sobre constit	cionalidad, q	e se s	sciten d	rante latramitación de los proyectos de ley o de reforma constit	cional o de los tratadossometidos a la aprobación del Congreso.iv.- Resolver las c	estiones q	e se s	sciten sobre la constit	cionalidad de 	n Decretocon F	erza de Ley.v.- Controlar la constit	cionalidad de las normas legales, desp	és q	e estas hanentrado en vigencia, conociendo de la acción de inaplicabilidad porinconstit6cionalidad. Para ello, el art. 93 de la Constit	ción Política fac	lta alTrib	nal para resolver, con el voto favorable de la mayoría de s	s miembros enejercicio, la inaplicabilidad de 	n precepto legal c	ya aplicación, en c	alq	ier gestiónseg	ida ante 	n trib	nal, res	ltare contraria a la Constit	ción (art. 93, N° 6). En estecaso, la c	estión podrá ser planteada por c	alq	iera de las partes o por el j	ez q	econoce del as	nto. El rec	rso será declarado admisible, siempre q	e haya 	na gestiónpendiente ante el trib	nal ordinario o especial y se pr	ebe q	e la aplicación delprecepto legal p	ede res	ltar decisiva en la resol	ción del as	nto. El Trib	nalConstit	cional podrá resolver la s	spensión del procedimiento respectivo. Además, elTrib	nal Constit	cional podrá declarar, por la mayoría de 4/5 de s	s integrantes enejercicio, la inconstit6cionalidad de 	n precepto legal q	e h	biere declaradoinaplicable (art. 93, N° 7). Para tal efecto, la Constit	ción confiere acción pública, sinperj	icio q	e p	eda declararse de oficio tal inconstit	cionalidad.Nótese q	e la circ	nstancia de q	e el Trib	nal Constit	cional declare en 	nasentencia la inaplicabilidad de 	n determinado precepto legal a 	n caso concreto, nosignifica q	e dicha norma, per se, o en condiciones abstractas y generales, seacontraria a la Constit	ción Política de la República, sino q	e sólo para dicho as	nto.Así, por ejemplo, por sentencia de 27 de enero de 2015, a	tos Rol N° 2.688-14, elTrib	nal Constit	cional declaró inaplicable por inconstit	cionalidad el art. 5, inc. 3 de la
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Ley N° 19.537, antig	a Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria, q	e a	torizaba las	spensión del s	ministro eléctrico a 	na 	nidad (departamento, oficina, casa, etc.,acogido a dicho régimen inmobiliario), c	ando se ade	daren tres o más c	otascontin	as o discontin	as de gastos com	nes. En el caso, se estimó q	e la norma eracontraria al párrafo 1° del N° 3 del art. 19 de la Carta F	ndamental, q	e aseg	ra atodas las personas la ig	al protección de la ley en el ejercicio de s	s derechos, todavez q	e el contexto fáctico en q	e se da la interr	pción del servicio eléctricodomiciliario a la rec	rrente de protección priva a ésta de la posibilidad de hacerse oírpor 	n órgano j	risdiccional competente y exponer ante él la defensa de s	 derecho(en este caso, no se había enviado 	n aviso pormenorizando de la de	da ni tampocose había demandado j	dicialmente el pago de los gastos com	nes).Pero si comienzan a reiterarse sentencias q	e declaren la inaplicabilidad de 	nadeterminada norma, p	ede oc	rrir q	e en definitiva el Trib	nal Constit	cional res	elvas	 inconstitucionalidad, de manera q	e la norma se exp	lse del ordenamiento j	rídico.Contra las resol	ciones del Trib	nal Constit	cional, no procede rec	rso alg	no, sinperj	icio de q	e p	ede, el mismo Trib	nal, rectificar los errores de hecho en q	eh	biere inc	rrido (art. 94, inc. 1º).Las disposiciones q	e el Trib	nal Constit	cional declare inconstit	cionales, nopodrán convertirse en ley o Decreto con F	erza de Ley en el proyecto respectivo (art.94, inc. 2º).Las sentencias q	e declaren la inconstit	cionalidad de todo o parte de 	na ley, de	n Decreto con F	erza de Ley, de 	n Decreto S	premo o de 	n A	to Acordado, en s	caso, se p	blicarán en el Diario $ficial dentro de los tres días sig	ientes a s	 dictación(art. 94, inc. 4º).En todo caso, cabe considerar q	e el efecto de la declaración deinconstit	cionalidad no será el mismo para 	n decreto s	premo, para 	n a	toacordado, para 	n Decreto con F	erza de Ley o 	na ley. El decreto s	premoimp	gnado q	edará sin efecto de pleno derecho, se entiende no haber s	rtido efectoalg	no. En cambio, el a	to acordado, el Decreto con F	erza de Ley o la ley declaradosinconstit	cionales, se entenderá derogado desde la p	blicación en el Diario $ficial de lasentencia q	e acoja el reclamo, la q	e no prod	cirá efecto retroactivo (artíc	lo 94,inciso 3°).Conforme a lo exp	esto, podemos concl	ir q	e el TRIBUNAL C$NSTITUCI$NALejerce 	n control de la constit	cionalidad tanto a P$STERI$RI, como asimismo 	ncontrol PREVI$. En el primer caso, la ley o Decreto con F	erza de Ley ya existen, peroson inconstit	cionales; en el seg	ndo caso, la ley o Decreto con F	erza de Ley nollegan a existir, se q	edan en 	n mero proyecto.De lo expresado en los párrafos precedentes, cabe destacar las sig	ientesdiferencias entre la acción de inaplicabilidad y la acción de inconstit	cionalidad:i.- En c	anto al pres	p	esto de cada 	na:a) Inaplicabilidad: q	e el precepto legal imp	gnado se pretenda aplicar en c	alq	iergestión q	e se siga ante 	n trib	nal ordinario o especial.b) Inconstit	cionalidad: q	e 	n precepto legal se haya declarado inaplicable por 	nasentencia previa.ii.- En c	anto a q	iénes p	eden interponerla:a) Inaplicabilidad: c	alq	iera de las partes o por el j	ez q	e conoce del as	nto.b) Inconstit	cionalidad: acción pública, es decir, por c	alq	iera persona.iii.- En c	anto al q	ór	m para acogerlas:a) Inaplicabilidad: mayoría de los miembros del Trib	nal en ejercicio.b) Inconstit	cionalidad: mayoría de los 4/5 de s	s integrantes en ejercicio.iv.- En c	anto a la posibilidad de act	ar de oficio el Trib	nal Constit	cional:a) Inaplicabilidad: no es posible.b) Inconstit	cionalidad: p	ede declararse de oficio.
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v.- En c	anto a s	s efectos:a) Inaplicabilidad: efecto relativo, circ	nscrito a la gestión j	dicial de q	e se trate.b) Inconstit	cionalidad: efecto absol	to, q	edando derogado el precepto legal.vi.- En c	anto a la p	blicidad de la sentencia:a) Inaplicabilidad: se notificará a las partes.b) Inconstit	cionalidad: se notificará a los interesados y además se p	blicará en elDiario $ficial dentro de los tres días sig	ientes a s	 dictación.
* Clase de inconstit6cionalidad q6e se p6ede atacar mediante el rec6rso deinaplicabilidad o mediante el rec6rso de inconstit6cionalidad: todos están deac	erdo q	e el rec	rso procede contra las leyes inconstit	cionales en el fondo, pero la	nanimidad de criterios desaparece tratándose de leyes inconstit	cionales en la forma;contra éstas, se ha dicho, no cabe el rec	rso, ya q	e si se prom	lga 	na leyinfringiendo las normas q	e rigen s	 generación, sencillamente a j	icio de estadoctrina no hay ley y por lo tanto, el j	ez debe prescindir de la misma y ac	dirdirectamente a ley q	e rija el caso y q	e esté conforme con la Constit	ción y en s	defecto a los principios de la eq6idad. La mayoría, sin embargo, opina q	e contralas leyes inconstit	cionales en la forma, también procede el rec	rso, dado q	e laConstit	ción Política no disting	e entre ambas clases de inconstit	cionalidad.
6.- LA POTESTAD REGLAMENTARIA.
6.1. CONCEPTO.

En s	 sentido propio y estricto, la Potestad Reglamentaria, es la fac	ltad opoder de q	e están dotadas las a	toridades administrativas para dictar normasj	rídicas, es decir mandatos de alcance general e impersonal.En 	n sentido amplio abarca, además, la fac	ltad de emitir resol	ciones omandatos q	e se refieren a 	na persona o sit	ación determinada.Considerada en toda s	 extensión la Potestad Reglamentaria, se manifiesta pormedios de Reglamentos, Decretos Reglamentarios, Decretos, $rdenanzas,Instr	cciones, Circ	lares, etc.
6.2. AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS CON POTESTAD REGLAMENTARIA.

Son múltiples las a	toridades administrativas q	e tienen potestadreglamentaria: desde el Presidente de la República, s	s Ministros de Estado, losIntendentes y Gobernadores, los Alcaldes y otros f	ncionarios públicos como los Jefesde Servicios, etc.
6.3. AMPLITUD DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA DEL PRESIDENTE DE LAREPÚBLICA.

Esta se enc	entra establecida en la Constit	ción Política en s	 artíc	lo 32n	mero 6. De esta disposición se ded	ce q	e la Potestad Reglamentaria del Presidentede la República, comprende lo sig	iente:a) La fac	ltad de dictar mandatos generales y especiales encaminados a laejec6ción de las leyes. Es la q	e se denomina POTESTAD REGLAMENTARIA DEEJECUCION.b) La fac	ltad de dictar normas o resol	ciones necesarias para el c	mplimiento de s	sf	nciones propias para Gobernar y Administrar el Estado, s	p	esto, nat	ralmente, q	ese respeten los principios constit	cionales y q	e no exista 	na ley expresa encontrario. Es la q	e se llama POTESTAD REGLAMENTARIA AUTONOMA.
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De la distinción anterior, se p	eden clasificar a los reglamentos enREGLAMENTOS DE EJECUCION o REGLAMENTOS AUTONOMOS.Los REGLAMENTOS DE EJECUCION, son aq	ellos c	ya finalidad es aseg	rarla aplicación de 	na ley, s	s normas tienden a poner en marcha a las normas másgenerales de la ley. Las normas del reglamento deben enc	adrarse dentro de la pa	tafijada por la norma legal y en caso alg	no p	eden contrariar s	s preceptos,modificarlos, restringirlos o ampliarlos. El Reglamento de Ejec	ción, es siervo de la ley,q	e detalla, como q	iera q	e s	 razón de ser es desenvolver las reglas generales,explicar las consec	encias de los principios q	e ellas contienen, determinando lamanera de c	mplirlas, según las circ	nstancias q	e p	eden presentarse.En la jerarq	ía de las normas j	rídicas, el Reglamento de Ejec	ción, está debajode las leyes, en especial de aq	ella ley c	ya aplicación tiende a llevar a cabo. Enconsec	encia, este reglamento no p	ede, sin caer en la tacha de ilegalidad, contrariarpreceptos de la ley y menos de la Constit	ción Política.Ejemplos de Reglamentos de Ejec	ción son:
·El Reglamento del Registro de Prendas sin Desplazamiento de la Ley Nº 20.190(Decreto S	premo Nº 722 de fecha 8 de septiembre de 2010, q	e se p	blicó enel Diario $ficial de fecha 23 de oct	bre de 2010);
·El Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces (a	nq	e para alg	nostendría rango de Decreto con F	erza de Ley, conforme al artic	lo 695 del CódigoCivil);
·El Reglamento del Decreto con F	erza de Ley N° 164, concerniente a concesión aprivados de $bras Públicas (Decreto S	premo Nº 956, p	blicado en el Diario$ficial de fecha 6 de oct	bre de 1997);
·El Reglamento de la Ley Nº 18.046, de Sociedades Anónimas (Decreto S	premo Nº702, p	blicado en el Diario $ficial de fecha 6 de j	lio de 2012).Los REGLAMENTOS AUTONOMOS, son los q	e no se relacionan con 	na leydeterminada y reglan materias q	e no están normadas por 	na ley ni declaradas de laexcl	siva inc	mbencia de 	na ley por la Constit	ción. Estos Reglamentos, se dictan porla a	toridad administrativa en ejercicio de s	s propias atrib	ciones o de los poderesdiscrecionales q	e se le reconocen.

6.4. DECRETOS EN GENERAL Y DECRETOS SUPREMOS.
En general, Decreto, es todo mandato escrito y revestido de las demásformalidades prescritas por el ordenamiento j	rídico, dictado 	nilateralmente por laa	toridad administrativa, en el ejercicio de s	s atrib	ciones. C	ando es emitido por elPresidente de la República, recibe el nombre de Decreto S	premo.

6.5. REGLAMENTOS Y SIMPLES DECRETOS.
Los decretos se p	eden clasificar en Reglamentos y Simples decretos.REGLAMENTO o DECRETO REGLAMENTARIO, es 	n Decreto de alcancegeneral e impersonal, concierne a 	na generalidad abstracta de personas osit	aciones, como el reglamento q	e señala los detalles de ejec	ción de 	na ley.SIMPLE DECRETO o DECRETO INDIVIDUAL, es el q	e se refiere a 	napersona o sit	ación determinada como el q	e nombra a 	n f	ncionario p	blico endeterminado cargo de la administración del Estado o aq	él q	e otorga 	n ind	ltopartic	lar, etc.

6.6. FIRMAS QUE DEBEN LLEVAR LOS DECRETOS.
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De ac	erdo al art. 35 de la Constit	ción Política, todos los Decretos, seanSimples o Reglamentarios, deben llevar la firma del Presidente de la República y elMinistro respectivo y no serán obedecidos sin este esencial req	isito. Sin embargo,alg	nos Decretos, p	eden expedirse por la sola firma del Ministro respectivo pero conla frase “por orden del Presidente de la República”.
6.7. CONTROL DE LEGALIDAD DE LOS DECRETOS.

En el ejercicio de la f	nción de control de legalidad, y de conformidad a lodisp	esto en los artíc	los 98 y 99 de la Constit	ción Política de la República, elContralor General de la República, tomará razón de los Decretos y resol	ciones q	e enconformidad a la ley deben tramitarse por la Contraloría o representará la ilegalidad deq	e p	eden adolecer; pero deberá darle c	rso, c	ando a pesar de s	 representación, elPresidente de la República insista con la firma de todos s	s ministros, caso en el c	aldeberá enviar copia de los respectivos Decretos a la Cámara de Dip	tados.
6.8. SEMEJANZAS Y DIFERENCIAS ENTRE LA LEY Y EL DECRETO.
a) Semejanzas:i.- Ambas normas emanan de organismos públicosii.- Ambas son ig	almente obligatorias, para la ci	dadanía y a	toridades.iii.- S	s normas y mandatos deben s	bordinarse a la Constit	ción.b) Diferencias:En n	estro derecho, la nota distintiva no se enc	entra en el objeto o contenido,porq	e no hay 	na norma taxativa de las materias propias del Decreto y de la Ley. Sibien existen as	ntos de la excl	siva competencia de la ley (art. 63 de la Constit	ción),hay otros as	ntos q	e no son privativos del poder legislativo y por ende p	eden serobjeto de la ley o del Reglamento A	tónomo.Tampoco la generalidad e impersonalidad de las normas es característicaexcl	siva de la ley, porq	e, por 	na parte, hay leyes q	e se refieren a sit	acionesindivid	ales (por ejemplo, leyes de gracia) y por otra parte existen Decretos, como losReglamentarios, q	e tratan sit	aciones generales.La Ley y el Decreto Simple o Reglamentario, se disting	en esencialmente:i.- Por el órgano q	e los crea. La Ley emana del Poder legislativo y el Decreto delPoder Ejec	tivo o la a	toridad administrativa;ii.- $tra característica diferenciadora, es la s	perioridad jerárq	ica de la ley sobre eldecreto; por lo tanto, todo Decreto Individ	al o Reglamento de Ejec	ción o A	tónomo,no p	ede contrariar ni modificar las leyes;iii.- Por último, el proceso de gestación hasta alcanzar la formación y el efecto deobligatoriedad es distinto para la Ley y el Decreto.
6.9. LAS INSTRUCCIONES O CIRCULARES.

Disting	imos dos tipos de instr	cciones o circ	lares:a) Las q	e se dirigen a todos los ci	dadanos: por ejemplo, las q	e dicta elS	perintendente de Bancos e Instit	ciones Financieras, o los dictámenes emanados dela Dirección del Trabajo, o las circ	lares dictadas por el Director del Servicio deImp	estos Internos, etc.b) Las q	e se dirigen a los f	ncionarios del respectivo servicio: son com	nicacionesq	e los f	ncionarios públicos s	periores dirigen a s	s s	bordinados indicándoles lamanera de aplicar 	na ley, 	n reglamento 	 otra disposición j	rídica o las medidas q	edeben tomar para 	n mejor f	ncionamiento de 	n servicio público. Tienen por objeto,il	strar el criterio del f	ncionario, para el más conveniente ejercicio de las f	nciones



17Teoría de la Ley – Juan Andrés Orrego Acuña

q	e le corresponden o el desarrollo de la actividad pública q	e se le ha encomendado.Las instr	cciones del Presidente de la República, son enviadas por los Ministrosrespectivos. C	ando las Instr	cciones van dirigidas a 	n gran número de f	ncionariosse envían por medio de CIRCULARES y si se expiden a 	n número red	cido def	ncionarios se denominan OFICIOS.
6.10. LAS ORDENANZAS,

Hay dos clases de disposiciones q	e reciben el nombre de $rdenanzas: 	nas sondictadas por las M	nicipalidades y otras son dictadas por el Presidente de la República.i.- DICTADAS POR LAS MUNICIPALIDADES, son reglas de aplicación general,dictadas por estos órganos, relativas a la a	toridad com	nal y ante c	ya inobservanciase impone la pena de MULTA. La obligatoriedad de las $rdenanzas M	nicipales eslocal, circ	nscrita al territorio j	risdiccional de la M	nicipalidad q	e las dicta.ii.- DICTADAS POR EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, son verdaderosreglamentos q	e contienen entre s	s disposiciones, alg	nas q	e son materia de ley yq	e se caracterizan por tener sanciones penales (m	ltas). Estas ordenanzas se dictanpor expresa a	torización del Congreso. Por ejemplo: $rdenanza de ad	anas y$rdenanza General de Constr	cción y Urbanización, etc.
7.- DECRETOS CON FUERZA DE LEY Y DECRETOS LEYES.
7.1. DECRETOS CON FUERZA DE LEY.
a) Concepto: son aq	ellos Decretos, q	e por expresa a	torización del Congreso através de 	na ley, dicta el Presidente de la República, sobre materias q	e según laConstit	ción Política, son propias de ley. El nombre se explica, porq	e 	na vez dictadasadq	ieren f	erza de ley.
b) Constit6cionalidad: en la Doctrina, en general, se ha disc	tido laconstit	cionalidad de los Decretos con F	erza de Ley. Estiman alg	nos, q	e ellosv	lneran el principio de la división de poderes públicos ya q	e, mediante s	 dictación,el ejec	tivo agrega a s	s f	nciones, otras inherentes a los del Poder Legislativo. Porotra parte se dice q	e el Congreso tiene 6n poder por delegación del p6eblo y nop6ede en consec6encia delegarlo, de ac	erdo con el principio 	niversalmenteaceptado, acerca q	e, “la potestad delegada no se p6ede delegar a s6 vez”.
c) Los Decretos con F6erza de Ley en n6estro ordenamiento j6rídico: aparecenrecién consagrados con la reforma, q	e la Ley N° 17.284 del 23 de enero de 1970introd	jo a la Constit	ción de 1925, sin perj	icio de s	 existencia fáctica en los añosprecedentes. La Constit	ción de 1980 reg	la la materia en s	 artíc	lo 64. Tal preceptodeclara q	e 	na Ley p	ede a	torizar al Presidente de la República, para dictar Decretoscon F	erza de Ley, sobre determinadas materias, d	rante 	n plazo no s	perior a 	naño. En consec	encia, tienen dos limitaciones:i.- En c	anto a la materia en la q	e recae la delegación.ii.- En c	anto al plazo dentro del c	al el Presidente de la República debe dictar eldecreto con f	erza de ley.
d) La Constit6ción Política, prohíbe extender la a6torización a diversasmaterias: tales como la Nacionalidad, la Ci	dadanía, las Elecciones, el Plebiscito ymaterias comprendidas en las Garantías Constit	cionales o q	e deben ser objeto deLeyes $rgánicas Constit	cionales o de Q	ór	m Calificado. La A	torización tampocopodrá comprender fac	ltades q	e afecten a la organización, atrib	ciones y régimen de
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las f	nciones del Poder J	dicial, del Congreso Nacional, del Trib	nal Constit	cional y dela Contraloría General de la República.La Ley q	e otorga la referida a	torización, señalará las materias precisas sobrelas q	e recaerá la delegación y podrá establecer determinadas limitaciones,restricciones y formalidades q	e se estimen convenientes.A la Contraloría General de la República, corresponderá tomar razón de losDecretos con F	erza de Ley, debiendo rechazarlos c	ando ellos excedan ocontravengan la citada a	torización (Ley Delegatoria de Fac	ltades) o c	ando seancontrarios a la Constit	ción Política. Ante la representación de la Contraloría General dela República, el Presidente de la República, no tendrá la fac	ltad de insistir y en casode no conformarse el Presidente de la República con la representación, deberá remitirlos antecedentes al Trib	nal Constit	cional, dentro del plazo de 10 días, a fin de q	eeste res	elva la controversia (artíc	lo 99, incisos 2º y 3º de la Constit	ción Política).Lo anterior, también p	ede acaecer, tratándose de:i.- UN DECRET$ PR$MULGAT$RI$ de 	na ley o de 	na Reforma Constit	cional, porapartarse del texto aprobado.ii.- DE UN DECRET$ o RES$LUCI$N, contrario a la Constit	ción Política.En todos los casos anteriores, el Presidente de la República, carece de la fac	ltad deinsistencia. Si el Trib	nal Constit	cional, confirma la inconstit	cionalidad representadapor la Contraloría General de la República, no se podrá convertir en ley el proyecto oDecreto con F	erza de Ley de q	e se trate.En caso de tratarse de 	n Decreto S	premo, este q	eda sin efecto de pleno derechocon el solo mérito de la sentencia del Trib	nal Constit	cional.Los Decretos con F	erza de Ley, están sometidos en c	anto a s	 p	blicación,vigencia y efectos a las mismas normas q	e rigen para 	na ley c	alq	iera.
7.2. LOS DECRETOS LEYES.
a) Concepto: son aq	ellos Decretos, q	e, sin a	torización alg	na del Congreso, dictael Poder Ejec	tivo, sobre materias q	e según la Constit	ción Política son propias deley, en sit	aciones de emergencia o grave crisis instit	cional.
b) Constit6cionalidad de los Decretos Leyes: si bien no se encontraban reg	ladosen la Constit	ción Política de 1925 y tampoco en la de 1833, la j	rispr	dencia terminópor aceptarlos, atendiendo para ello al principio de la seg6ridad j6rídica, p	esf	eron n	merosas e importantes las materias reg	ladas por estas normas,especialmente las relativas a la organización estatal y normas laborales, de previsión ysocial.
c) Períodos en q6e se han dictado: en tres períodos de n	estra historia del sigloXX, se han dictado Decretos Ley: 816 entre el 1924 y 1925; 669 entre 1931 y 1932; y3.660 entre el 1973 y 1980.La n	meración de los Decretos Ley, no es progresiva, a diferencia de las leyes.La última ley prom	lgada antes del 11 de septiembre de 1973 f	e la Nº 17.982 y alentrar en vigencia la Constit	ción Política de 1980 se contin	ó con la Nº 17.983.Los Decretos Ley, en consec	encia, tienen la misma f	erza obligatoria de 	naley y solo p	eden ser modificados o derogados por 	na disposición de jerarq	ía legal
8.- INTERPRETACIÓN DE LA LEY.
8.1. Generalidades.

La palabra interpretación admite varias acepciones:
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a) INTERPRETACI$N MERAMENTE C$GN$SCITIVA: como afán de conocimiento, q	e notrasciende más allá de la mente del intérprete, no existe intención de trasmitir lointerpretado. Por ejemplo, la lect	ra personal.b) INTERPRETACI$N REPR$DUCTIVA o REPRESENTATIVA: s	 finalidad es com	nicar aotros el conocimiento q	e se obtiene; disting	imos acá la sig	iente relación: Unaforma original-----> interprete-----> forma expresada, la q	e no seránecesariamente ig	al a la forma original. Por ejemplo, la interpretacion m	sical odramática.c) INTERPRETACI$N N$RMATIVA, persig	e 	na doble finalidad:
·Dar a conocer la forma original, lo q	e implica 	n conocimiento adec	ado de esaforma.
·Reg	lar las cond	ctas de las personas, q	e deben ceñirse al precepto interpretado. Elejemplo clásico, es la interpretacion j	rídica o legal.La INTERPRETACI$N JURIDICA o LEGAL, consiste en la determinación del verdaderosignificado, alcance, sentido o valor de la ley en general, frente a sit	aciones j	rídicasconcretas a q	e dicha ley debe aplicarse. Mediante la interpretación j	rídica se adaptala norma legal a la práctica, a la realidad.Como bien sostiene R	ggiero, no solo se interpretan las normas obsc	ras oambig	as, sino también las q	e presentan 	na redacción clara en s	 apariencia. Lainterpretacion no pres	pone 	na dific	ltad en la inteligencia de la ley.Eq	ivocadamente, se piensa q	e 	n texto legal no req	iere de 	na interpretacionc	ando s	 sentido se capta rapidamente. Sin embargo, toda aplicación de 	na normapor transparente q	e esta sea implica 	na labor intelect	al necesaria para resolver elcaso partic	lar y concreto con la fórm	la general y abstracta dada por el legislador. Porende, res	lta evidente q	e no es posible aplicar la norma sin s	 previa interpretación.Por lo demás, la claridad 	 obsc	ridad de 	na ley es 	n concepto relativo q	eademás p	ede variar con el tiempo, en especial al prom	lgarse normas posterioresq	e reg	lan la misma materia.
8.2. Normas aplicables del Código Civil.

Diversas normas del Codigo Civil reg	lan lo concerniente a la interpretación, tantode la ley, de los testamentos y de los contratos:i.- Artíc	los 19 al 24, en relación a la interpretación de la ley.ii.- Artíc	los 4 y 13, al consagrar el principio de la especialidad.iii.- Artíc	los 25 al 51, q	e definen varias palabras de 	so frec	ente en las leyes.iv.- Artíc	los 1560 al 1566, relativos a la interpretación de los contratos.v.- Artíc	los 1056 al 1069, respecto de la interpretación de las disposicionestestamentarias.
8.3. Hermené6tica legal y sistemas de interpretación.

La Interpretacion J	rídica, q	e se denomina hermene	tica legal, no se realizaarbitrariamente sino de ac	erdo a ciertos principios o líneas directivas. C	ando estasse enc	entran determinadas por el legislador, tenemos 	n sistema de interpretacion“REGLAD$”. De lo contrario, 	no “N$ REGLAD$”.Los Codigos Civiles Chileno e Italiano, adoptan el primer sistema; en cambio, elCódigo Francés y el Alemán adoptan el seg	ndo.Ambos tienen s	s ventajas e inconvenientes. El sistema reglado evita laarbitrariedad, pero amarra al j	ez en c	anto a los medios para indagar el sentido yalcance de la ley. El sistema no reglado, proporciona al j	ez 	n campo más ampliopara realizar s	 investigación, permitiéndole amoldar la ley con mayor facilidad al
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momento q	e se vive, pero p	ede, como contrapartida, prestarse en mayor grado a laarbitrariedad. Frente a esta objección, se arg	menta q	e es difícil q	e tal ab	so seprod	zca, ya q	e existen rec	rsos para reclamar de los agravios.
8.4. Diversas clases de interpretación.

Según de q	ien emane, la interpretación es “DOCTRINAL” o “PRIVADA” o“POR VIA DE AUTORIDAD” o “PUBLICA”.La primera, DOCTRINAL o PRIVADA, es prod	cto de los partic	lares, es laq	e hacen todas las personas, abogados o ci	dadanos en general. No tiene f	erzaobligatoria, descansando s	 a	toridad en la solidez o f	erza del raciocinio y en elprestigio del interprete.Se refiere a ella el Codigo de Procedimiento Civil, en el rec	rso de apelación(art. 228: “Los trib	nales podrán mandar, a petición de parte, informar en derecho”;art. 229: “El término para informar en derecho será el q	e señale el trib	nal y nopodrá exceder de sesenta días, salvo ac	erdo de las partes”; art. 230: “Los informesen derecho, con las firmas del abogado y de la parte o de s	 proc	rador, y elcertificado a q	e se refiere el número 6º del artíc	lo 372 del Código $rgánico deTrib	nales se agregarán a la carpeta electrónica para conocimiento de los ministros”) yen el rec	rso de casación en el fondo (art. 805: “Tratándose de 	n rec	rso de casaciónen el fondo, cada parte podrá presentar por escrito, y a	n impreso, 	n informe enderecho hasta el momento de la vista de la ca	sa”), al fac	ltarse a las partes pararecabar informes en Derecho, los q	e si bien no obligan a la Corte p	eden infl	ir en ladecisión de la misma según el mérito de s	s arg	mentos y el prestigio del a	tor. Porotra parte, el art. 342 del Código Procesal Penal, dispone en s	 letra d) q	e lasentencia deberá contener “Las razones legales o doctrinales q	e sirvieren paracalificar j	rídicamente cada 	no de los hechos y s	s circ	nstancias y para f	ndar elfallo”. Por s	 parte, el art. 66 de la Ley N° 19.968, sobre Trib	nales de Familia,establece en s	 N° 5° q	e las sentencias definitivas deberán también contener “Lasrazones legales y doctrinarias q	e sirvieren para f	ndar el fallo”.La interpretación POR VIA DE AUTORIDAD o PUBLICA, emana de aq	ellaspersonas investidas por la ley con la fac	ltad interpretativa. Es obligatoria y se divideen “INTERPRETACION JUDICIAL” o “INTERPRETACION LEGAL” o“AUTENTICA”.La INTERPRETACION JUDICIAL, es aq	ellas q	e realizan los Trib	nales deJ	sticia y se manifiesta en las sentencias q	e dictan.La INTERPRETACION LEGAL o AUTENTICA, es la q	e realiza el legisladormediante leyes interpretativas.Ambas son obligatorias, pero la J	dicial solo lo es respecto a la ca	sa en q	e sepron	ncia la sentencia (art 3, inciso 2º del Código Civil). La Legal, en cambio, es“generalmente obligatoria” (art 3, inciso 1º del del Código Civil).Si q	eremos dif	ndir la Interpretación J	dicial habrá q	e referirse al precedentepor la vía doctrinal, sin q	e oblig	e al Trib	nal.A las anteriores, se s	ma, la INTERPRETACION ADMINISTRATIVA, es deciraq	ella realizada por ciertos Jefes de Servicio a q	ienes la ley otorga 	na fac	ltadinterpretativa: por ejemplo, el Director del Servicio de Imp	estos Internos, q	ien dictacirc	lares q	e fijan el alcance de 	na ley; también el Director del Trabajo, a través des	s dictámenes sobre materias laborales y previsionales; de ig	al forma, las Circ	lares	 oficios de la S	perintendencia de Bancos e Instit	ciones Financieras o de laS	perintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento.Revisemos 	n ejemplo de esta última clase de interpretación: conforme al art.261 de la Ley N° 20.720, sobre insolvencia y reemprendimiento, las personasnat	rales p	eden iniciar ante la S	perintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento
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	n procedimiento conc	rsal de renegociación. Al hacerlo, conforme al art. 261 de dichaLey, deben acompañar 	na declaración j	rada con 	na lista de s	s obligaciones. En lasolicit	d, además, deben proponer 	na “prop	esta de renegociación de todas s	sobligaciones vigentes”. Ahora bien, a	nq	e el precepto citado no disting	e de q	éobligaciones se trata –de manera q	e en principio serían todas las q	e haya contraídoel de	dor-, la citada S	perintendencia, mediante s	 $ficio Circ	lar N° 4, de fecha 26de enero de 2018, estableció q	e “no podrán ser invocadas como obligacionesvencidas, ni renegociadas en el referido procedimiento”, entre otras, las pensionesalimenticias atrasadas o f	t	ras (de ac	erdo a la Ley N° 14.908) o la compensacióneconómica (de ac	erdo a la Ley N° 19.947) o las obligaciones provenientes de créditoscon aval del Estado (CAE) q	e no sean aún exigibles (de conformidad a la Ley N°20.027). Esta interpretación restrictiva del art. 261 citado, se f	nda en lo disp	esto enel art. 8 de la misma Ley, q	e expresa por s	 parte: “Exigibilidad. Las normascontenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las disposiciones de esta ley. /Aq	ellas materias q	e no estén reg	ladas expresamente por leyes especiales, seregirán s	pletoriamente por las disposiciones de esta ley”.Con todo, debemos advertir q	e la interpretación administrativa sólo obliga alos f	ncionarios encargados de aplicar las normas sobre las c	ales aq	ella recae. Sinembargo, como dichos f	ncionarios aplicarán el precepto legal de q	e se trate en laforma interpretada por la a	toridad administrativa, en la práctica los partic	larestambién ser verán afectados. Con todo, éstos podrán rec	rrir a la j	sticia ordinaria, sidisienten de la interpretación del ente administrativo, p	es la última palabra la tendránlos j	eces.5
8.5. Elementos de la interpretación.

Savigny, disting	e c	atro elementos de la interpretación: GRAMATICAL,L$GIC$, HIST$RIC$ y SISTEMATIC$. No se trata de c	atro clases de interpretación,sino de c	atro operaciones diversas, pero q	e actúan conj	ntamente.
a) ELEMENT$ GRAMATICAL, tiene por objeto la palabra. La interpretación de laspalabras de la ley, debe tener l	gar según las reglas del leng	aje.
b) ELEMENT$ L$GIC$, tiene 	na doble finalidad:
·Por 	na parte, b	sca desentrañar la intención o espírit	 de las leyes para lo c	alinvestiga la “RATI$ LEGIS”, es decir el propósito perseg	ido por la ley, la razón q	ela j	stifica y también la “$CASSI$ LEGIS”, es decir las circ	nstancias partic	laresdel momento histórico q	e determinaron s	 dictación. En esta investigación laratio legis es la más importante, hasta tal p	nto q	e se ha sostenido q	e, si cesala razón de la ley, cesa la ley misma. También se señala q	e p	ede cambiar con eltiempo concibiéndola como “6na f6erza viviente y móvil”; en tal p	nto de vistase basa la interpretación histórico-evol	tiva.
·Por otra parte, el elemento lógico b	sca determinar la armonía y cohesión interior de	na ley, las relaciones lógicas q	e 	nen las diversas partes de 	na ley.
c) ELEMENT$ HIST$RIC$: s	 objeto es indagar el estado del derecho existente sobrela materia al elaborarse o prom	lgarse la ley y el est	dio de los antecedentes q	etomó en c	enta el legislador antes de dictar la ley q	e se trata de interpretar. Elconocimiento de los antecedentes o de la historia fidedigna del establecimiento de laley q	e res	lta del est	dio de los proyectos, actas de las Comisiones Legislativas,
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debates en las Cámaras, exposición de motivos con q	e se acompañaron losproyectos, mensajes, etc., tiene 	n apreciable valor porq	e tras	nta el pensamientodel legislador.
d) ELEMENT$ SISTEMATIC$: se basa en la conexión q	e enlaza a todas lasinstit	ciones j	rídicas y normas en 	na gran entidad. Se trata de ver la relación q	ehay entre la ley interpretada y el conj	nto del ordenamiento j	rídico. Podríamos decirq	e se asemeja al elemento lógico en c	anto a establecer la armonía y coherencia dela ley, pero ahora no entre s	s diversas partes sino en s	 relación con todo elordenamiento j	rídico, y en especial con aq	ellas leyes q	e versan sobre la mismamateria o sobre as	ntos semejantes.
8.6. Especies de interpretación.

Debemos disting	ir entre la INTERPRETACI$N DECLARATIVA, INTERPRETACI$NRESTRICTIVA e INTERPRETACI$N EXTENSIVA, según el res	ltado al q	e cond	zcan.En efecto, si el proceso interpretativo consiste en la investigación de la vol	ntad dellegislador, expresada en 	na form	la q	e p	ede ser adec	ada o inadec	ada, elres	ltado será disímil.
a) INTERPRETACI$N DECLARATIVA: mediante ella se reconoce o constata q	e lafórm	la o los términos literales 	tilizados por la ley, coinciden exactamente con laintención del legislador, vale decir, las palabras de la ley expresan con fidelidad oacierto dicha intención legislativa, dicha ratio legis. Por lo tanto, la interpretación sedenomina “DECLARATIVA” p	es no tiene más q	e manifestar o declarar lo q	e dice laley. Esta interpretación es la q	e normalmente opera. En estos casos, el intérprete nop	ede ni extender ni restringir el alcance de la ley, p	es él claramente lo señala.Así, por ejemplo:i.- C	ando el art. 1896 del Código Civil señala q	e la acción rescisoria por lesiónenorme expira en c	atro años contados desde la fecha del contrato.ii.- Al establecer el art. 1682 del Código Civil, en s	s dos primeros incisos, las ca	salesde n	lidad absol	ta.iii.- Al disponer el art. 1796 del Código Civil q	e no es válida la compraventa entrecóny	ges no separados j	dicialmente.
b) INTERPRETACI$N EXTENSIVA: p	ede oc	rrir q	e las palabras 	tilizadas en la ley,no reflejen exactamente la intención del legislador, en términos tales q	e s	 tenorliteral restrinja dicha vol	ntad legislativa en condiciones no q	eridas o deseadas alprom	lgar la ley. En otras palabras, la ley dice menos o parece abarcar menos de loq	e q	iso decir o abarcar el legislador. Frente a ello, es necesario interpretar la leyextendiendo s	 alcance. Revisemos alg	nos ejemplos:i.- Tratándose del inciso 1° del art. 1464 del Código Civil, respecto de la palabra“enajenación”, la q	e se ha entendido en 	n sentido amplio, q	e abarca tanto latransferencia del dominio de 	na cosa como la constit	ción de 	n gravamen sobre ella,como 	na hipoteca.ii.- En el N° 3 del mismo art. 1464, respecto a la voz “embargadas”, interpretada ensentido extensivo, abarcando no sólo el embargo, propio del j	icio ejec	tivo, sinotambién, por ejemplo, las medidas preca	torias, q	e se decretan en los j	iciosordinarios.iii.- En el art. 138 bis del Código Civil, respecto del c	al se ha criticado q	e se refierasólo a la partición de bienes “hereditarios”, sin q	e haya res	elto la sit	ación de otrascom	nidades en las q	e participe la m	jer. Por analogía, debiera propiciarse la misma
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6 Vodanovic H., Antonio, Derecho Civil. Parte Preliminar y Parte General. Explicaciones basadas en lasversiones de clases de los profesores de la Universidad de Chile Arturo Alessandri R. y Manuel Somarriva U.,redactadas, ampliadas y actualizadas por Antonio Vodanovic H., Santiago de Chile, Ediar ConoS	r Ltda., 5ªedición, 1990, Tomo 1, N° 229, pp. 163.7 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 159 y pp. 191 y 192.

sol	ción, máxime si el art. 2313 somete la división de toda com	nidad a las reglas dela partición de la herencia.iv.- En el art. 2205 del Código Civil, en las normas del m	t	o, se establece q	e “Sep	ede estip	lar intereses en dinero o cosas f	ngibles”. Se ha entendido q	e estanorma no sólo permite pactar intereses en contratos de m	t	os, sino q	e también enotros contratos, como por ejemplo si q	edare 	n saldo de precio en 	n contrato decompraventa.6v.- En el art. 1841 del Código Civil, en las normas de la compraventa. Conforme altenor literal de la ley, sólo se podría citar de evicción al último y al antepenúltimo delos vendedores. Sin embargo, se ha concl	ido por la doctrina y por la j	rispr	dencia,q	e es posible citar de evicción a otros vendedores, sit	ados más atrás en la sec	enciade vendedores.
c) INTERPRETACI$N RESTRICTIVA: a la inversa del caso anterior, p	ede oc	rrir q	elas palabras 	tilizadas en la ley no reflejen con exactit	d la intención del legislador entérminos tales q	e s	 tenor literal extiende en demasía dicha vol	ntad legislativa. Esdecir, la ley dice más de lo q	e pretendió decir el legislador, pareciera invadir zonasq	e el legislador no pretendió tocar o reg	lar. Ante tal concl	sión, es necesariointerpretar la ley en forma restrictiva. Consignamos seg	idamente alg	nos ejemplos:i.- En el artíc	lo 1490 del Código Civil, la voz “enajena” se ha interpretado en s	acepción restrictiva o estricta, referida sólo a transferir el dominio a 	na persona, y noal acto por el c	al sin q	e opere tal transferencia, el d	eño constit	ya 	na prendasobre la cosa m	eble, caso de enajenación en s	 acepción amplia.ii.- En el artíc	lo 1781 del Código Civil, al fac	ltar a los herederos de la m	jer aren	nciar a los gananciales de la sociedad cony	gal, debemos excl	ir entre aq	ellos alvi	do, a pesar de q	e también es heredero de la m	jer.iii.- En el art. 1796 del Código Civil, se establece q	e es n	lo el contrato decompraventa celebrado entre el padre o madre y el hijo s	jeto a patria potestad. Enprincipio, como la norma no disting	e, pareciera q	e debe aplicarse a todacompraventa celebrada entre las personas recién señaladas. Sin embargo, Alessandrisostenía q	e el precepto no incl	ye la compraventa celebrada entre el padre o madre yel hijo q	e a pesar de ser menor de edad, f	ere tit	lar de 	n patrimonio especial,obtenido con s	 trabajo, denominado pec	lio profesional o ind	strial (q	e tiene s	antecedente en el pec	lio castrense del Derecho romano). Incl	so, en 	n fallo de laCorte de Apelaciones de Santiago de fecha 15 de marzo de 2018, a	tos Rol N° 4.080-2017, se concl	ye q	e la hipótesis del art. 1796 no se aplica en el caso q	e el padre–q	e no tenía la patria potestad de s	 hijo-, vendiere 	n inm	eble a dicho hijo (q	eact	ó representado legalmente por s	 madre).

Se ha sostenido q	e en ciertos tipos de leyes, siempre debiera preferirse 	nainterpretación restrictiva. Tales serían: las leyes de excepción, las leyes q	e imponensanciones, las leyes q	e declaran la invalidez de ciertos actos, las leyes q	e establecenincapacidades o inhabilidades, las leyes q	e exigen el c	mplimiento de ciertasformalidades, las leyes q	e establecen limitaciones a las libertades o derechosconstit	cionales, y las leyes q	e establecen cargas públicas.7 En n	estra opinión, entales casos coincidimos q	e jamás debiera dárseles 	na especie interpretaciónextensiva, pero por regla general la especie q	e debiera operar sería la declarativa, yen alg	nos casos, 	na especie de interpretación restrictiva (como en el ejemplo recién
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8 Bello, Andrés, Principios de Derecho Internacional, p. 180, en Obras Completas, Caracas, La Casa de Bello,1981, citado por G	zmán Brito, Alejandro, Las Reglas del “Código Civil” de Chile sobre interpretación de lasleyes, Santiago de Chile, LexisNexis, 2007, p. 192.9 Bello, Andrés, ob. cit., pp. 180 y 181, citado por G	zmán Brito, Alejandro, ob. cit., p. 180.10 G	zmán Brito, Alejandro, ob. cit., p. 181.11 G	zmán Brito, Alejandro, ob. cit., pp. 181 y 182; Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga,Man	el; y Vodanovic H., Antonio, Derecho Civil. Parte Preliminar y Parte General. Explicaciones basadas enlas versiones de clases de los profesores de la Universidad de Chile Arturo Alessandri R. y Manuel SomarrivaU., redactadas, ampliadas y actualizadas por Antonio Vodanovic H., Santiago de Chile, Ediar ConoS	r Ltda.,5ª edición, 1990, Tomo 1, N° 251, pp. 179 y 180.

citado del art. 1796 del Código Civil, respecto de la compraventa entre el padre o lamadre y el hijo no emancipado).Cabe señalar también q	e por expreso mandato de la ley, “Lo favorable 	odioso de 	na disposición no se tomará en c	enta para ampliar o restringir s	interpretación. La extensión q	e deba darse a toda ley, se determinará por s	 gen	inosentido y según las reglas de interpretación precedentes”, según reza el artíc	lo 23 delCódigo Civil.Este artíc	lo tiene 	n f	ndamento histórico, ya q	e en la Edad Media, en elámbito del Derecho canónico, se estableció el principio “Odia restringi et favoresconvenit ampliari”, es decir, al interpretar la ley, lo odioso se restringía y lo favorablese ampliaba. Andrés Bello al	de a esta fórm	la: “En caso de d	da, si se trata de cosasfavorables, es más seg	ro ampliar la significación; y si se trata de cosas odiosas, esmás seg	ro restringirla”.8El propio Bello, proporciona ejemplos de cosas odiosas y favorables: 1° Todo loq	e sin ca	sar 	n gravamen notable a persona alg	na cede en beneficio general de laespecie h	mana, es favorable y lo contrario es odioso; 2° Todo lo q	e atiende a la	tilidad común y a la ig	aldad de las partes, es favorable, y lo contrario es odioso; 3°Todo lo q	e va a m	dar el estado presente haciendo consistir la ganancia de los 	nosen la pérdida de los otros, es odioso; 4° Todo lo q	e contiene 	na pena es odioso; 5°Todo lo q	e propende a in	tilizar 	n pacto y hacerlo il	sorio es odioso; 6° En las cosasq	e participan de lo favorable y de lo odioso, debe compararse el bien con el mal, ymirarse como favorable aq	ello en q	e prepondera el bien, y como odioso locontrario.9Como señala G	zmán Brito, “En la form	lación clásica del antig	o derecho, elprincipio odiosa restringenda favorabilia amplianda sunt recibía aplicación en todocaso, h	biera d	da o no la h	biera, de modo q	e f	ncionaba como regla material derestricción o extensión”.10
Como esto se prestaba para ab	sos, el legislador consideró conveniente abolir,en forma, expresa tal fórm	la.Con todo, si correspondiere aplicar el art. 24 del Código Civil, y específicamenteen el marco del mismo la eq	idad nat	ral, podría oc	rrir q	e en alg	na materia, sepron	ncie 	na sentencia q	e permita restringir lo odioso o ampliar lo favorable. Ello seexplica por la 	bicación del art. 23, y porq	e al rec	rrir a la eq	idad, no es posibleaplicar “las reglas de interpretación precedentes” y no hay norma q	e res	elva lamateria, de manera q	e no se presenta el riesgo de desnat	ralizar s	 “gen	inosentido”.11

8.7. Métodos de interpretación.
Se s	ele disting	ir, por 	na parte, entre el MET$D$ L$GIC$ TRADICI$NAL ypor otra parte, los MET$D$S NUEV$S o M$DERN$S DE INTERPRETACI$N.

a) MET$D$ L$GIC$ TRADICI$NAL.
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12 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 164.13 R	z Lartiga, Gonzalo, Explicaciones de Derecho Civil. Parte General y Acto Jurídico, Tomo 1, Santiago deChile, AbeledoPerrot – LegalP	blishing Chile, 2011, p. 121.14 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 170.15 R	z Lartiga, Gonzalo, ob. cit., pp. 121 y 122.16 R	z Lartiga, Gonzalo, ob. cit., p. 122.17 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 164.

Este método pretende sobre todo indagar acerca de la vol	ntad del legislador almomento de ser redactada y prom	lgada la ley.12
Es propio del positivismo j	rídico en boga en el siglo XIX, del c	al nace laesc	ela EXEGETICA, q	e post	la 	n f	erte apego al texto, 	n c	lto al tenor literal de laley. Se sostiene por esta esc	ela q	e en los códigos está todo el Derecho, aún c	andohayan cambiado las circ	nstancias q	e motivaron la prom	lgación de los mismos.La Interpretación se realiza a través de procedimientos f	ndamentalmentelógicos, sin q	e se permita el arbitrio j	dicial, vale decir, se excl	ye la posibilidad q	eel j	ez adec	e las normas en el tiempo.Se disting	e en este método entre interpretar y aplicar la ley. La interpretacióncorresponde principalmente al legislador y sec	ndariamente al j	ez, q	ien por lodemás deberá hacerlo a partir de normas fijas. En verdad, más q	e la interpretación,lo q	e corresponde al j	ez es la aplicación de la ley. Para este último, ésta es s	misión prioritaria. Prevalece por ende la vol	ntad del legislador, s	 intención, lo q	etrae como consec	encia la omnipotencia de la ley. Los artíc	los 3 y 5 del Código Civil,son 	na manifestación de los principios anteriores.Se f	nda esta teoría en el principio de separación de poderes, q	e se form	la afines del Siglo XVIII. Es por ende el legislador q	ien dicta e interpreta la ley. A s	 vez,el Ejec	tivo y el Poder J	dicial sólo deben aplicarla, no comentarla ni tampocointerpretarla.13 Se s	pone q	e el legislador es sabio, q	e redacta en forma clara yprecisa las normas legales, de manera q	e el j	ez debe limitar s	 tarea a aplicarlas alcaso concreto de q	e esté conociendo. Es el p	eblo q	ien a través del PoderLegislativo, dicta las leyes. El j	ez debe aplicarlas sin desconocer el tenor literal deaq	ellas. Si lo hiciere, atentaría contra los f	ndamentos mismos de la democraciarepresentativa.De esta manera, “… el j	ez debe simplemente ser el aplicador de la decisiónsoberana del poder político, q	e se refleja en la ley. Por ello, el j	ez debe aplicar la leyclara, a	nq	e personalmente le parezca inj	sta. Y si la ley es osc	ra, debe b	scar laintención del legislador en s	 texto, analizando las palabras empleadas (métodoexegético) o indagando en las actas de los órganos políticos en q	e se disc	tió el textolegal”.14
Esta era la teoría en boga en Francia, a la época en q	e entra en vigencia elCódigo Civil francés. De ahí q	e los grandes comentaristas del mismo –comoD	ranton, A	bri et Ra	, Demolombe, Troplong, La	rent, etc.-, adscribirán a estaesc	ela exegética. Para ellos, el legislador es omnipotente e infalible, y la ley ha de serla única f	ente de las decisiones j	rídicas. En síntesis, interpretar consiste en b	scarc	al es la vol	ntad del legislador, manifestada en el tenor literal de la ley.15
La principal crítica a este método, dice relación a q	e “impide toda evol	ción yprogreso del Derecho. Impide q	e el Derecho, a través de 	na interpretaciónprogresiva, p	eda adaptarse a la evol	ción de los tiempos y a los cambios sociales”.16

El método “… cond	ce a la petrificación del Derecho, porq	e, mientras la vida seren	eva constantemente, deja a las normas j	rídicas estáticas en la época de s	nacimiento y, por ende, sin aptit	d para moldear en forma adec	ada las realidadesn	evas”.17

b) MET$D$ HIST$RIC$ EV$LUTIV$.
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18 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 165.19 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 165.20 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 166.21 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 167.22 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., pp. 167 y

Según este método, la ley no debe concebirse como la vol	ntad de s	 a	tor.Una vez dictada, se independiza de q	ien la creó, adq	iere existencia a	tónoma ycomienza a vivir s	 propia vida, c	yo destino es satisfacer 	n presente en constanterenovación. El intérprete esta llamado a hacer c	mplir ese destino, vale decir,respetando la letra de la ley, p	ede atrib	irle 	n significado diverso del originario, q	eresponda a las n	evas necesidades sociales. El principio es el sig	iente: debe darse ala ley, no el sentido q	e t	vo al tiempo de dictarse, sino el q	e p	eda tener almomento de ser aplicada.18
Se s	ele criticar este método, indicándose q	e no señala 	na pa	ta para aj	starel sentido de la ley a los tiempos n	evos, al presente, p	diendo degenerar la operaciónen la arbitrariedad. Además, como el sentido de la ley q	eda s	jeto a los cambios decada época y a las infl	encias del ambiente, la certid	mbre de la ley desaparece y porende la seg	ridad de los partic	lares para realizar s	s negocios j	rídicos.19

c) MET$D$ DE LA LIBRE INVESTIGACI$N CIENTIFICA.Se form	ló por el j	rista francés Francois Geny, en 1899. Este método haceentrar en j	ego la interpretación, solo c	ando hay d	das acerca del sentido de lanorma. Tal sentido se determina de ac	erdo con la intención del legislador q	e revelanlas circ	nstancias dominantes a la época de la dictación de la ley y no a la época de s	aplicación.El intérprete debe reconstit	ir el pensamiento del poder legislativo considerandoel q	e habría tenido el legislador en s	 época, si h	biera conocido las dific	ltades q	ehoy se presentan.Hasta aq	í, hay coincidencia con el MET$D$ L$GIC$ TRADICI$NAL. Ladiscrepancia comienza frente a las obsc	ridades insalvables y los vacíos o lag	nas dela ley. En tales casos, inútil res	lta b	scar 	na intención legislativa q	e no va a existir.El intérprete debe entonces crear la sol	ción adec	ada al caso. La investigación q	erealiza es “LIBRE” y “CIENTIFICA”. LIBRE, porq	e la investigación se enc	entras	straída a la a	toridad positiva de las F	entes Formales del Derecho, como son la leyy la cost	mbre. CIENTIFICA, porq	e se apoya en elementos objetivos q	e sólo laciencia p	ede revelar (la historia, la sociología, la psicología, la economía, etc.). De talforma, el plano científico estaría representado por las f	entes materiales o reales delderecho, mientras q	e las f	entes formales, corresponderían a 	n plano técnico.En consec	encia, las F	entes Materiales, deben prevalecer sobre las f	entesFormales, en caso de osc	ridad o a	sencia de la ley, como la ciencia prevalece sobre latécnica.20

d) MET$D$ P$SITIV$ TELE$L$GIC$.Prop	esto por R	dolph Von Ihering. Según este método, las normas j	rídicastienen 	n fin práctico y este es el q	e debe indagar el intérprete y no la vol	ntad ointención del legislador, q	e es s	bjetiva y p	ede no coincidir con aq	el fin.21
Dos críticas f	ndamentales se hacen a este método:i.- Se sostiene q	e el defecto de este método, consiste en s	poner q	e cada ley tiene	n fin práctico, propio, único, c	ando en realidad tanto la norma legal como lacond	cta por ella reg	lada s	pone 	na cadena de múltiples fines s	cesivamenteartic	lados.ii.- Los fines p	eden entenderse de manera contradictoria y s	 apreciación llevar a laarbitrariedad.22
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168.23 D	cci Claro, Carlos, Derecho Civil. Parte General, Santiago de Chile, Editorial J	rídica de Chile, 1984, 2ªedición, p. 77.24 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 169.

e) ESCUELA DEL DERECH$ LIBRE.S	s planteamientos f	eron elaborados por Germán Kantorowicz. Sostiene estea	tor q	e frente al Derecho estatal, manifestado en la ley, existe 	n Derecho libre, q	ep	ede o no ser coincidente con el primero. La j	rispr	dencia no p	ede basarseexcl	sivamente en el Derecho estatal. La ciencia del Derecho posee f	erza creadora,de manera q	e la j	rispr	dencia no será n	nca mera servidora de la ley.Para esta doctrina, las primeras f	entes del Derecho no son las del Estado 	oficiales, llamadas f	entes formales (ley y cost	mbre), sino las reales, constit	idas porhechos q	e se generan en la realidad social, sea en toda ésta o en aq	ellos gr	pos enq	e la sociedad se divide.23
A diferencia del j	ez s	bordinado a la ley, como se observa de los post	ladosdel método exegético, en la esc	ela del Derecho libre, el j	ez deviene protagonista. S	f	nción no sólo es interpretar y aplicar, sino en definitiva crear Derecho.De esta manera, el j	ez debe prescindir de la ley en dos casos: c	ando s	 textono es claro, y c	ando adq	iere la convicción de q	e el legislador no habría res	elto elact	al conflicto en el sentido q	e form	la la ley. Ante estas sit	aciones, el j	ez debegozar de toda la libertad posible para form	lar 	na sol	ción al problema de q	econoce.Pero dentro de esta corriente, hay dos posiciones, c	ando el sentido de la ley esclaro:i.- Para alg	nos, el j	ez está a	torizado para desentenderse de la ley, c	ando lasf	entes reales –s	bs	elo de las f	entes formales-, llevan a 	na sol	ción distinta deaq	ella contemplada en la ley.ii.- Para otros, el j	ez debe respetar la letra de la ley, acomodando a ella el sentidoq	e fl	ye de la eq	idad, de la realidad social, del sentimiento j	rídico general opersonal.24

f) TE$RIA DE LA INTERPRETACI$N DE R$DRIGUEZ GREZ.Exp	esta en s	 obra Teoría de la interpretación Jurídica, la denomina“CREACI$NISTA”. Para este a	tor, es el interprete el q	e va creando y recreando lasreglas de cond	cta q	e organizan la vida civil en 	na trama constante e ininterr	mpidaa lo largo del tiempo. La norma j	rídica -general y abstracta- no es más q	e la f	entede la c	al s	rge “el derecho q	e nos afecta”.En c	anto la norma j	rídica no se realiza espontáneamente, ella deviene en lageneración de 	na regla partic	lar forjada por el j	ez, la a	toridad administrativa o lospartic	lares, a través del proceso de aplicación del derecho, q	e se trad	ce en lainterpretación (formal y s	stancial) de las normas j	rídicas. De este modo, las normasgenerales y abstractas se extienden, gracias a la tarea creativa del intérprete,mediante el forjamiento de “reglas partic	lares” q	e nacen en el marco de aq	éllas yq	e hacen posible q	e la reg	lación j	rídica c	bra todo el complejo tejido social.Como es nat	ral, en esta concepción la norma j	rídica tiene vida, vol	ntad ysentidos propios, independientemente del legislador (de q	ien la creó), de s	erte q	eel intérprete p	ede, al aplicarla, extraer concl	siones m	y diversas, atendidos losvalores y preferencias q	e gravitan en cada época.De los q	e se trata es adec	ar el derecho a las necesidades y principios moralesq	e imperan en la sociedad contemporánea, aún a costo de sacrificar “la letra de ley”,especie de deidad, a la c	al m	chos j	ristas rindieron constante acatamiento.
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La norma j	rídica no p	ede asentarse sino en los valores éticos q	e constit	yenen el fondo, la base de todo mandamiento normativo.
8.8. Interpretación pública o por vía de a6toridad.
a) INTERPRETACION JUDICIAL.
a.1) QUIEN LA REALIZA: es la q	e emana de las sentencias de los Trib	nales. S	f	erza obligatoria sólo alcanza a los litigantes y ni siq	iera obliga a f	t	ro al j	ez q	edictó el fallo, q	ien podrá, en casos análogos, resolver en forma diversa.
a.2.) FASES QUE LA INTEGRAN: el j	ez tiene 	n doble rol: INTERPRETAR Y APLICAR LALEY. Para llevarlo a cabo en cada caso concreto debe:
·PRIMER$: INTERPRETAR, fase q	e a s	 vez se descompone en dos etapas:i.- C$N$CE, vale decir, a partir de los hechos, selecciona la ley aplicable al casoconcreto.ii.- JUZGA, o sea desentraña el verdadero sentido y alcance de la ley, combina oconj	ga la hipótesis general y concreta, extrayendo las consec	encias j	rídicas.
·SEGUND$: APLICAR LA LEY, fase q	e se trad	ce en la dictación de las sentencias.Se trata de 	n proceso complejo, en el c	al el j	ez sig	e 	n conj	nto de pasoslógicos.
a.3) ELEMENT$S QUE INTEGRAN LA INTERPRETACI$N JUDICIAL.En dicho proceso interpretativo deben conc	rrir cop	lativa y armónicamente 	nconj	nto de normas y elementos:i.- Todos los elementos de interpretación (gramatical, lógico, histórico y sistemático);ii.- El Principio de la Especialidad (art. 4 y 13 del Código Civil);iii.- Determinación de la especie de la interpretación aplicable: Declarativa, Extensiva oRestrictiva;iv.- Aplicación de diversas reglas practicas de interpretación, por ejemplo, a fortiori, acontrario sens	, de distinción, etc.;v.- Rec	rrir al espírit	 general de la legislación y a la eq	idad nat	ral. El espírit	general corresponde a los fines de la ley. Ahora bien, para alcanzar dichos fines, lasentencia debe f	ndarse en los principios f	ndamentales q	e informan el Código Civil,en los q	e se expresan tales fines, a los c	ales ya hicimos referencia. Nos referiremosa la eq	idad más adelante.
b) Interpretación legal o a6téntica.
b.1.) Concepto.Es la realizada por medio de 	na ley. Es el propio legislador q	ien señala elsentido en q	e debe entenderse 	na ley. Las leyes Interpretativas contienen 	nadeclaración acerca del sentido de 	na ley c	ya interpretación se presta a d	das.Al decir cómo debe entenderse la ley interpretada, el legislador se limita areiterar s	 vol	ntad original o primitiva, sin hacer 	na n	eva declaración de vol	ntad.En otras palabras, para q	e 	na ley p	eda calificarse realmente de interpretativa, debelimitarse a declarar el sentido de otra ley precedente, p	es si contiene normas n	evas,no se le p	ede atrib	ir tal nat	raleza. Poco importa en todo caso, q	e la leyinterpretativa declare explícitamente s	 carácter interpretativo, a	nq	e lo normal seráq	e así se haga.Por 	na ficción legal se s	pone q	e la Ley Interpretativa forma “	n solo c	erpocon la Ley Interpretada”; se entiende incorporada en ésta (art. 9 Código Civil). Esto
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significa q	e la ley interpretativa debe aplicarse desde la fecha en q	e entró envigencia la ley interpretada. Para todos los efectos, se considera q	e la leyinterpretativa es 	na sola con la ley interpretada.Veamos alg	nos ejemplos de leyes interpretativas:i.- En el proceso de la “Reforma Agraria” imp	lsado en Chile en los años 60 y 70 delsiglo pasado, los asignatarios favorecidos con inm	ebles expropiados, recibían dospredios: la parcela o h	erto, destinada a c	ltivarse, por 	na parte, y el sitio y casadestinado a la habitación del asignatario y s	 familia. Adicionalmente, los asignatariosadq	irían también derechos sobre ciertos “bienes com	nes”. Estos inm	ebles yderechos q	edaban s	jetos a la reg	lación de los Decretos Leyes N° 3.262 y 3.516,ambos del año 1980. Ahora bien, se desprendía de estos c	erpos de rango legal q	elos asignatarios –c	mpliéndose ciertos req	isitos-, podían enajenar los predios q	ehabían recibido en dominio. Sin embargo, lo q	e no res	ltaba claro era si podíanenajenarlos por separado, es decir, sólo la parcela o h	erto, o sólo el sitio y casa, y siera también posible enajenar los derechos sobre los bienes com	nes. A s	 vez, si laresp	esta f	ere afirmativa, tampoco aclaraban estos c	erpos legales q	ién deberíacontin	ar con la “de	da fiscal” originada por la asignación de los predios, si el d	eñode la parcela o h	erto, o si el d	eño del sitio y casa. La c	estión se resolvió mediantela Ley N° 18.658, de 30 de septiembre de 1987, q	e disp	so en s	 art. 5°: “Declárase,interpretando lo disp	esto en el artíc	lo 5° del decreto ley N° 3.516, de 1980, q	e losadq	irentes de aq	ellos predios a q	e se refiere el decreto ley N° 3.262, de 1980, hanpodido y p	eden enajenar independientemente de la parcela o h	erto el sitio y casacomprendidos en la asignación original, siempre q	e éstos no formen 	n todo físico condichos inm	ebles y fig	ren separadamente, con deslindes especiales, en el acta deasignación. Asimismo, estos adq	irentes podrán enajenar s	s derechos sobre losbienes com	nes incl	idos en la asignación. / En tales casos no se aplicará loprecept	ado en el artíc	lo 1° del decreto ley N° 3.262, de 1980, y toda la de	da fiscalgravará excl	sivamente la parcela o h	erto”.ii.- El inc. 4° del art. 1 del Código del Trabajo, establece q	e “Los trabajadores q	epresten servicios en los oficios de notarías, archiveros o conservadores se regirán porlas normas de este código”. Se originaron d	das, sin embargo, en c	anto a si lodeclarado por dicho inciso implicaba q	e se les aplicaba todas las normas del al	didoCódigo o sólo alg	nas de ellas. La c	estión f	e aclarada por el art. 2 de la Ley N°19.945, p	blicada en el Diario $ficial con fecha 22 de mayo de 2004, q	e dispone:“Declárase interpretando el inciso c	arto del artíc	lo 1° del Código del Trabajo en elsig	iente sentido: El inciso c	arto del artíc	lo 1° del Código del Trabajo en c	antoseñala q	e “Los trabajadores q	e presten servicios en los oficios de notarías,archiveros o conservadores se regirán por las normas de este código”, debeinterpretarse y aplicarse de forma tal q	e la totalidad del estat	to laboral, en todas s	smanifestaciones y expresiones, q	e emana del Código del Trabajo y leyescomplementarias, res	lte aplicable a los trabajadores q	e laboran en los oficios denotarías, archiveros o conservadores”.
b.2) Iniciativa de la interpretación a	téntica.El legislador p	ede dictar 	na ley interpretativa, c	ando lo estime conveniente,por iniciativa propia, a insin	ación de los partic	lares o de los Trib	nales. En esteúltimo caso, aplicando el mecanismo contemplado en el art. 5 del C.C. y art. 102 delC.$.T. En tal sentido, es 	na obligación de la Corte S	prema y de las Cortes deApelaciones, en el mes de marzo de cada año, al ina	g	rarse el año j	dicial, darc	enta al Presidente de la República de las d	das y dific	ltades presentadas en lainterpretación y aplicación de las leyes y de los vacíos q	e noten en ellas. Esta fac	ltady obligación no se ha ejercido con la frec	encia deseable.
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Los partic	lares, por s	 parte, p	eden pedir la prom	lgación de 	na leyinterpretativa con arreglo al derecho de petición consagrado en el art. 19 Nº 14 de laConstit	ción Política. En todo caso el legislador es soberano para atender o no a estasinsin	aciones o peticiones.
b.3) Alcance de la interpretación legal.La interpretación a	téntica es la q	e tiene 	n alcance más amplio, comoacontece con los efectos generales de toda ley (art. 3 Código Civil). En este aspecto,se diferencian del alcance relativo de la interpretación j	dicial, restringido al litigio enel c	al se dicta la sentencia.
b.4) La retroactividad y las leyes interpretativas.En el Derecho Chileno, se dice q	e las leyes interpretativas no p	edenestimarse retroactivas. En efecto, para q	e el problema de la retroactividad s	rja, esnecesario q	e existan dos leyes, de diferentes fechas, q	e reg	lan lo mismo.Tratándose de leyes interpretativas, esto no oc	rre, porq	e de ac	erdo al art. 9 inc. 2del Código Civil, se entienden incorporadas en la ley interpretada, formando con esta	na sola ley.En la práctica, sin embargo, la ley interpretativa, desde el momento q	e seaplica a sit	aciones j	rídicas oc	rridas con anterioridad a s	 prom	lgación, tieneefectos retroactivos.
b.5) Limitaciones de la ley interpretativa.La ficción q	e s	pone q	e la ley interpretativa forma 	n solo todo con la leyinterpretada, tiene límites, sin embargo. Ellos son:i.- La Ley Interpretativa no p	ede afectar en manera alg	na los efectos de lassentencias j	diciales ejec	toriadas en el tiempo intermedio (art. 9, inc. 2º del CódigoCivil) Cabe precisar q	e si en el momento de dictarse la ley interpretativa, el litigio seenc	entra pendiente, se fallará conforme a las disposiciones de la ley interpretativa,porq	e la excepción sólo rige tratándose de sentencias ejec	toriadas, es decir aq	ellascontra las c	ales ya no proceden rec	rsos y c	yo efecto es prod	cir la cosa j	zgada.ii.- Las leyes interpretativas tampoco p	eden afectar las transacciones celebradas en eltiempo intermedio q	e va desde la ley interpretada a la ley interpretativa, p	es estoscontratos se eq	iparan en s	s efectos a las sentencias (art. 2460 del Código Civil)iii.- La última limitación dice relación, con el efecto retroactivo de las leyesinterpretativas q	e en los hechos se prod	ce, como ya se indicó. Al respecto, estaretroactividad no p	ede afectar las Garantías Constit	cionales. En materia Civil 	na leyinterpretativa no p	ede transgredir la Garantía Constit	cional del Derecho dePropiedad contenida en el art. 19, n	meral 24 de la Constit	ción Política. En materiaPenal, la limitación proviene del art. 19, n	meral 3, inc. 8, de la Constit	ción, q	eestablece el Principio de la Legalidad, consagrado en los sig	ientes términos: “ningúndelito se castigará con otra pena q	e la q	e señale 	na ley prom	lgada conanterioridad a s	 perpetración, a menos q	e 	na n	eva ley favorezca al afectado”.
8.9. ELEMENTOS DE INTERPRETACION DE LAS LEYES ESTABLECIDOS EN ELCODIGO CIVIL.
a) Elemento gramatical.Dispone el art. 19, inc. 1 del Código Civil: “C	ando el sentido de la ley es claro,no se desatenderá s	 tenor literal, a pretexto de cons	ltar s	 espírit	.”En 	na primera lect	ra y de ac	erdo a los post	lados de la Esc	ela Exegética,prevalece por sobre c	alq	iera otra consideración el tenor literal de la ley. Cabeobservar sin embargo q	e la norma citada exige q	e el sentido de la ley sea claro,
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como pres	p	esto para atenerse al tenor literal de la misma. Habría q	e determinarentonces c	ál es el sentido de la ley, antes de rec	rrir al tenor literal, a	nq	e esteparezca ineq	ívoco. Esta idea se reafirma en el art. 22, inc. 1º y en el art. 23 delCódigo Civil, preceptos en los c	ales también el legislador se refiere al sentido de laley. Rebatiendo los principios de la Esc	ela Exegética, Carlos D	cci sostiene q	e elsentido debe entenderse como la correspondencia o armonía entre la norma generalq	e se trata de aplicar y las condiciones concretas del caso partic	lar, de modo q	e seobtenga 	na sol	ción de eq	idad, es decir lo q	e llama “JUSTICIA C$NCRETA”. Sereafirma lo anterior, teniendo presente q	e los trib	nales son de j	sticia y nop	ramente de Derecho.Por otra parte, incl	so q	ienes sig	en la Esc	ela Exegética, admiten q	e paraestimar claro el sentido de la ley no basta q	e la parte cons	ltada de esa ley estéredactada en términos q	e no provoq	en d	das; también es menester q	e no existaotro precepto q	e lo contradiga, porq	e de haberlo el sentido de la ley no será claro,ya q	e este debe res	ltar del conj	nto de las disposiciones q	e tratan de la mismamateria y no de 	na ley o disposición de 	na ley considerada aisladamente.Por tanto, el sentido de la ley es claro c	ando el alcance de la disposición legalse entiende por s	 sola lect	ra:i.- Sea porq	e al aplicarse al caso concreto prod	ce 	n efecto racional y j	sto, 	na“sol	ción de eq	idad”;ii.- Sea porq	e considerada aisladamente de las demás leyes no origina d	das;iii.- Sea porq	e relacionada con ellas no denota discordancias.Por lo demás, la claridad de la ley p	ede ser 	n concepto relativo. Una normaq	e no provoca d	das al tiempo de prom	lgarse p	ede originarlos desp	és pordiversas circ	nstancias. De ig	al forma, las leyes q	e parecen claras en s	 textoabstracto, p	eden tornarse obsc	ras al confrontarlas con hechos reales.Ahora bien, el sentido de la ley será diverso, según las palabras 	tilizadas por ellegislador. Al respecto, se debe disting	ir entre el SENTID$ NATURAL Y $BVI$, ELSENTID$ LEGAL y EL SENTID$ TECNIC$.i.- SENTID$ NATURAL Y $BVI$, art. 20, primera parte: “Las palabras de la ley seentenderán en s	 sentido nat	ral y obvio, según el 	so general de las mismaspalabras;” Se trata del sentido q	e corresponde al 6so general de las palabras.Consiste en la regla general, la forma más 	s	al para interpretar 	na palabra. Sentidonat	ral y obvio, ha dicho la j	rispr	dencia, es aq	él q	e da a las palabras elDiccionario de la Real Academia de la Leng	a Española. Se interpretan según s	sentido nat	ral y obvio todas aq	ellas palabras q	e sin entenderse como técnicas, ellegislador tampoco las ha definido. Alg	nos a	tores, sig	iendo post	lados masmodernos, sostienen q	e para b	scar el sentido nat	ral y obvio de las palabras masq	e atenerse al diccionario citado, hay q	e atender al 	so general q	e le da a 	napalabra la com	nidad, considerando las m	danzas o m	taciones q	e experimenta elleng	aje.ii.- SENTID$ LEGAL, art. 20 seg	nda parte: “pero c	ando el legislador las hayadefinido expresamente para ciertas materias, se les dará en éstas s	 significado legal.”Se interpretan en tal sentido las palabras, c	ando el legislador las ha definido. Así, porejemplo, en los arts. 25 al 51 del Código Civil, “Definición de varias palabras de 	sofrec	ente en las leyes”. El sentido legal prevalece sobre el sentido nat	ral y obvio.iii.- SENTID$ TECNIC$, art. 21: “Las palabras técnicas de toda ciencia o arte setomarán en el sentido q	e les den los q	e profesan la misma ciencia o arte, a menosq	e aparezca claramente q	e se han tomado en sentido diverso”. Se refieren a laspalabras técnicas de toda ciencia o arte. El significado a	téntico de los vocablos de 	naciencia o arte solo lo p	eden dar las personas q	e se consagran a esas disciplinas. Poreso es lógico pres	mir q	e el mismo alcance o significado les ha dado el legislador.
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Con todo, 	na palabra técnica p	ede ser empleada impropiamente en 	na ley o con 	nsentido diverso al estrictamente técnico; por ejemplo, la palabra “demente”, en el art.1447, la q	e no está 	tilizada en s	 sentido técnico, p	es en psiq	iatría se denominaasí al q	e s	fre 	n proceso de pérdida de s	s fac	ltades psíq	icas, especialmente lainteligencia, por ca	sas sobrevenidas en el c	rso de s	 vida. La expresión nocomprende por ende, en s	 sentido técnico, a los q	e s	fren pert	rbaciones mentalescongénitas. No cabe d	da sin embargo, q	e la ley pretende comprenderlos bajo elvocablo demente, así como a c	alq	iera q	e padece trastornos graves y permanentes.C	ando tal oc	rre, debemos interpretar la expresión en 	n sentido nat	ral y obvio o en	n sentido legal, según corresponda.En res	men, los sentidos recién en	nciados deben preferir entre sí conforme alsig	iente orden:i.- En primer l	gar, el sentido legal.ii.- En seg	ndo l	gar, a falta de definición legal, se aplicará el sentido técnico.iii.- Finalmente, a falta de los dos anteriores, se rec	rrirá al sentido nat	ral.
b) Elemento lógico.Está contemplado en el art. 19, inc. 2 y en el art. 22, inc. 1, del Código Civil.Dichas normas corresponden a dos aspectos de este elemento. Uno, dice relación alespírit	 de la ley; el otro, a la coherencia interna de la norma.Dispone el art. 19, inc. 2, q	e se p	ede, para interpretar 	na expresión obsc	rade la ley, rec	rrir a s	 intención o espírit	, claramente manifestados en ella misma. Seatiende por tanto a la finalidad perseg	ida por el legislador, o sea la RATI$ LEGIS.Por s	 parte, el art. 22, inc. 1, establece q	e el contexto de la ley servirá parail	strar el sentido de cada 	na de s	s partes, de manera q	e haya entre todas ellas ladebida correspondencia y armonía. Se refiere por ende esta norma, a la lógicacorrelación formal y de fondo q	e debe existir en toda ley.
c) Elemento histórico.Dispone el art. 19, inc. 2, q	e se p	ede, para interpretar 	na expresión obsc	rade la ley, rec	rrir a la historia fidedigna de s	 establecimiento. La investigación seretrotrae a las circ	nstancias coetáneas, a la tramitación de la ley, atendiendo tanto alas circ	nstancias “extraj	rídicas” (f	entes materiales) como a los trámitesconstit	cionales necesarios para s	 aprobación y prom	lgación (iniciativa, disc	sión,indicación, etc., de todo lo c	al q	eda constancia en las actas respectivas).
d) Elemento sistemático.Al	de a este elemento el art. 22, inc. 2, q	e dispone: “Los pasajes obsc	ros de	na ley p	eden ser il	strados por medio de otras leyes, partic	larmente si versansobre el mismo as	nto”.Se deben c	mplir aq	í los sig	ientes pres	p	estos:i.- Debe existir 	n precepto legal destinado a interpretarse.ii.- Dicho precepto legal debe contener “pasajes obsc	ros”.iii.- Debe existir otra ley 	 otras leyes, q	e versen sobre el mismo as	nto.iv.- Los pasajes obsc	ros de la primera, se salvarán aplicando la sol	ción contenida enlas otras leyes.Se trata de la proyección del elemento lógico, pero ahora mas allá de 	na ley.Es la correspondencia y armonía entre las leyes y no sólo entre las disposiciones de	na misma ley.La ley, será interpretada rec	rriendo al sentido de otras leyes, q	e contenganelementos semejantes, desde el momento q	e versan sobre la misma materia. La leyobsc	ra y las otras leyes a las q	e se rec	rre para interpretar la primera, debenresponder a 	n mismo principio informador, orientador.
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25 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 183.26 D	cci Claro, Carlos, Derecho Civil. Parte General, Santiago de Chile, Editorial J	rídica de Chile, 1984, 2ªedición, p. 85.27 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 190.

Como p	ede observarse, la analogía como elemento de interpretación de 	naley, está permitida en el citado art. 22, inc. 2°.La analogía, según veremos, también p	ede emplearse c	ando no hay ley q	ese refiera a cierta materia o determinado as	nto. En este último caso, operaráenc	adrada en la eq	idad nat	ral.La diferencia entre 	n caso y otro de 	so de analogía, es q	e en el primero,ésta c	mple efectivamente 	na f	nción interpretativa, mientras q	e en el seg	ndo, s	f	nción es más bien integradora.Como expresa Hernán Corral, “Como se trata del 	so de la analogía parainterpretar 	na ley, se habla de analogía legis, q	e se disting	e de la analogía iuris,empleada para b	scar reglas q	e colmen las lag	nas del ordenamiento j	rídico como	n todo…”.25

e) Espírit6 general de la legislación.
Al	de el Código Civil a este “espírit	 general de la legislación” en el artíc	lo 24,q	e dispone: “En los casos a q	e no p	dieren aplicarse las reglas de interpretaciónprecedentes, se interpretarán los pasajes obsc	ros o contradictorios del modo q	e másconforme parezca al espírit	 general de la legislación y a la eq	idad nat	ral”.Conforme al en	nciado inicial del precepto, el j	ez debe rec	rrir al “espírit	general de la legislación” siempre q	e se den los sig	ientes pres	p	estos:i.- C	ando no p	edan aplicarse las reglas de interpretación contempladas en los arts.19 a 23.ii.- C	ando el precepto legal q	e debe interpretarse, tenga pasajes obsc	ros ocontradictorios.Considerando el primer pres	p	esto, se trataría por ende de 	n elemento deinterpretación aparentemente s	pletorio. Así se entendió por n	estra doctrina másantig	a. La doctrina más reciente, sin embargo, ha rebatido esta aplicación meramentes	bsidiaria.En efecto, Carlos D	cci afirma q	e la frase inicial del precepto “no significa q	ese trate sólo de elementos s	pletorios de interpretación”, a	nq	e no da mayoresrazones para f	ndar s	 aserto.26
Hernán Corral, por s	 parte, señala dos arg	mentos para concl	ir q	e se tratade 	na s	bsidiariedad “relativa”, y no “absol	ta”:i.- La labor hermené	tica debe ser integral. No parece q	e sea posible –agrega-,realizar el análisis de la ratio de la norma sin considerar si ella cond	ce a 	n res	ltadode abierta ineq	idad o contrario a los principios generales de la legislación.ii.- Además, este a	tor interpreta la frase “… en los casos a q	e no p	dieren aplicarselas reglas de interpretación precedentes…”, en el sentido de q	e se trata de 	nas	bsidiariedad relativa, en c	anto la ley no permite interpretar 	na ley sólo mediantela eq	idad y el espírit	 general de la legislación, prescindiendo de las demás reglas deinterpretación. Entendemos entonces este arg	mento, en el sentido de q	e si dichasreglas de interpretación contenidas en los arts. 19 a 23 no permiten determinar elsentido de la ley, se podrán complementar con la eq	idad nat	ral y el espírit	 generalde la legislación.27
Dicho “espírit	 general de la legislación”, corresponde a los fines más esencialesq	e la ley persig	e. A diferencia de lo expresado respecto del elemento lógico, ahoraya no se trata de la razón y de la finalidad específica o partic	lar de 	na ley, sino q	ese trata de identificar los fines generales de la legislación.
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28 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 79.29 Expresa al efecto Alejandro G	zmán Brito: “Se tendrá presente q	e no es posible identificar sin más el‘espírit	 general’ con los ‘principios generales del Derecho’, q	e sig	en siendo objetivos y no razones ofinalidades adoptadas. No bien q	e en ciertos casos el espírit	 de la ley p	eda consistir en insertar 	nprincipio general, y q	e, en otro, a partir de las razones de la legislación se p	eda constr	ir 	n principio,debe, con todo, mantenerse rig	rosamente la distinción concept	al entre ambas nociones”: G	zmán Brito,Alejandro, Las Reglas del “Código Civil” de Chile sobre interpretación de las leyes, Santiago de Chile,LexisNexis, 2007, p. 192.30 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 78.31 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 78.

Ahora bien, todo el sistema j	rídico, está basado en principios generales of	ndamentales, q	e son com	nes, q	e como 	n todo tras	ntan el espírit	 general de lalegislación. Así, por ejemplo: la a	tonomía de la vol	ntad, la propiedad, la b	ena fe, laig	aldad ante la ley, la sanción al enriq	ecimiento sin ca	sa, la responsabilidad, etc.Como señala el profesor Corral, “El art. 24 del Código Civil no se refiereexpresamente a los principios j	rídicos, sino al ‘espírit	 general de la legislación’, perolos a	tores y la j	rispr	dencia han entendido q	e en esa expresión q	edanperfectamente identificados, tanto los llamados principios intrasistémicos (q	e sederivan de las normas legisladas) como los extrasistémicos (q	e informan desde f	eraese espírit	 y lo hacen general)”.28
De esta manera, los fines generales de la legislación, las razones q	e hanllevado al legislador a dictar las leyes, se p	eden a s	 vez sistematizar en los principiosf	ndamentales de n	estro ordenamiento j	rídico civil. L	ego, en 	n tercer nivel, estosprincipios, en s	 derivación más concreta, se manifiestan en ciertas normas j	rídicas.Por ende, la relación sería:1° Fines generales o razones generales de la legislación, q	e corresponden a s	“espírit	 general”.2° Principios f	ndamentales en q	e es posible sistematizar tales fines generales.Al	dimos aq	í a los llamados principios intrasistémicos, q	e dimanan del espírit	general de la legislación.3° Normas j	rídicas en las q	e se manifiestan dichos principios f	ndamentales.No se trata de sostener q	e el “espírit	 general” de la legislación sea 	nomismo con los “principios f	ndamentales” de carácter “intrasistémicos”. Creemos q	eel primero es f	ente de los seg	ndos.29
Hernán Corral explica este distingo entre los principios intrasistémicos yextrasistémicos: “Los intrasistémicos son aq	ellos q	e pertenecen a 	n determinadoordenamiento j	rídico, y q	e se extraen por 	n proceso de ind	cción de las normaspartic	lares q	e existen en ese sistema legal. En el fondo son como súper reglas q	ese derivan de la existencia de normas positivas presentes y vigentes en el sistema q	e,sin en	nciar el principio, lo manifiestan mediante aplicaciones partic	lares. Estosprincipios p	eden variar de 	n derecho a otro”. A s	 vez, “son extrasistemáticos losprincipios q	e no se ded	cen de las normas internas, sino q	e actúan desde f	era delsistema, como criterios normativos q	e informan, organizan y legitiman las normaspositivas del sistema. Por ejemplo, el principio de la dignidad h	mana o de la ig	aldadante la ley, no son principios q	e deban s	 existencia a la presencia de normas q	e losmanifiesten en el sistema, sino q	e son necesarios para q	e el sistema j	rídicos	bsista como tal y c	mpla s	 misión propia”.30
El profesor Corral vinc	la seg	idamente los principios extrasistémicos con latradición del Derecho nat	ral, a	nq	e aclara q	e no son coincidentes. Agrega q	e “Losprincipios j	rídicos han sido ya de alg	na manera positivizados (por la doctrina, laj	rispr	dencia, la c	lt	ra j	rídica 	niversal) y, dependen en s	 aplicación, de 	na redde relaciones internas. Sólo alg	nas más f	ndamentales, los q	e tienen q	e ver conderechos absol	tos del hombre deben ser considerados insoslayables”.31
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32 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., Tomo 1, N°249, p. 177.33 Cabe advertir, sin embargo, q	e en alg	nos casos, la palabra “eq	itativo” no se emplea en el Código Civilcomo aq	ello q	e res	lta de act	ar conforme a la eq	idad, sino q	e más bien como eq	ivalente el precioj	sto de 	na cosa. Así oc	rre en los arts. 1106 y 1997 del Código Civil.

Por n	estra parte, creemos q	e aún aq	ellos principios q	e se han llamadoextrasistémicos, se enc	entran manifestados en normas positivas. Desde ya, apropósito de los dos ejemplos proporcionados por el profesor Corral, valga señalar q	eambos están consagrados en las normas de n	estra Constit	ción Política (arts. 1 y 5,inc. 2°, por lo pronto).Sí concordamos en q	e no todos los principios j	rídicos tienen la mismajerarq	ía. Ciertamente, los hay q	e perfectamente p	eden m	tar y no por ello secomprometerán derechos esenciales. Pero los hay otros, como los dos mencionados enel ejemplo, q	e son inherentes a la nat	raleza h	mana, y q	e jamás podríadesconocer 	n ordenamiento j	rídico. Por ello, post	lamos la sig	iente concl	sión: losllamados principios extrasistémicos, están por sobre el event	al y contingente espírit	general de la legislación. Este no p	ede contrariar los primeros, p	es derivan de lapropia nat	raleza h	mana y de s	s derechos más esenciales. En cambio, los llamadosprincipios intrasistémicos, derivan del espírit	 general de la legislación. El legisladornacional, en cada caso, p	ede ir moldeándolos y s	stit	yéndolos, sin q	e en este casose enc	entre s	bordinado por principios de rango s	perior. Nos parece q	e el inc. 2°del art. 5 de la Constit	ción Política responde a este distingo f	ndamental, al expresar:“El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechosesenciales q	e emanan de la nat	raleza h	mana. Es deber de los órganos del Estadorespetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constit	ción, así como porlos tratados internacionales ratificados por Chile y q	e se enc	entren vigentes”.Este distingo, se f	nda además en la noción a estas alt	ras ind	bitada, enorden a q	e el Derecho nacional está limitado por 	n Derecho s	pranacional, q	e tienes	 origen en el Derecho nat	ral y q	e hoy se enc	entra consagrado en los másimportantes instr	mentos internacionales q	e reconocen y amparan los derechos másesenciales, inherentes a toda persona.
f) La eq6idad nat6ral.Se refiere a ella el artíc	lo 24, recién citado.El Código Civil no contiene 	na definición de “eq	idad” o “eq	idad nat	ral”.Se ha entendido por tal, “el sentimiento seg	ro y espontáneo de lo j	sto y loinj	sto q	e deriva de la sola nat	raleza h	mana, con prescindencia del DerechoPositivo”.32

El Diccionario de la Leng	a Española, define la eq	idad como la “Propensión adejarse g	iar, o a fallar, por el sentimiento del deber o de la conciencia, más bien q	epor las prescripciones rig	rosas de la j	sticia o por el texto terminante de la ley”.Asimismo, como la “J	sticia nat	ral, por oposición a la letra de la ley positiva”. $también como la “Disposición del ánimo q	e m	eve a dar a cada 	no lo q	e merece”(seg	nda, tercera y q	inta entrada de la palabra “eq	idad”).La palabra “eq	idad” se relaciona con los vocablos “pr	dencia” y “eq	itativo”33.El Diccionario de la Leng	a Española define a la seg	nda en los sig	ientes términos:“Una de las c	atro virt	des cardinales, q	e consiste en discernir y disting	ir lo q	e esb	eno o malo, para seg	irlo o h	ir de ello. II 2. Templanza, ca	tela, moderación. II 3.Sensatez, b	en j	icio”. A s	 vez, se entiende por la tercera aq	ello “q	e tieneeq	idad”.La relación entre estas tres palabras es importante, p	es veremos q	e, enalg	nos casos, la ley fac	lta al j	ez o las personas concernidas en el tipo legal para
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34 Co	t	re, Ed	ardo, Vocabulario Jurídico, Montevideo, Biblioteca de P	blicaciones $ficiales de la Fac	ltad deDerecho y Ciencias Sociales de la Universidad de la República, 1960, citado a s	 vez por Pedrals García deCortazar, Antonio, en s	 trabajo “Sobre la ‘abstracta y dif	sa’ noción de eq	idad nat	ral”, p	blicado enEstudios de Derecho Civil V, Jornadas Nacionales de Derecho Civil, Concepción, 2009, AbeledoPerrot-LegalP	blishing, 2010, p. 4.35 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 177.36 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 75.37 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 75.38 Bello, Andrés, “Necesidad de f	ndar las sentencias”, en Obras Completas, VII, $púsc	los j	rídicos, p. 344,

act	ar “pr	dencialmente” o para emitir 	n pron	nciamiento “eq	itativo”. Con ello,entendemos q	e también q	iere referirse el legislador a la eq	idad.Co	t	re, por s	 parte, señala las sig	ientes acepciones a la palabra “eq	idad”:1) En general imparcialidad, ec	animidad, espírit	 de j	sticia; 2) Como ordens	pletorio: conj	nto de valores al c	al p	ede ac	dir el j	ez, en casos partic	lares q	eno tienen sol	ción prevista en el texto legal. 3) Por oposición a Derecho estricto:dícese del sistema j	rídico en el c	al los j	eces, c	ando los fac	lta para ello la ley,p	eden apartarse pr	dentemente del Derecho positivo q	e estimen inj	sto en el casopartic	lar, ac	diendo a los dictados de s	 leal saber y entender.34
Por cierto, desde ya debe advertirse q	e en n	estro Derecho, no es admisible latercera de estas acepciones.De lo exp	esto hasta aq	í, c	ando nos referimos a la eq	idad, se trata deaq	ella entendida en s	 acepción de j	sticia nat	ral.La eq	idad referida a 	n caso determinado se define como “la j	sticia del casoconcreto”, p	es b	sca para este, la j	sticia adec	ada, incl	so, en alg	nos casos, para	na doctrina extrema, desentendiéndose de la norma general y abstracta, c	ando s	aplicación rep	gna a la j	sticia nat	ral. En este sentido la eq	idad se opondría alDerecho rígido y estricto.35 Con todo, esto no es posible en el Derecho nacional, porm	y inic	a q	e p	diere parecernos la norma positiva. Si ella existe, y no es obsc	ra ocontradictoria, el j	ez deberá fallar conforme a la misma, y no podrá s	stit	irla por laeq	idad nat	ral.Por cierto, la eq	idad nat	ral debe además emplearse conforme a 	n criterioobjetivo, y no p	ramente s	bjetivo. La objetividad de la misma, se obtieneentendiendo q	e “La eq	idad es 	na forma de pr	dencia razonada y debe seradec	adamente f	ndada”.36 En la constr	cción de s	 sol	ción en virt	d de la eq	idad,el j	ez debe desplegar entonces 	na labor intelect	al f	ndada en la racionalidad y enla lógica, tanto general, c	anto específicamente j	rídica. Por ello, se afirma q	e “Laeq	idad debe ser 	na eq	idad c	lta e informada de los criterios y reglas de la ciencia yel arte del Derecho. Debe ser 	na eq	idad j	rídicamente s	stentada, 	na eq	idadc	lta”.37
Por lo demás, el propio Andrés Bello dejó en claro los límites q	e tiene el j	ez alrec	rrir a la eq	idad, expresando: “‘A pretexto de eq	idad’ no deben los j	eces de loscomerciantes (y lo mismo se aplica a todos los otros j	eces) apartarse de las leyes yreglamentos. Se les manda solamente no detenerse en las s	tilezas del derecho y enlo q	e se llama summum jus summa injuria. Si la ley es clara y precisa, no le espermitido violarla, por d	ra q	e les parezca (…) La conciencia de la ley vale más q	e ladel hombre (…) Debe el j	ez seg	ir la eq	idad de la ley, no la de s	 propia cabeza(D	mo	lin). Las j	eces dan sentencias inic	as c	ando se imaginan ser árbitros ymaestros de la eq	idad (Stracca). Ellos deben tener contin	amente a la vista lo q	edecía M. P	ssort, c	ando se redactó la ordenanza de 1667: Todos saben q	e el j	ez nohace el derecho, sino solamente lo declara. Es s	 dispensador, no s	 d	eño. El poder yla soberanía están en la ley, no en él. Y si el j	ez p	diera imp	nemente contravenir ala ley, sería por consec	encia infalible d	eño de las haciendas, honras y vidas de losci	dadanos, p	es sin temor de pena alg	na podría disponer de ellas como q	isiese, apesar de la ley”.38
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citado a s	 vez por G	zmán Brito, Alejandro, ob. cit., pp. 202 y 203.39 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 78.40 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 79.41 G	zmán Brito, Alejandro, ob. cit., p. 203.42 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 75.43 Pedrals García de Cortazar, Antonio, ob. cit., pp. 8 y 9.

En otras palabras, la eq	idad deberá f	ndarse en razones j	rídicas, deberáaplicarse por el j	ez en armonía con el espírit	 general de la legislación y con losprincipios f	ndamentales del Derecho. Ello explica, además, q	e el legislador al	da en	n mismo artíc	lo a dicho espírit	 general y a la eq	idad nat	ral.Como expresa Hernán Corral, “La eq	idad y los principios j	rídicos están m	yligados entre sí, ya q	e m	chas veces la sol	ción eq	itativa de 	n caso pasa por laaplicación a él de 	n principio general. Es decir, la eq	idad p	ede f	ndamentarse, yordinariamente así s	cederá, en 	no o más principios j	rídicos”.39 Más adelante,agrega q	e “Por s	 parte, el art. 170 N° 5 del Código de Procedimiento Civil al	de a‘los principios de eq	idad’, con lo q	e parece hacer 	na mención conj	nta a losprincipios j	rídicos y a la eq	idad q	e, como hemos dicho, frec	entemente vanenlazados”.40
En palabras del profesor G	zmán Brito: “… para Bello, la eq	idad nat	ral era	na categoría objetiva y verificable, de la c	al se p	ede dar c	enta arg	mentativa yrazonada, y q	e no se agota en la mera afirmación de ser algo eq	itativo o deparecerle tal cosa eq	itativa a alg	ien. Debemos, p	es, evitar pensar q	e la eq	idadnat	ral a q	e al	de el artíc	lo 24 del Código sea 	na p	erta abierta a la s	bjetivaopinión individ	al, al sentimiento y a la imaginación, q	e exc	sa tener q	e razonarsobre la base de premisas objetivas, ciertas y j	stificables, probadas por la ciencia yaprobadas por la más a	torizada doctrina”.41
Por otra parte, la doctrina también ha destacado el carácter “general” q	e debecontener aq	ella interpretación f	ndada en la eq	idad nat	ral. Es decir, la sol	ción a laq	e lleg	e el j	ez, debe ser tal, q	e podría servir para otros casos q	e presentenelementos semejantes. Se expresa al efecto: “Por otro lado, hemos de advertir q	e lapartic	laridad de la eq	idad, es decir, s	 adec	ación al caso sing	lar q	e se pretenderesolver, no debe desc	idar la vocación de generalidad q	e toda sol	ción j	rídica debetener si pretende ser realmente j	sta. Es decir, el j	ez al diseñar s	 sentencia basadaen la eq	idad debe ser capaz de en	nciar 	na regla q	e debiera servir no sólo para darresp	esta al caso partic	lar q	e se está j	zgando (y q	e ha caído f	era de lageneralidad de la ley), sino 	na q	e potencialmente sea adec	ada para resolver en elf	t	ro otros casos q	e presenten las mismas características especiales”.42
Ahora bien, ¿Dónde encontrar los f	ndamentos j	rídicos q	e permitan alsentenciador fallar conforme a la eq	idad? El profesor Antonio Pedrals al	de a c	atrodoctrinas q	e, “… de algún modo, aspiran a concretizar y precisar el concepto”. Talesson: i.- La q	e post	la q	e el j	ez debe remitirse al Derecho nat	ral, y fallar conformea él; ii.- La q	e post	la q	e el j	ez debe remitirse al Derecho romano, y fallarconforme a él; iii.- La q	e post	la q	e el j	ez debe remitirse a los principios de j	sticiareconocidos socialmente, y fallar conforme a ellos; y iv.- La q	e post	la q	e el j	ezdebe remitirse a s	 personal sentido de la j	sticia, y fallar conforme a éste.43
En n	estro concepto, los tres primeros son criterios atendibles y razonables, apartir de los c	ales constr	ir 	na sol	ción j	sta, racional, j	rídicamente f	ndada y conpretensión general. El c	arto debiera rechazarse, por s	 carácter arbitrario y s	bjetivo.N	estro ordenamiento j	rídico, como ya se anticipó, no permite sin embargo	sar la eq	idad para corregir la inj	sticia q	e en 	n caso dado p	ede res	ltar de laaplicación de la norma general y abstracta. Enc	entra preferible sacrificar la j	sticia al“principio de la certeza del derecho”. N	estro ordenamiento j	rídico, estima mejor, q	elos partic	lares sepan desde 	n principio las normas ciertas q	e los van a regir, q	e
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44 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 178.45 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 178.

por lo demás serán por lo general también j	stas, en l	gar de atenerse a 	n incierto oprobable acomodo de ellas a s	 caso, por parte del j	ez.44
Pero si bien el legislador chileno no permite 	sar la eq	idad para corregir lasleyes, sí posibilita rec	rrir a ella como último elemento para interpretarlas, según sedesprende del art. 24.En consec	encia, si 	na ley p	ede tomarse en dos sentidos y conforme a lasreglas de interpretación no se p	ede determinar c	al de ellos es el gen	ino, el j	ez seinclinará por el q	e más conforme parezca a la eq	idad nat	ral.En otros casos, por cierto excepcionales, el j	ez debe (y no sólo puede) rec	rrira la eq	idad, c	ando la ley así se lo ordena. Se trata de casos en q	e la ley se remite ala eq	idad nat	ral, en forma explícita o implícita (en este último caso, c	ando al	de ala “pr	dencia”).45 Así, por ejemplo, sin q	e la en	meración q	e sig	e sea taxativa,podemos mencionar los sig	ientes casos en n	estro Derecho:i.- En el art. 147, inc. 1° del Código Civil, en c	anto a la fac	ltad q	e tiene el j	ez para“constit	ir pr	dencialmente”, a favor del cóny	ge no propietario, ciertos derechosreales sobre cosas m	ebles o inm	ebles q	e previamente han sido declarados bienesfamiliares. En el inc. 2°, se agrega q	e al “El trib	nal podrá, en estos casos, fijar otrasobligaciones o modalidades si así pareciere equitativo”.ii.- En el art. 777, inc. 1°, en las reglas del 	s	fr	cto: el 	s	fr	ct	ario debe rendirca	ción para entrar en el goce de los bienes objeto de dicho 	s	fr	cto, “dentro de 	nplazo equitativo señalado por el j	ez”.iii.- En el art. 1185 del Código Civil, referido al primer acervo imaginario, q	e ordena alj	ez partidor y a los herederos, act	alizar “prudencialmente”, es decir conforme a laeq	idad, a la época de la apert	ra de la s	cesión, el valor de las cosas q	e el ca	santeh	biere donado a 	n legitimario.iv.- En el art. 1544, inc. 4° del Código Civil, a propósito de la “clá	s	la penal enorme”.Tratándose de 	na pena convenida ante el inc	mplimiento de “obligaciones de valorinapreciable o indeterminado”, se deja a la prudencia del j	ez moderar la c	antía dedicha pena, “c	ando atendidas las circ	nstancias pareciere enorme”.v.- En el art. 1734 del Código Civil, en las normas de la sociedad cony	gal, respecto alpago de las recompensas, 	na vez dis	elta aq	ella: “Todas las recompensas sepagarán en dinero, de manera q	e la s	ma pagada tenga, en lo posible, el mismovalor adq	isitivo q	e la s	ma invertida al originarse la recompensa. / El partidoraplicará esta norma de ac	erdo a la equidad natural”.vi.- En el art. 1744, inc. 2° del Código Civil, también en la sociedad cony	gal. Se tratade las expensas ordinarias y extraordinarias de ed	cación de 	n descendiente, y lasq	e se hicieren para establecerle o casarle. Estas expensas, por regla general, seránde cargo de la sociedad cony	gal. Si h	bieren sido hechas por 	no solo de loscóny	ges, podrá pedir q	e el otro de los cóny	ges le reembolse de s	s bienes propiosla mitad. Para tal efecto, “q	edará a la prudencia del j	ez acceder a esta demanda entodo o parte, tomando en consideración las f	erzas y obligaciones de los dospatrimonios, y la discreción y moderación con q	e en dichas expensas h	biereprocedido el cóny	ge”.vii.- En el art. 1792-13, inc. 1°, del Código Civil, en las normas del régimen departicipación en los gananciales, para los efectos de valorar por los cóny	ges, por 	ntercero designado por ellos o en s	bsidio por el j	ez, el activo y el pasivo de cada 	node aq	ellos. Para este efecto, el valor q	e tenían los bienes o el monto de las de	das,al inicio del régimen, deberá ser “prudencialmente act	alizado” a la fecha de laterminación del régimen.
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46 Es decir, a la libre decisión de 	n tercero.47 Alessandri Rodríg	ez, Art	ro; Somarriva Und	rraga, Man	el; y Vodanovic H., Antonio, ob. cit., p. 178.48 Nótese q	e el art. 223 del Código $rgánico de Trib	nales al	de a la “pr	dencia y la eq	idad”, como sif	eren cosas distintas; en cambio, el art. 640 del Código de Procedimiento Civil se refiere a las razones “depr	dencia o de eq	idad”, asimilándolas. Conforme a lo q	e expresamos ut supra, creemos q	e la fórm	lacorrecta es la seg	nda.

viii.- En el art. 1792-23 del Código Civil, también a propósito del régimen departicipación en los gananciales, en c	anto dispone q	e “Para determinar los créditosde participación en los gananciales, las atrib	ciones de derechos sobre bienesfamiliares, efect	adas a 	no de los cóny	ges en conformidad con el artíc	lo 147 delCódigo Civil, serán valoradas prudencialmente por el j	ez”.ix.- En el art. 2067, inc. 1° del Código Civil, a propósito del contrato de sociedad, enc	anto al reparto de los beneficios y de las pérdidas sociales: “Los contratantes p	edenencomendar la división de los beneficios y pérdidas a ajeno arbitrio,46 y no se podráreclamar contra éste, sino c	ando f	ere manifiestamente inicuo”. Lo “inic	o” es aq	ello“contrario a la eq	idad”. Por tanto, el j	ez debe verificar q	e el tercero a q	ien se leconfió por los socios dividir entre ellos los beneficios y las pérdidas, haya act	adoefectivamente conforme a la eq	idad nat	ral. Es decir, “la eq	idad debe reg	lar dichoreparto”.47
x.- En el art. 2173, inc. 3° del Código Civil, en las normas del contrato de mandato. Elartíc	lo disc	rre acerca del término del mandato, pero el mandatario, ignorando dichaexpiración o incl	so conociéndola, sig	ió act	ando. En tales casos, los terceros deb	ena fe q	e contraten con el mandatario tendrán, en principio, acción en contra delmandante. Sin embargo, “C	ando el hecho q	e ha dado ca	sa a la expiración delmandato h	biere sido notificado al público por periódicos, y en todos los casos en q	eno pareciere probable la ignorancia del tercero, podrá el j	ez en s	 prudencia absolveral mandante”.xi.- En el art. 2291, inc. 2°, en las normas del c	asicontrato de agencia oficiosa, alfac	ltar al j	ez para fijar 	n plazo al interesado para pagarle al agente oficioso. Elplazo será aq	él q	e “… por las circ	nstancias del demandado parezca equitativo”.xii.- En el art. 2319, inc. 2°, del Código Civil, en las normas referidas a los delitos yc	asidelitos civiles. El inc. 1° dispone q	e no son capaces de delito o c	asidelito losmenores de siete años ni los dementes. Del inc. 2° se desprende q	e tampoco soncapaces los menores de dieciséis años. Sin embargo, el inc. 2° agrega q	e q	eda a laprudencia del j	ez determinar si el menor de dieciséis años ha cometido el delito oc	asidelito sin discernimiento; y en este caso se seg	irá la regla del inciso anterior, esdecir, responderá civilmente.xiii.- En el art. 223, inc. 3° del Código $rgánico de Trib	nales, en c	anto dispone q	eel árbitro arbitrador debe fallar “obedeciendo a lo q	e s	 prudencia y la equidad ledictaren”; y en el art. 640, inc. 4° del Código de Procedimiento Civil, q	e establece q	ela sentencia del al	dido árbitro debe contener “las razones de prudencia o de equidadq	e sirven de f	ndamento a la sentencia”.48
xiv.- En el art. 48, inc. 3°, de la Ley N° 16.618, “Ley de Menores”, al disponer q	e,c	ando, por razones imp	tables a la persona a c	yo c	idado se enc	entre el menor, sefr	stre, retarde o entorpezca de c	alq	ier manera la relación directa y reg	lar q	e hade mantener con él el padre q	e no tenga el c	idado personal, en los términos en q	eha sido establecida, el padre o madre a q	ien le corresponde ejercerla podrá solicitar larec	peración del tiempo no 	tilizado, lo q	e el trib	nal dispondrá prudencialmente.xv.- En el art. 3, inc. 4°, de la Ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago dePensiones Alimenticias. El art. 3 establece el monto mínimo de la pensión dealimentos, c	ando q	ien la demande sea 	n hijo menor de edad. El inc. 3°, con todo,establece q	e si el alimentante j	stificare ante el trib	nal q	e carece de los mediospara pagar el monto mínimo establecido, el j	ez podrá rebajarlo prudencialmente.
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49 En realidad, la interpretación por extensión no debe conf	ndirse con la interpretación por analogía, segúnse refirió al al	dir a las especies de interpretación. En el primer caso, hay ley, sólo q	e s	 form	lación f	emás restrictiva de lo q	e pretendía el legislador, de manera q	e el intérprete debe ampliar s	 aplicación, encorrespondencia con el espírit	 o fin de la norma en c	estión. En el seg	ndo caso, no hay ley q	e res	elva lac	estión, debiendo el intérprete rec	rrir a otro precepto legal, establecido para otra materia, pero q	epresenta semejanzas con la primera.

xvi.- En el art. 62, inc. 2° de la Ley N° 19.947, de Matrimonio Civil, al disponer: “Si sedecretare el divorcio en virt	d del artíc	lo 54, el j	ez podrá denegar la compensacióneconómica q	e habría correspondido al cóny	ge q	e dio l	gar a la ca	sal, o dismin	irprudencialmente s	 valor”.xvii.- En el art. 459 del Código del Trabajo, al referirse al contenido de la sentencia. Ens	 N° 5, se incl	ye, entre otros aspectos, “… los principios de derecho o de equidad enq	e el fallo se f	nda”.Aún más, la eq	idad no sólo es 	n elemento s	pletorio de la interpretación de laley o 	n elemento de aplicación de la ley en los casos en q	e ésta así lo disponga, sinoq	e también opera, desempeñando 	n tercer rol, de integración del Derecho, en loscasos de lag	nas legales: art 170, N° 5º del Código de Procedimiento Civil, respecto dela integración de la ley.De esta manera, la eq	idad nat	ral podrá servir de factor determinante en trescasos:1° C	ando 	n precepto legal presente “pasajes obsc	ros o contradictorios”. En estecaso, la eq	idad operará propiamente como 	n elemento de interpretación de la ley.2° C	ando la ley se remite a la eq	idad nat	ral. En este caso, la eq	idad no operarápropiamente como 	n elemento de interpretación de la ley, sino q	e como elemento deaplicación de la ley, por mandato de la misma.3° C	ando no exista precepto legal alg	no q	e reg	le la materia q	e el j	ez deberesolver. En este caso, al ig	al q	e en el seg	ndo, la eq	idad tampoco operará como	n elemento de interpretación de la ley, p	es ésta no existe, sino q	e más bien comoelemento de integración del Derecho, para s	plir los vacíos o lag	nas q	e presente elordenamiento positivo.La diferencia entre el primer y seg	ndo caso, por 	na parte, y el tercer caso,por la otra, radica en q	e en los dos primeros, hay ley para el caso específico, mientrasq	e en el tercero no la hay. En el primero, hay ley, pero ella presenta “pasajesobsc	ros o contradictorios”. En el seg	ndo, la ley específica ordena aplicar la eq	idadpara el caso reg	lado por el legislador. En el tercero, no hay ley específica q	eres	elva la materia, siendo la ley general –art. 170 del Código de Procedimiento Civil-,la q	e fac	lta al j	ez para fallar conforme a la eq	idad.En el tercer caso, relativo a la integración del Derecho (expresión q	e pensamoses más apropiada q	e la de “integración de la ley”, p	es ésta en realidad no existe),podría todavía sostenerse q	e el rec	rso de la eq	idad debe emplearse sig	iendo elsig	iente orden:i.- Resolver el as	nto rec	rriendo a la analogía. Es decir, a falta de ley q	e res	elva demanera directa 	n as	nto, el j	ez, f	ndándose en la eq	idad, podría rec	rrir a otroprecepto legal, q	e reg	le otra materia, en la medida q	e sea la más semejante alprimero q	e no posee reg	lación. Pero ello sería posible, advierte cierta doctrina,siempre q	e el precepto legal al q	e se rec	rre, no sea 	na regla excepcional. Así loexpresa Victorio Pescio: “El j	ez, en la hipótesis del vacío o lag	na de la ley, deberárec	rrir al método de la analogía, siempre q	e la disposición legal q	e se trata deampliar al caso no previsto por el legislador, no sea de carácter excepcional, p	es, ental evento, no se admite la interpretación por extensión49: “Exceptio est strictissimaeinterpretationis” (…) Excl	ida esta limitación, cobran todo s	 vigor las máximas delmétodo ‘a pari’ o por analogía q	e se expresan en fórm	las latinas: ‘Ubi eadem estlagio ratio, ibi eadem est legis dispositio’; o ‘	bi eadem ratio, ídem i	s’ o en el
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50 Pescio, Victorio, Manual de Derecho Civil. Título Preliminar del Código Civil, I, Santiago de Chile,Nascimento, 1948, pp. 243 y 244.51 La primera aplicación de la analogía, según se indicó, opera tratándose de la llamada analogía legis,consagrada en el art. 22, inc. 2°.52 Debe considerarse q	e la analogía como elemento en virt	d del c	al el j	ez p	diere resolver el as	nto,estaba considerada en el art. 4 del Proyecto de Código Civil del año 1853, q	e disponía: “En materias civiles,a falta de ley escrita o de cost	mbre q	e tenga f	erza de ley, fallará el j	ez conforme a lo q	e dispongan lasleyes para casos análogos y, a falta de éstas, conforme a los principios generales de derecho y de eq	idadnat	ral”. Como señala Pescio, este precepto se volcó a medias en el art. 24, “eliminando la cost	mbre,excl	yendo el método por analogía, s	bstit	yendo el concepto de ‘principios generales de derecho’ por el de‘espírit	 general de la legislación’ y s	primiendo toda referencia a la falta de ley escrita”: Pescio, Victorio, ob.cit., p. 242. En realidad, la cost	mbre no se eliminó, sino q	e se consagró en 	n artíc	lo separado –el 2°-; laanalogía por s	 parte debiéramos entenderla s	bs	mida en la eq	idad; y los principios generales delderecho, si se trata de aq	ellos q	e se denominan “intrasistémicos”, constit	yen 	na derivación del espírit	general de la legislación. Asimismo, como ya se señaló, creemos q	e la analogía también está incorporadaen el art. 22, inc. 2°, en s	 acepción de analogía legis. Por tanto, estos tres elementos –cost	mbre, analogíay principios-, no se excl	yeron en definitiva, sino q	e se recogieron de otra forma a la q	e expresaba el art.4 del Proyecto del año 1853.53 Pescio, Victorio, ob. cit., p. 244.

arg	mento ‘a fortiori’ q	e en síntesis, q	iere decir q	e en donde existe la misma razóndebe existir la misma disposición…”.De esta manera, el método de analogía se aplica“como 	na demostración o expresión del sentido de la eq	idad”.50
De esta forma, la analogía podría tener 	na seg	nda aplicación en n	estroDerecho. Como se observa, en este caso no en forma a	tónoma51, sino q	e incl	ida enla eq	idad.52
Se trata en definitiva de la analogía iuris, a la q	e ya al	dimos.ii.- Resolver el as	nto sin posibilidad de rec	rrir a la analogía. Ahora bien, en estecaso, se preg	nta Victorio Pescio: “¿en q	é se inspirará el j	ez a falta de 	nadisposición legal aplicable por analogía? ¿Deberá arreglar s	 fallo a los dictados de loq	e él, s	bjetivamente, considere q	e es de eq	idad nat	ral, con entera prescindenciadel espírit	 general de la legislación?”.53 La resp	esta es clara: la eq	idad nat	ral –aúna falta de 	na ley q	e reg	le 	n caso semejante-, debe llevar al j	ez a 	na concl	siónj	sta, racional, f	ndada en razones j	rídicas y con pretensión de generalidad. Sedescarta por ende 	na concl	sión s	bjetiva, ajena a estos c	atro parámetros. Y si nosencontramos ante 	na decisión q	e no c	mpla con este estándar, q	e no se enc	adreen estos c	atro pres	p	estos, tal sentencia debe ser imp	gnada, incl	so mediante 	nrec	rso de casación en el fondo, p	es el j	ez habría infringido la ley –en este caso,principalmente los arts. 24 del Código Civil y 170 N° 5 del Código de ProcedimientoCivil-, y tal infracción ciertamente q	e p	ede haber infl	ido s	stancialmente en lodispositivo de s	 fallo. La eq	idad nat	ral o pr	dencia, entonces, nada tiene q	e vercon lo arbitrario, caprichoso o s	bjetivo. Tiene límites o pres	p	estos, q	e el j	ez deberespetar y seg	ir.En síntesis, c	alq	iera sea el rol q	e desempeñe la eq	idad nat	ral –sea parainterpretar, aplicar o integrar la ley (en los dos primeros casos) y el Derecho (en elúltimo caso), y en esta última hipótesis rec	rriendo o no a la analogía-, debe c	mplircon los sig	ientes pres	p	estos:1° Debe ser j	sta. Tal pres	p	esto es inmanente a la idea misma de eq	idad.2° Debe ser racional. Es decir, debe ser objetiva, razonada.3° Debe ser j	rídica. Debe estar f	ndada en el espírit	 general de la legislación y enlos principios f	ndamentales del Derecho Civil.4° Debe ser general. La sol	ción, ha de ser s	sceptible de aplicarse a otros casos (hade tener “vocación general”).

g) Principio de la especialidad.En el proceso interpretativo, el intérprete no debe olvidar q	e las leyesespeciales prevalecen sobre las generales. Esta regla de carácter 	niversal es de toda
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lógica. Si el legislador dicta 	na ley sobre 	na materia determinada q	iere decir q	edesea s	straerla de la reg	lación general. Sería abs	rdo, entonces, hacer prevalecerésta sobre aq	ella. Por otra parte, 	na ley partic	lar s	pone 	n est	dio expreso de lamateria q	e regirá. Este principio de la especialidad lo reconoce el Código Civil en s	sartíc	los 4 y 13. El primero se refiere a disposiciones contenidas en leyes distintas y elseg	ndo a las contenidas en 	na misma ley.
h) Determinación de la especie de interpretación aplicada: declarativa,extensiva y restrictiva.Es el acatamiento de la regla de q	e lo favorable 	 odioso de 	na disposición nodebe tomarse en c	enta para ampliar o restringir s	 interpretación: artíc	lo 23. Nosremitimos a lo expresado sobre el partic	lar.
i) Reglas prácticas de interpretación.Aparte de las normas del Código, existen para la interpretación de las leyes 	naserie de aforismos j	rídicos, formados en la práctica del ejercicio profesional y q	e amen	do emplean la doctrina y la j	rispr	dencia. S	elen ser citados en fórm	laslatinas, creadas por los antig	os j	ristas. En todo caso, ning	no de estos aforismosdebe emplearse de modo excl	sivo y no tienen 	n valor absol	to. Se 	tilizan parail	strar el criterio del j	ez q	e fallará el litigio. Entre los más 	tilizados están:
·ARGUMENT$ DE ANAL$GIA: al	de a la interpretación por analogía y se expresa en elsig	iente aforismo: “D$NDE EXISTE LA MISMA RAZ$N, DEBE EXISTIR $APLICARSE LA MISMA DISP$SICI$N $ S$LUCIÓN”. De ac	erdo con la doctrinapredominante, la analogía consiste en resolver 	n caso conforme a las leyes q	erigen casos semejantes 	 análogos en casos no previstos por la ley.Por ejemplo, antes de la vigencia del Derecho Aeroná	tico, m	chos problemasq	e originaba la navegación aérea, se resolvían aplicando las normas del DerechoMarítimo.No se debe conf	ndir la analogía con la interpretación extensiva. Por estaúltima, 	na norma se aplica a casos no comprendidos en s	 texto, pero sí en s	espírit	, en s	 intención, en s	 razón de ser (ratio legis). Como esos casoscorresponden al s	p	esto q	e se ha q	erido reg	lar, se considera q	e el legisladorpor omisión 	 otra ca	sa ha dicho menos de los q	e q	ería decir, estimándosenat	ral y también lícito extender a esos hechos la aplicación de la norma. Laanalogía, en cambio, b	sca sol	cionar 	n caso concreto aplicando otras normas,porq	e el legislador no lo resolvió mediante 	na norma directa. La analogía operaentonces en a	sencia de norma q	e res	elva la c	estión. En verdad, como yaexp	simos, la analogía es 	na forma de aplicar la eq	idad, en a	sencia de normaq	e reg	le el as	nto. Así, por ejemplo, encontramos alg	nos casos de aplicaciónpor analogía de normas en las sig	ientes hipótesis:i.- Indemnización de los deterioros q	e h	biere ca	sado en la cosa el poseedorvencido, q	e debe restit	írsela al d	eño: art. 906. Para saber de q	é deterioros seresponde, debemos disting	ir entre el poseedor vencido de mala fe o de b	ena fe.Pero el art. 906 no señala en q	é momento debe haber estado de b	ena o mala feel poseedor. Aplicando por analogía el art. 913, q	e se refiere a los fr	tos y a lasmejoras, se ha entendido q	e es en el momento en q	e se prod	jeron losdeterioros;ii.- El artíc	lo 998 está 	bicado entre las reglas de la s	cesión abintestato ycomienza diciendo “en la s	cesión abintestato de 	n extranjero...”, de ac	erdo conla doctrina 	nánime, este precepto debe aplicarse por analogía a las s	cesionestestamentarias en lo q	e respecta a las asignaciones forzosas de los s	cesoreschilenos, p	es existen las mismas razones de protección en 	na y otra s	cesión;
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iii.- No admite modalidades la aceptación o ren	ncia a los gananciales de lasociedad cony	gal, prevista en el art. 1781 (aplicando por analogía el artíc	lo 1227en relación al artíc	lo 956, inciso 1º);iv.- No sería s	ficiente para celebrar la prenda el mandato q	e 	na persona t	vierapara vender, aplicando por analogía el artíc	lo 2143, q	e excl	ye en tal caso laposibilidad de hipotecar;v.- Podría oc	rrir q	e 	na cosa sea enajenada por distintos contratos a distintaspersonas no relacionadas entre sí. ¿C	ál de los adq	irentes será preferido? La leyres	elve la c	estión respecto de la compraventa y la perm	ta en el art. 1817. ¿Q	éoc	rre tratándose de 	na donación? A n	estro j	icio, no habiendo normas q	eres	elvan el p	nto, parece razonable aplicar, por analogía, lo disp	esto acerca delos dos primeros contratos;vi.- La ley prohíbe q	e las capit	laciones matrimoniales contengan estip	lacionesrelativas a la vigencia de la sociedad cony	gal (art. 1721, inc. 3º). No permite laley adelantar o retrasar la vigencia de la sociedad cony	gal o crear ca	salesespeciales de extinción, si los esposos optan por tal régimen. Lo mismo cabeseñalar respecto del régimen de participación en los gananciales: a	nq	e la ley nolo señale expresamente, entendemos q	e aq	í se aplica el aforismo “donde existela misma razón, rige la misma disposición”, operando 	na interpretación poranalogía.
·ARGUMENT$ DE C$NTRADICCI$N o A C$NTRARI$ SENSU: se expresa en la fórm	lasig	iente: “L$ QUE SE DICE DE UN$S SE EXCLUYE DE $TR$S”. Por ejemplo:i.- Art. 1801, inc. 2° del Código Civil: si la ley exige escrit	ra pública en ciertascompraventas, en las demás, no;ii.- Art. 1465: la condonación del dolo f	t	ro no vale; a contrario sens	, la del doloya acaecido, es válida).Se s	ele criticar este arg	mento afirmando q	e el silencio del legislador nadapr	eba. Si la ley es 	na declaración de vol	ntad, es necesario q	e el legislador sehaya manifestado. Por esta razón, este arg	mento debe 	tilizarse con ca	tela ydiscreción.
·ARGUMENT$ A F$RTI$RI: si a 	na sit	ación se le aplica 	na sol	ción j	rídicadeterminada atendiendo a cierta razón, a otro caso se le debe aplicar la mismasol	ción c	ando conc	rre la misma razón con mayor claridad. Este arg	mento sesintetiza en dos formas:i) ARGUMENT$ A MAY$RE: “QUIEN PUEDE L$ MAS PUEDE L$ MEN$S”. Si 	napersona p	ede vender 	n inm	eble con mayor razón p	ede prometervenderlo o arrendarlo.ii) ARGUMENT$ A MIN$RE, conforme al sig	iente aforismo: “AL QUE LE ESTAPR$HIBID$ L$ MEN$S C$N MAY$R RAZ$N LE ESTA PR$HIBID$ L$ MAS”.Si alg	ien no p	ede arrendar o hipotecar 	n bien con mayor razón no p	edevender.
·ARGUMENT$ DE N$ DISTINCI$N: decían los j	ristas romanos “	bi lex non disting	itnec nos disting	ere debemos”, fórm	la q	e hoy se expresa como “D$NDE LA LEYN$ DISTINGUE TAMP$C$ CABE AL INTERPRETE DISTINGUIR”. Por ejemplo:i.- Art. 988: si la ley no disting	e, todos los hijos del ca	sante, tanto matrimonialescomo no matrimoniales, conc	rren en el primer orden s	cesorio, con ig	aldad dederechos).ii.- Toda compraventa de bienes inm	ebles debe celebrarse por escrit	ra pública(art. 1801, inc. 2º).iii.- Se prohíbe la compraventa entre cóny	ges no separados j	dicialmente,c	alq	ier sea el régimen patrimonial del matrimonio y la nat	raleza de los bienesq	e se vendan (art. 1796).
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De c	alq	ier manera, se debe aplicar con ca	tela este arg	mento de la nodistinción. En efecto, este principio es cierto si la ley no disting	e ni en s	 tenor nien s	 espírit	, pero p	ede oc	rrir q	e no distinga en el primero, pero si en elseg	ndo.
·ARGUMENT$ DEL ABSURD$: conforme al c	al debe rechazarse 	na interpretaciónq	e cond	zca al abs	rdo, toda concl	sión q	e p	gne con la lógica o la racionalidadj	rídica. Por ejemplo:i.- Una parte de la doctrina ha invocado este arg	mento, para los efectos delcómp	to del plazo de prescripción de la acción destinada a perseg	ir laresponsabilidad extracontract	al por la comisión de delitos y c	asidelitos. Conformeal artíc	lo 2332, prescribe la acción “en c	atro años contados desde la perpetracióndel hecho”. Sin embargo, en alg	nos casos el daño q	e s	fre la víctima del delito oc	asidelito no se manifiesta en forma coetánea a la comisión del hecho ilícito, sinoq	e meses o incl	so años desp	és. Siendo así, en tal caso no res	lta lógicointerpretar la frase “perpetración del hecho” como “ejec	ción del hecho”, p	es lavíctima podría q	edar sin acción, sino q	e se post	la q	e el plazo debe comp	tarsedesde q	e se manifiesta el daño y no desde la comisión del hecho ilícito.ii.- El art. 2317, también en las normas de responsabilidad extracontract	al,expresa en s	 inciso 1º q	e, si el delito o c	asidelito ha sido cometido por dos omás personas, cada 	na de ellas será solidariamente responsable de todo perj	icioprocedente del delito o c	asidelito (es decir, a c	alq	iera se le podrá demandar porel total de los perj	icios). Acto seg	ido, el inc. 2º agrega: “Todo fra	de o dolocometido por dos o más personas prod	ce la acción solidaria del precedenteinciso”. Si se entendiera q	e este inciso es nada más q	e 	na reiteración de loseñalado en el inc. 1º, llegaríamos a 	na concl	sión abs	rda, p	es estaríamos ante	na norma inútil. Por ello, parte importante de la doctrina concl	ye q	e este inciso2º, a pesar de 	bicarse en las normas de la responsabilidad extracontract	al, debeaplicarse a casos de responsabilidad contract	al.
9.- INTEGRACION DE LA LEY.
9.1. C6ándo debe “integrarse” la ley.

En 	n caso determinado, el j	ez p	ede encontrarse en la sit	ación de q	e no exista	na norma precisa del ordenamiento J	rídico, q	e res	elva la materia de la q	e estáconociendo. Frente a este vacío o lag	na legal opera la integración, en c	ya virt	d elj	ez está obligado a dictar sentencia f	ndándose en el principio de q	e p	ede existir	n vacío en la ley pero no en el derecho.
9.2. Normas q6e ordenan integrar la ley.

Las disposiciones q	e contemplan esta obligación son las sig	ientes:a) Art. 76 de la Constit	ción Política, c	ando establece q	e reclamada s	 intervenciónen forma legal y en negocios de s	 competencia los trib	nales no podrán exc	sarse deejercer s	 a	toridad, ni a	n por falta de ley q	e res	elva la contienda o as	ntossometidos a s	 decisión.b) Art. 10, inciso 2, del Código $rgánico de Trib	nales, q	e reitera la normaconstit	cional.c) Art. 170, N° 5, del Código de Procedimiento Civil, c	ando dispone q	e todasentencia definitiva debe contener la en	meración de las leyes y en s	 defecto de losprincipios de eq	idad con arreglo a los c	ales se pron	ncia el fallo.d) Art. 24 del Código Civil, al referirse a la eq	idad nat	ral.
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e) Art. 459, inc. 5° del Código del Trabajo, al disponer q	e la sentencia q	e res	elva	n litigio laboral, debe contener “los principios de derecho o de eq	idad en q	e el fallose f	nda”.
9.3. Cómo debe integrarse la ley.

En el Derecho Civil, a falta de ley q	e res	elva el as	nto, el j	ez, según seexp	so, está fac	ltado para rec	rrir a la eq	idad nat	ral.En el ámbito del Derecho Comercial, a falta de ley rige la cost	mbre (cost	mbreen el silencio de la ley) y a falta de este operan las reglas generales de integración, esdecir, el j	ez podrá f	ndar s	 sentencia en la eq	idad nat	ral.En el ámbito del Derecho Penal, el problema de las lag	nas legales no existe, yaq	e sin ley no hay delito ni pena, por lo tanto solo cabe absolver al formalizado oac	sado.
10.- EFECTOS DE LA LEY.

Los efectos de la ley p	eden est	diarse desde c	atro p	ntos de vista: en c	antoa la sanción, en c	anto al tiempo, en lo relativo al territorio y respecto a las personas.En lo q	e se refiere a los efectos de la ley en c	anto a la sanción, nos atenemosa lo señalado c	ando hicimos referencia a las normas imperativas, prohibitivas ypermisivas y a las sanciones q	e p	eden sobrevenir de infringirse.Desarrollaremos a contin	ación lo concerniente a los efectos de la ley en eltiempo y en el espacio o territorio, para más adelante revisar lo relativo a laspersonas.
10.1.- EFECTOS DE LA LEY EN CUANTO AL TIEMPO.
a) PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN DE LA LEY.

La ley, como sabemos, debe formarse de ac	erdo al procedimiento establecidoen la Constit	ción. Con todo, para q	e la ley sea obligatoria, no basta el voto conformede ambas cámaras, con el q	ór	m req	erido según la ley de q	e se trate, ni con lasanción o aprobación del Presidente de la República (es decir, el acto por el c	al éste,en s	 calidad de poder colegislador, presta s	 adhesión al proyecto de ley aprobado enel Congreso). En efecto, para q	e la ley sea obligatoria, es necesario, además de loprecedentemente indicado, q	e se proceda a s	 promulgación y a s	 publicación.
El artíc	lo 6º del Código Civil establece las condiciones necesarias para q	e laley sea obligatoria. Dos req	isitos deben c	mplirse:i.- Q	e sea prom	lgada por el Presidente de la República.ii.- Q	e sea p	blicada en el Diario $ficial o en otra forma disp	esta en la misma ley,según agrega el inciso 3º del artíc	lo 7º.Con la sanción o aprobación del Presidente de la República, termina la primerafase de la formación de la ley, en c	ya elaboración tiene excl	siva injerencia el PoderLegislativo, porq	e si bien existe participación del Presidente de la República, éste latiene a tít	lo de integrante de aq	él poder y no como tit	lar del Poder Ejec	tivo.Se define la prom6lgación como el acto por el c	al el Presidente de laRepública atestig	a o certifica a la com	nidad la existencia de la ley y ordena s	ejec	ción. La prom	lgación, como dice 	n a	tor, es la partida de nacimiento de la ley,le da existencia cierta, a	téntica, incontestable y la reviste de la f	erza coercitiva deq	e antes carecía. La prom	lgación se verifica mediante 	n Decreto S	premo, en elq	e se inserta el texto de la ley. Dicho Decreto S	premo lleva la firma del Presidente ydel Ministro respectivo (o los Ministros respectivos, si la ley abarca materias de la
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54 Así, dispone el artíc	lo 5 del Código Civil y Comercial argentino: “Las leyes rigen desp	és del octavo día des	 p	blicación oficial, o desde el día q	e ellas determinen”.

responsabilidad de dos o más Ministros de Estado). Conforme al art. 75 de laConstit	ción Política, si el Presidente de la República no devolviere al CongresoNacional el proyecto aprobado por éste, dentro del plazo de treinta días, contado desdela fecha en q	e f	e remitido al primero, se entenderá q	e lo apr	eba y q	e seprom	lgará como ley. En tal caso, la prom	lgación deberá hacerse siempre dentro delplazo de diez días.La p6blicación es el medio q	e se emplea para hacer llegar la ley alconocimiento de los individ	os. Es lógico q	e para exigir obediencia a la ley debeproporcionarse el medio para conocerla. La p	blicación persig	e entonces dar aconocer el texto legal. Dispone el art. 75 de la Constit	ción Política q	e la p	blicaciónse hará dentro de los cinco días hábiles sig	ientes a la fecha en q	e q	ede totalmentetramitado el decreto prom	lgatorio.El artíc	lo 7º del Código Civil reg	la lo relativo a la p	blicación de la ley,estableciendo:a) Q	e la ley debe p	blicarse mediante s	 inserción en el Diario $ficial;b) Q	e, desde la fecha de s	 p	blicación, se entenderá conocida por todos;c) Q	e desde la fecha de s	 p	blicación será obligatoria;d) Q	e, para todos los efectos legales, la fecha de la ley será la de s	 p	blicación;e) Q	e, no obstante lo anterior, en c	alq	ier ley podrán establecerse reglas diferentessobre s	 p	blicación y sobre la fecha en q	e la ley de q	e se trate entre en vigencia.La regla general entonces, será q	e la ley se hace obligatoria, es decir entra envigencia, desde la fecha de s	 p	blicación. Sin embargo, en c	alq	ier ley podráestablecerse 	na fecha distinta de vigencia.El espacio de tiempo q	e media entre la p	blicación de la ley y s	 vigencia, sedenomina “vacancia de la ley”. Alg	nas legislaciones la establecen para q	e todas laspersonas p	edan conocer el texto legal y se calc	la considerando q	e el periódicooficial en el c	al se insertó la ley lleg	e a s	s manos en dicho lapso54. Para el cómp	todel plazo de la vacancia legal, hay dos sistemas: 	no sim	ltáneo y otro s	cesivo ograd	al. De ac	erdo con el primero, la ley comienza a regir en 	n mismo instante entodos los p	ntos del territorio de 	n país. Por el sistema s	cesivo o grad	al, la leyentra en vigor en 	nas localidades o regiones y l	ego en otras, según la mayordistancia q	e medie entre las diversas regiones y el l	gar en q	e se p	blica elperiódico oficial. Chile sig	ió este sistema hasta q	e la Ley Nº 9.400, de 1949,consagró la fórm	la de q	e la ley empieza a regir desde s	 p	blicación en el Diario$ficial en todo el territorio de la República, salvo disposición expresa en contrario. EnChile, por ende, por regla general no hay vacancia legal. Se f	ndamenta lo anterior enel hecho de q	e la ley, antes de s	 prom	lgación y p	blicación, es s	sceptible deconocerse por todos, al menos en lo s	stancial, ya q	e las sesiones del Congreso y lasanción del Presidente de la República tienen gran p	blicidad a través de los medios decom	nicación, de manera q	e al p	blicarse en el Diario $ficial, ese conocimientopúblico sólo viene a “oficializarse”.Sin embargo, por excepción, c	alq	ier ley p	ede establecer reglas diferentes,no sólo sobre s	 p	blicación, sino también sobre s	 fecha o fechas en q	e haya deentrar en vigencia. Por tanto, 	na ley, si así lo dispone ella misma, p	ede entrar envigencia 	n tiempo desp	és de s	 p	blicación o p	ede disponer q	e en ciertas regionesdel país entre a regir en 	na fecha y en otras regiones en 	na fecha distinta. Incl	so,p	ede disponerse q	e ciertos artíc	los de 	na ley entren en vigencia inmediatamentede p	blicada ésta y otros con posterioridad (así aconteció, por ejemplo, con las últimasreformas del Código Civil, prom	lgadas por las leyes números 18.802, 19.335 y
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19.585 de los años 1989, 1994 y 1998, respectivamente, y con la Ley número 19.947de Matrimonio Civil, del año 2004).Los plazos prolongados de vacancia legal se establecen en leyes q	e marcan 	ncambio acent	ado de régimen j	rídico o en leyes q	e por s	 complejidad req	ierentiempo para ser cabalmente conocidas y aplicadas (así, por ejemplo, tratándose de lareforma procesal penal, c	yas normas t	vieron 	na vigencia grad	al).
- Pres	nción o ficción de conocimiento de la ley.El inc. 1 del art. 7º establece q	e, desde la fecha de s	 p	blicación, la ley seentenderá conocida de todos. A s	 vez, el art. 8º dispone q	e nadie podrá alegarignorancia de la ley, desp	és q	e ésta haya entrado en vigencia.Descansan estas disposiciones en el principio de q	e la ignorancia del Derechono exc	sa s	 inc	mplimiento, consec	encia a s	 vez del principio f	ndamental delCódigo Civil de la omnipotencia de la ley.El sec	lar principio de q	e la ley es de todos conocida, se basa en 	n poderosointerés social, q	e se hace patente con solo pensar, como ha dicho 	n a	tor, q	e “sipara ser dispensado de conformarse a la ley, bastase alegar q	e se la ignora, ella anadie obligaría”.En la doctrina, se s	ele indicar q	e el conocimiento s	p	esto q	e todos tienende la ley no es en verdad 	na pres	nción, porq	e la base de toda pres	nción es q	e elhecho q	e se pres	me corresponde a lo q	e normalmente s	cede, y es innegable q	elo q	e acontece normalmente es la ignorancia del Derecho por parte de la generalidadde los ci	dadanos, los c	ales, en el enorme laberinto de las leyes dictadas sininterr	pción no p	eden conocer ni siq	iera 	na peq	eña parte de ellas.De ahí q	e se hable más bien de 	na “ficción legal”. Por la necesidad social deq	e nadie el	da el c	mplimiento de la ley, se finge q	e con el hecho de s	 p	blicaciónnadie ignora s	s preceptos, impidiendo así q	e se aleg	e s	 ignorancia.En relación con lo anterior, también se ha señalado por alg	nos q	e ladisposición del art. 706, inc. final, acerca de q	e “el error en materia de derechoconstit	ye 	na pres	nción de mala fe q	e no admite pr	eba en contrario” no tendría	na aplicación general, sino circ	nscrita a la posesión. Ig	al cosa oc	rriría, tratándosede lo disp	esto en el art. 1452, en c	anto a q	e “el error sobre 	n p	nto de derechono vicia el consentimiento”. Tal posición doctrinaria nos parece s	mamente disc	tible,considerando la f	erza del art. 8, respecto del c	al los arts. 706 inciso final y 1452 noson sino aplicaciones. La referida pres	nción de mala fe tendría entonces, en n	estraopinión, 	n alcance general.Se s	elen señalar también diversos casos en los c	ales el error de derechop	ede alegarse, sobre la base de la b	ena fe, a	n c	ando no para exc	sarse delinc	mplimiento de la norma, sino para otros efectos. Así, por ejemplo:i.- Tratándose de los arts. 2297 y 2299, en el ámbito del c	asicontrato del pago de lono debido, casos en los c	ales q	ién pagó 	na s	ma de dinero o entregó 	na cosa aotro creyendo q	e estaba legalmente obligado a ello, p	ede solicitar la repetición (osea, la devol	ción) de lo q	e pagó o entregó, amparándose incl	so en el error dederecho.ii.- $tro caso se contempla en el art. 1683, referido a la n	lidad absol	ta. Tal preceptoestablece q	e p	ede alegarse la n	lidad absol	ta por todo el q	e tiene interés en ello,excepto el q	e ha ejec	tado el acto o celebrado el contrato, sabiendo o debiendo saberel vicio q	e lo invalidaba. Así, si la persona no t	vo conocimiento de la ley en virt	d dela c	al el acto o contrato es considerado n	lo, le es permitido invocar la n	lidad dedicho acto j	rídico.iii.- También creemos q	e existe otro caso en el artíc	lo 972, referido a la indignidadpara s	ceder q	e afecta a la persona q	e “a sabiendas de la incapacidad”, hayaprometido al dif	nto hacer pasar s	s bienes o parte de ellos, bajo c	alq	ier forma, a
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	na persona incapaz para s	ceder al ca	sante. Si la promesa se hizo desconociendo laley el q	e prometió, no operaría en s	 perj	icio la ca	sal de incapacidad (L	is ClaroSolar, sin embargo, considera q	e sólo podría tratarse de 	n error de hecho).iv.- Una c	arta hipótesis encontramos en las reglas del contrato de mandato, aldisponer el art. 2122 del Código Civil q	e “El mandatario q	e ejec	ta de b	ena fe 	nmandato n	lo o q	e por 	na necesidad imperiosa sale de los límites de s	 mandato, seconvierte en 	n agente oficioso”. Si el mandato es n	lo, no hay verdadero mandato, ypor ende q	ien act	aba como mandatario no p	ede reclamar el pago del honorario q	ele habría correspondido por ejec	tar la gestión q	e se le confió. Pero, dado q	e la leylo considera al menos como 	n agente oficioso, podrá reclamar el reembolso de lo q	eh	biere invertido en la ejec	ción de dicha gestión. La circ	nstancia de q	e hayainc	rrido en 	n error de derecho (al ignorar la ca	sal de n	lidad), no obsta paraobtener dicho reembolso.v.- Para alg	nos, habría 	n solo caso en q	e podría sostenerse la ignorancia de la leypara exc	sarse de s	 inc	mplimiento. Tal sería el caso del llamado “matrimoniop	tativo”, establecido en el art. 51 de la Ley de Matrimonio Civil. En efecto, alg	nossostienen q	e el error a q	e se al	de en el citado precepto es tanto el error de hechocomo el de derecho. Podría 	na persona afirmar entonces q	e ignoraba la ley q	eseñala los impedimentos para contraer matrimonio y así q	edar amparada en lap	tatividad, siempre q	e conc	rra la b	ena fe y la j	sta ca	sa de error. El p	nto ess	mamente disc	tible. Desde ya, Enriq	e Rossel concl	ye q	e no estaríamos ante talcaso excepcional. Afirma este a	tor q	e el error de derecho no p	ede ser considerado"j	sta ca	sa de error", p	es la ley se pres	me conocida de todos, de manera q	e q	ienyerra en derecho, yerra a sabiendas. Por lo demás, agrega el a	tor citado, ignorar laley en 	n acto de la trascendencia del matrimonio importa 	na falta de diligencia y deac	ciosidad incompatible con el concepto de "error j	stificable", q	e es el q	e inspira elart. 51 de la Ley de Matrimonio Civil. En consec	encia, si se declara n	lo 	nmatrimonio viciado de error de derecho, tal matrimonio no p	ede ser p	tativo y nogenera efectos válidos. El error, en este caso, entonces, sólo p	ede ser el de hecho(por ejemplo, 	no de los contrayentes ignoraba q	e el otro tenía 	n vínc	lomatrimonial no dis	elto).
b) DEROGACIÓN DE LAS LEYES.
b.1) Concepto.Consiste la derogación en la cesación de la eficacia de 	na ley en virt	d de otraley posterior. Se priva a la primera de s	 f	erza obligatoria, reemplazando o no s	sdisposiciones por otras.El f	ndamento de la derogación de la ley lo encontramos en la permanenteevol	ción de la sociedad, la q	e exige constantemente n	evas formas j	rídicas, deac	erdo al momento histórico en q	e se vive.Cabe considera, con todo, 	n caso en el q	e la derogación o el cese extrínsecode eficacia de 	na ley no opera en virt	d de otra ley q	e así lo disponga: c	ando elTrib	nal Constit	cional declara la inconstit	cionalidad de 	n precepto legal. En estecaso, y a pesar de q	e la propia Constit	ción señala en s	 art. 94, inc. 3°, q	e “elprecepto declarado inconstit	cional en conformidad a lo disp	esto en los n	merales 2,4 o 7 del artíc	lo 93, se entenderá derogado desde la p	blicación en el Diario $ficial dela sentencia q	e acoja el reclamo, la q	e no prod	cirá efecto retroactivo”, a j	icio dealg	nos no estaríamos en rigor ante 	n caso de derogación, sino de invalidación de	na ley, q	e opera con efectos generales. Al	diremos a este p	nto en el literal q	esig	e.
b.2) Clases de derogación.
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55 Henríq	ez Viñas, Miriam, “¿Derogación tácita o inaplicabilidad de preceptos preconstit	cionales?”, enEstudios Constitucionales, año 15, N° 1, 2017, Centro de Est	dios Constit	cionales de Chile, Universidad deTalca, p. 310.

i.- Derogación expresa, tácita y orgánica.Esta primera clasificación atiende a la forma en q	e opera.La derogación p	ede ser expresa o tácita, conforme lo disponen los arts. 52 y53 del Código Civil. A las anteriores, la doctrina agrega la derogación orgánica.La derogación es expresa, c	ando la n	eva ley dice explícitamente q	e derogala antig	a (por ejemplo, el artíc	lo final del Código Civil).Es tácita, c	ando la n	eva ley contiene disposiciones q	e no p	eden conciliarsecon las de la ley anterior. Se f	nda en q	e, existiendo dos leyes contradictorias dediferentes épocas, debe entenderse q	e la más n	eva ha sido dictada por el legisladorcon el propósito de modificar o corregir la ley más antig	a. Con todo, como no debellevarse esta pres	nción más allá de s	 razón y objeto, la derogación tácita, deac	erdo al art. 53, deja vigente todo aq	ello de las leyes anteriores q	e no p	gne conlas disposiciones de la n	eva ley.De inmediato se observa 	na diferencia radical entre la derogación expresa y latácita: la primera es declarada por el legislador, mientras q	e la seg	nda lo será por elj	ez q	e conozca de 	n as	nto s	sceptible de resolverse con la ley antig	a o con lan	eva. Lo anterior, a	nq	e tanto la expresa como la tácita se originan obviamente porla f	nción legislativa. Por eso, expresa la profesora Miriam Henríq	ez Viñas, citando as	 vez al profesor Aníbal Basc	ñán Rodríg	ez, q	e “… la derogación tácita se prod	cec	ando el órgano q	e debe resolver 	n caso, y debe f	ndar s	 decisión s	jetándose alderecho vigente, constata q	e éste contiene dos sol	ciones distintas para ese caso,incompatibles entre sí. En opinión del mismo a	tor, la derogación tácita de la leyanterior no es el efecto de 	n acto realizado en ejercicio de 	na potestad normativa,sino los efectos de 	n complejo de reglas q	e gobiernan el ejercicio de la potestadj	risdiccional. Estas reglas obligan al órgano adj	dicador a seleccionar de 	na maneradeterminada la norma aplicable al caso. Por tal motivo, la derogación tácita de la ley esconstatada y declarada por el trib	nal en la f	ndamentación de s	 sentencia. Por esos	pone 	n acto interpretativo de la norma anterior y la posterior, q	e identifiq	e s	srespectivos sentidos y constate s	 incompatibilidad entre sí”.55
Derogación orgánica es la q	e se prod	ce c	ando 	na ley, disciplina toda lamateria, q	e está reg	lada por 	na o varias leyes precedentes, a	nq	e no hayaincompatibilidad entre las disposiciones de la ley antig	a y la n	eva. Si el legislador hareordenado toda la materia, es forzoso s	poner q	e ha partido de otros principiosdirectivos, los c	ales, en s	s variadas y posibles aplicaciones, podrían llevar aconsec	encias diversas y a	n op	estas a las q	e se pretenden si se introd	jera 	nprecepto de la ley antig	a, a	nq	e no f	era incompatible con las normas de la n	evaley. Para q	e tenga l	gar la derogación orgánica, es menester q	e la n	eva leyreglamente en forma completa 	na materia o 	n organismo dado. El determinar si 	namateria está o no enteramente reg	lada por la n	eva ley, depende no del mayor omenor número de disposiciones q	e contiene la ley n	eva en relación con la antig	a,sino de la intención, revelada por el legislador, de abarcar con las n	evas disposicionestoda 	na materia.M	chos a	tores consideran la derogación orgánica como 	na especie dederogación tácita, porq	e dicen q	e toda ley q	e viene a reglamentar totalmente 	namateria regida por otra ley anterior, contiene en s	s preceptos 	na incompatibilidadimplícita con c	alesq	iera otras q	e versen sobre el mismo as	nto.
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56 Seg	imos a contin	ación el trabajo de la profesora Miriam Henríq	ez Viñas, pp. 307-328.

En todo caso, n	estros trib	nales han reconocido, en diversos fallos, laexistencia de la derogación orgánica, señalándose q	e “tratándose de 	na ley generalla posterior deroga a la ley general anterior dictada sobre la misma materia”.ii.- Derogación total o parcial.La derogación, en c	anto a su alcance, p	ede ser total o parcial. La derogacióntotal s	prime por completo la ley antig	a, sea q	e se limite a establecer la s	presión,sea q	e la reemplace por otras disposiciones. Por la derogación parcial se s	prime 	noo más preceptos de la ley antig	a, s	stit	yéndolos o no por otros, q	edando el restode las disposiciones vigentes.Relacionando esta seg	nda clasificación con la primera, p	ede concl	irse q	e laderogación expresa o tácita p	ede ser total o parcial, mientras q	e la orgánica sólopodría ser total.iii.- Derogación o inaplicabilidad a consec	encia de entrar en vigencia 	na norma derango s	perior.Las clasificaciones anteriores se plantean bajo el entendido q	e la ley derogaday aq	ella q	e la deroga, son normas de la misma jerarq	ía. ¿Q	é oc	rre si la n	evanorma f	ere de rango constit	cional, y s	s términos son inconciliables con aq	ellos de	na ley precedente? Se comprende q	e ésta no podría s	bsistir, habida c	enta de loprecept	ado en 	na norma de s	perior jerarq	ía. Pero la c	estión no es tan simple.Desde ya, tres c	estiones f	ndamentales se han debatido en la doctrina:56
1° ¿C	ál es el criterio para sol	cionar la incompatibilidad entre normas de distintajerarq	ía, siendo la norma s	perior posterior a la norma inferior? Al efecto, las posiblesresp	estas serían: aplicando 	n criterio jerárq	ico o aplicando 	n criterio cronológico.2° ¿C	ál es el efecto de aplicar 	no 	 otro criterio? Si se aplica el criterio jerárq	ico, elefecto será la inaplicabilidad o inconstit	cionalidad de la norma inferior. Si se aplica elcriterio cronológico, el efecto será la derogación de la norma inferior.3° ¿C	ál es el órgano competente para resolver el conflicto normativo? Alg	nossostienen q	e la declaración de inaplicabilidad o de inconstit	cionalidad sólo lecompete al Trib	nal Constit	cional. $tros consideran q	e corresponde a los trib	nalesde j	sticia declarar la derogación tácita de los preceptos preconstit	cionales (es decir,de aq	ellos q	e encontrándose vigentes al momento de entrar en vigencia laConstit	ción de 1980 o alg	na de s	s reformas, q	edaron derogados tácitamente porcontener normas contrarias al ordenamiento constit	cional).Partic	larmente complejo es este problema, en lo q	e respecta a la tercera deestas c	estiones, esto es, en c	anto al órgano competente. En efecto, la CorteS	prema ha dictado varias sentencias, en las q	e ha declarado tácitamente derogadaspreceptos legales anteriores a la vigencia de normas constit	cionales incompatiblescon las primeras. Por s	 parte, el Trib	nal Constit	cional ha reclamado competenciaexcl	siva y excl	yente en la materia, sobre la base q	e sólo a dicho Trib	nal lecompete declarar la inaplicabilidad o la inconstit	cionalidad de los preceptos legales, yasean preconstit	cionales o postcontit	cionales.Para 	n sector de la doctrina, el conflicto entre la norma legal anterior y lanorma constit	cional posterior se res	elve mediante la declaración de inaplicabilidad oinconstit	cionalidad de la norma legal por aplicación del criterio jerárq	ico, siendocompetente sólo el Trib	nal Constit	cional. Ello, porq	e tras la reforma a laConstit	ción del año 2005, el control de la constit	cionalidad q	edó concentrado en elTrib	nal Constit	cional.$tro sector de la doctrina, post	la la posibilidad de q	e los trib	nales ordinariosdeclaren la derogación tácita de los preceptos preconstit	cionales. En el marco de estaseg	nda doctrina, se form	la 	n distingo: si se trata de preceptos preconstit	cionales,es procede q	e se declare s	 derogación tácita por los trib	nales ordinarios de j	sticia.
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57 Cordero Q	inzacara, Ed	ardo, “Los principios y reglas q	e estr	ct	ran el ordenamiento j	rídico chileno”,en Revista Ius et Praxis, año 15, N° 2, p. 27, citado a s	 vez por Henríq	ez Viñas, Miriam, ob. cit., p. 313.58 Rojas Chamaca, J	lio, La derogación tácita de preceptos preconstitucionales por la jurisdicción ordinaria.Análisis jurisprudencial después de la reforma constitucional de 2005, Santiago de Chile, EditorialMetropolitana, 2013, pp. 157-162, citado a s	 vez por Henríq	ez Viñas, Miriam, ob. cit., p. 313.59 Ald	nate Lizana, Ed	ardo, “La f	erza normativa de la Constit	ción y el sistema de f	entes del derecho”,en Revista de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, XXXII, p. 455, citado a s	 vez por

En cambio, si se trata de preceptos postconstit	cionales, corresponde al trib	nalConstit	cional declarar s	 inaplicabilidad. Expresa al efecto Ed	ardo Cordero: “Así, si lanorma es previa [a la vigencia de la Constit	ción] y ha devenido en inconstit	cional, esclaro q	e la sol	ción será la derogación de la misma, c	ya declaración corresponde atodo órgano llamado a aplicar el derecho, como son los j	eces de la instancia, en lamedida q	e constatan 	na consec	encia j	rídica q	e ya se ha prod	cido. En cambio, sila norma es postconstit	cional esta posibilidad se ve f	ertemente restringida, en lamedida q	e la competencia al efecto q	eda radicada en el Trib	nal Constit	cional,tanto para constatar la derogación como para inaplicar la norma legal o an	larla, en s	caso”.57
También en el marco de esta seg	nda doctrina, J	lio Rojas sostiene laposibilidad de q	e se declare la derogación tácita de preceptos preconstit	cionales porla j	risdicción ordinaria, conforme a los sig	ientes arg	mentos:1° Procede la aplicación del criterio cronológico por sobre el criterio jerárq	ico.2° Es necesario disting	ir entre vigencia y validez de la norma. La norma legal anteriorq	e contradice materialmente a la Constit	ción debe declararse derogada –y noinvalidada-, p	es antes q	e entrare en vigencia la seg	nda, era vigente y tambiénválida. Mal podría operar 	na invalidez sobreviniente. La invalidez o la validez sólop	eden ser originarias, n	nca sobrevinientes.3° La f	erza normativa de la Constit	ción, q	e obliga a todos los órganos del Estado, yentre ellos a los trib	nales ordinarios de j	sticia, a c	mplir y aplicar directamente laCarta F	ndamental.4° La Constit	ción, como toda norma j	rídica, tiene la capacidad de derogar normasj	rídicas anteriores de ig	al o inferior rango, en el caso q	e la contradigan.58
Aún más, en lo q	e podríamos calificar como la tesis más extrema de laseg	nda doctrina, Ed	ardo Ald	nate considera q	e la fac	ltad de los trib	nalesordinarios de j	sticia se extiende también a los preceptos postconstit	cionales. Conello, en l	gar de existir 	n control concentrado de la constit	cionalidad, este sería 	ncontrol dif	so, porq	e en realidad no sería privativo del Trib	nal Constit	cional: “No seobserva 	na razón para afirmar q	e el mismo j	ez q	e p	ede resolver la antinomia enel caso de derogación tácita [de 	n precepto preconstit	cional] no p	ede realizar lamisma operación c	ando la misma antinomia opera respecto de la misma Constit	ción,sólo q	e respecto de 	n precepto posterior a la entrada en vigencia de la misma. Elarg	mento q	e señala q	e ello se debe al sistema de concentración de control deconstit	cionalidad en el Trib	nal Constit	cional pasa por alto q	e esta magistrat	ra nores	elve, para la respectiva gestión j	dicial, la antinomia entre Constit	ción y preceptolegal, sino q	e la elimina, al retirar del 	niverso de f	entes q	e deberá considerar elj	ez del fondo, al resolver, el precepto legal c	ya aplicación se imp	gna porinconstit	cional. De este modo no se le ha otorgado al Trib	nal Constit	cional lafac	ltad de resolver estas antinomias y mal podría sostenerse entonces q	e los j	ecesdel fondo carecen de 	na atrib	ción, porq	e ésta se alega entregada al Trib	nal[Constit	cional], c	ando efectivamente no se le ha entregado. Esta sol	ción esprecisamente el arg	mento q	e tiende a reforzar la idea de q	e el predicado de f	erzanormativa de la Constit	ción como eficacia directa incl	ye al derecho constit	cional enel sistema de f	entes q	e debe considerar y resolver c	alq	ier j	ez, de ac	erdo a laidea de control dif	so examinado arriba”.59
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Henríq	ez Viñas, Miriam, ob. cit., p. 314.60 Henríq	ez Viñas, Miriam, ob. cit., pp. 314 y 315.

Miriam Henríq	ez, por s	 parte, señala las sig	ientes consec	encias, q	ederivan del hecho q	e la Constit	ción sea f	ente del Derecho con eficacia directa, yq	e s	 garantía j	risdiccional se enc	entre, desde la reforma del año 2005,concentrada en el Trib	nal Constit	cional:1° Los trib	nales de j	sticia, al decidir el Derecho aplicable, tienen la fac	ltad dedeclarar derogado 	n precepto legal preconstit	cional por s	 incompatibilidad con laConstit	ción, aplicando directamente la norma constit	cional posterior. Se trataría de	n problema de vigencia de normas, resol	ble mediante la aplicación del criteriocronológico.2° El trib	nal Constit	cional está fac	ltado para verificar la conformidad del preceptolegal postconstit	cional con la norma constit	cional s	perior, ya por la vía de la acciónde inaplicabilidad o de la acción de inconstit	cionalidad, siendo esta 	na c	estión deaplicabilidad/validez/constit	cionalidad de normas, resol	ble conforme al criteriojerárq	ico, más partic	larmente de la s	premacía constit	cional.3° En ambos s	p	estos –es decir, sea q	e se trate de normas anteriores o posterioresa la Constit	ción-, la norma aplicable con preferencia a la otra es la normaconstit	cional posterior y s	perior.4° Los trib	nales de j	sticia carecen de la potestad para declarar la inaplicabilidad delas normas legales pre y postcontit	cionales q	e contravinieren la Constit	ción. En 	nsistema de control concentrado de constit	cionalidad como el chileno, la declaración deinaplicabilidad por inconstit	cionalidad o de inconstit	cionalidad sólo le corresponde alTrib	nal Constit	cional.5º Nada obsta a q	e las partes o el j	ez de la gestión pendiente req	ieran al Trib	nalConstit	cional para q	e se declare la inaplicabilidad por inconstit	cionalidad de 	nprecepto legal preconstit	cional, aplicable y decisivo en 	n caso concreto.60
Un ejemplo de la disc	sión exp	esta, encontramos a propósito de alg	nas delas normas del Decreto Ley Nº 2.695, del año 1979, q	e “Fija normas para reg	larizarla posesión de la peq	eña propiedad raíz y para la constit	ción del dominio sobre ella”.Alg	nas de s	s normas, se han considerado, en determinadas circ	nstancias, comocontrarias a la Constit	ción Política de 1980.

b.3) La derogación en relación con la ley general y la ley especial.Si con posterioridad a la prom	lgación de 	na ley general se dicta 	na leyespecial sobre la misma materia, es ind	dable q	e ésta prevalece sobre la primera entodo lo q	e sean incompatibles. La ley especial deroga las disposiciones de otras leyesgenerales q	e no p	eden coexistir con las normas de la primera. Lo anterior res	lta dela aplicación del principio de la especialización así como también de los principios de laderogación tácita. Sin embargo, la ley especial no derogará las normas de la leygeneral, si éstas no son inconciliables con la primera. En tal caso, las normas generalesse aplicarán s	pletoriamente, en lo no reg	lado por la ley especial (por ejemplo, lasnormas del Código Civil relativas al contrato de arrendamiento, tendrán aplicacións	pletoria, para las materias no res	eltas en la Ley N° 18.101 sobre arrendamiento depredios 	rbanos o en el Decreto Ley N° 993 sobre arrendamiento de predios rústicos).El problema es más complicado c	ando a 	na ley especial s	cede 	na leygeneral. La mayor parte de la doctrina, apoyándose en el aforismo “la ley posteriorgeneral no deroga la ley anterior especial”, sostiene q	e las disposiciones especialesdeben ser derogadas expresamente por la ley general posterior. Pero alg	nos a	tores(R	ggiero, Coviello), no piensan de la misma manera y estiman q	e esta es 	nac	estión de interpretación q	e se res	elve por el examen, en cada caso, de laintención del legislador. Es posible, sostienen, q	e la ley general posterior deje en
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61 Cfr. Vodanovic, Antonio, Derecho Civil. Parte preliminar y parte general. Explicaciones basadas en lasversiones de clases de los profesores de la Universidad de Chile Arturo Alessandri R. y Manuel Somarriva U.,redactadas, ampliadas y actualizadas por Antonio Vodanovic H., Tomo primero, 5ª edición, Santiago deChile, Ediar ConoS	r Ltda., 1990, p. 214; y Fig	eroa Yáñez, Gonzalo, Curso de Derecho Civil. Tomo I, 5ªedición, Santiago de Chile, Editorial J	rídica de Chile, 2015, p. 168.

evidencia la determinación de someter a s	 imperio los casos q	e se encontrabanregidos por la ley especial.
b.4) Efectos de la derogación de la ley derogatoria.Una ley derogada no revive por el solo hecho de derogarse la ley derogatoria.Ello, porq	e:1º La n	eva ley nada p	ede haber disp	esto respecto a las sit	aciones j	rídicasdisciplinadas por las leyes anteriores, con lo c	al lisa y llanamente q	eda abolida lacorrespondiente instit	ción j	rídica o ésta q	eda gobernada por normas o principiosgenerales; o2º Si la n	eva ley algo disp	so, significa q	e se aplican s	s disposiciones, a	n c	andosean idénticas a las disposiciones q	e a s	 vez f	eron s	primidas por la leyderogatoria, también abolida ahora.Es necesario, por tanto, q	e 	na ley dev	elva expresamente s	 vigor a 	na leyderogada; la simple abrogación de la ley derogatoria no p	ede por sí sola dar vida a loq	e ya no existe. Y es lógico q	e así sea, teniendo presente q	e la ley es 	nadeclaración positiva y act	al del legislador.Las leyes q	e v	elven a poner en vigor 	na ley derogada, reciben el nombre de“resta	radoras” o “restablecedoras”.
c) Ca6sas intrínsecas q6e prod6cen la cesación de la eficacia de 6na ley.

Si bien la derogación constit	ye la ca	sa más frec	ente de la cesación de laeficacia legal, existen otras ca	sas llamadas intrínsecas, porq	e van implícitas en lamisma ley.Tales ca	sas intrínsecas son:c.1) El transc	rso del tiempo fijado para la vigencia de la ley. Así, por ejemplo, 	na leyq	e otorg	e ciertos beneficios ad	aneros a las empresas q	e se instalen en zonasextremas del país d	rante 	n determinado período. $ aq	ella ley q	e condone lasm	ltas, para q	ienes reg	laricen ante la respectiva Dirección de $bras, dentro de 	ncierto plazo, las constr	cciones erigidas en s	s viviendas, sin haber obtenidopreviamente el pertinente permiso de edificación.c.2) La consec	ción del fin q	e la ley se prop	so alcanzar. Así, por ejemplo, 	na leyq	e h	biere disp	esto 	na pensión de gracia a los veteranos de la G	erra del Pacífico.c.3) La desaparición de 	na instit	ción j	rídica, o la imposibilidad de 	n hecho q	e erapres	p	esto necesario de la ley. Así, por ejemplo, habiendo sido derogada la pena dem	erte (salvo para el ámbito del Derecho Penal Militar), todos los preceptos q	epartían de la base de s	 existencia, dejaron por esa sola circ	nstancia de prod	cirefecto. $ en 	n f	t	ro no m	y lejano, es dable s	poner q	e cesará la eficacia de lasnormas contemplas en la Ley del Tránsito, q	e se refieren a q	ienes cond	cencarr	ajes arrastrados por animales en vías 	rbanas.
d) Efecto inmediato, efecto retroactivo y 6ltra-actividad de la ley.61

d.1) Aspectos generales.Respecto a la vigencia y obligatoriedad de la ley, p	eden disting	irse tresperíodos:
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62 Vodanovic H., Antonio, Derecho Civil, ob. cit., p. 216.

1º El período q	e media entre la entrada en vigor de la ley y la derogación de lamisma;2º El período anterior a la entrada en vigor de la ley; y3º El período posterior a s	 derogación.Normalmente, 	na ley es obligatoria desde el día en q	e se p	blica o desde 	nafecha posterior q	e la misma ley establece y s	 vigencia se extiende hasta q	e esderogada por otra ley o transc	rre el plazo o acaece el hecho q	e fija s	 extinción. Laley rige todos los hechos y actos q	e se realizan d	rante el período determinado.Los hechos, relaciones o sit	aciones j	rídicas q	e han s	rgido y prod	cido todoss	s efectos bajo el imperio de la ley antig	a, no son, nat	ralmente, alcanzados por lan	eva norma.Pero el problema se presenta con respecto a los hechos, relaciones osit	aciones j	rídicas q	e han s	rgido al amparo de 	na ley y q	e por c	alq	iera razónvienen a desarrollarse o a prod	cir todos o alg	nos de s	s efectos c	ando dicha normaya no rige y tiene imperio otra. En estos casos, cabe preg	ntarse entonces q	é leydebe aplicarse, si la antig	a o la n	eva.El art. 9º del Código Civil contiene al respecto 	n precepto 	niversalmenteaceptado: la ley sólo p	ede disponer para lo f	t	ro y no tendrá jamás efectoretroactivo.Dos reglas, contiene el precepto:1º La ley dispone para el porvenir: rige todos los actos y sit	aciones q	e se prod	zcancon posterioridad a s	 vigencia;2º La ley nada dispone sobre los hechos pasados, realizados con anterioridad a s	vigencia: esta seg	nda regla, constit	ye el principio de la no retroactividad de la ley.C	ando la ley n	eva alcanza con s	s efectos al tiempo anterior a s	 vigencia,internándose en el dominio de la norma antig	a, se dice q	e tiene efecto retroactivo,porq	e 	na ley v	elve sobre el pasado.C	ando la ley n	eva rige ella sola, excl	sivamente, desde el día en q	e entra envigor, todos los actos y sit	aciones q	e se prod	zcan en el f	t	ro, hablamos de efectoinmediato de la ley. En dicho contexto, la ley n	eva no permite la s	bsistencia de laley antig	a, ni siq	iera para las sit	aciones j	rídicas nacidas en el tiempo en q	e éstaúltima regía. Los efectos de tales relaciones j	rídicas, q	e se prod	zcan desp	és deentrar en vigencia la n	eva ley, se regirán por ésta, en virt	d del señalado efectoinmediato. Las leyes procesales, s	elen tener efecto inmediato.La regla general es el efecto inmediato de la ley. Lo excepcional es el efectoretroactivo.Sin embargo, la ley antig	a, a pesar de haber sido derogada, continúa rigiendoaq	ellos contratos celebrados bajo s	 vigencia. En este caso, entonces, no hay efectoinmediato de la ley n	eva, sino q	e 	ltra-actividad de la ley antig	a.En relación a la 	ltra-actividad y al efecto inmediato de la ley, cabe destacar laLey Nº 5.001, p	blicada en el Diario $ficial el 13 de noviembre de 1931, q	e disp	soen s	 artíc	lo 1º q	e la renta de arrendamiento de los predios 	rbanos y rústicos debíaser pagada, d	rante s	 vigencia, con 	na rebaja del 20% con relación a la q	e elmismo arrendatario pagaba el 1º de enero de 1931. Esta ley, afirma Vodanovic, operócon efecto retroactivo, p	es la sit	ación establecida por los contratos dearrendamiento, con anterioridad a la prom	lgación de la ley, vino a ser modificada.62
En realidad, esta ley no t	vo 	n efecto retroactivo, p	es no afectó las rentasdevengadas entre el 1º de enero de 1931 y el 13 de noviembre del mismo año, sinoq	e más bien, a partir de esta última fecha, t	vo efecto inmediato, desconociendo laultra-actividad de la ley q	e regía al momento en q	e se celebraron los respectivoscontratos de arrendamiento. Una norma de esta índole con seg	ridad sería tachada en
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n	estros días de inconstit	cional, pero debemos entenderla en el contexto de la época,c	ando n	estro país f	e severamente golpeado, con dos años de desfase, por la crisisdel año 1929, ocasionando a la postre la caída del gobierno de Carlos Ibáñez delCampo el 26 de j	lio de 1931.
d.2) J	stificación de la irretroactividad.Las razones q	e han determinado el establecimiento de este principio serelacionan directamente con la seg	ridad j	rídica. Ning	na seg	ridad y confianzatendrían los partic	lares si s	 patrimonio, s	 condición personal y los efectos de s	sactos y contratos f	eran a cada instante p	estos en disc	sión, modificados os	primidos por 	n cambio de parecer del legislador. El interés general, exige q	e lohecho reg	larmente bajo 	na ley, sea considerado válido e inamovible, no obstante lam	danza de legislación.
d.3) El principio de la irretroactividad ante el legislador.Entre nosotros, en materia civil, el principio de irretroactividad se hallaconsagrado en el Código Civil y no en la Constit	ción. Por lo tanto, no p	ede obligar allegislador, ya q	e éste sólo está s	bordinado a la Constit	ción.Distinto es el caso en materia penal, conforme al Nº 3 del art. 19 de laConstit	ción, precepto q	e dispone q	e nadie p	ede ser j	zgado sino por 	n trib	nalestablecido con anterioridad y q	e ningún delito se castigará con otra pena q	e la q	eseñale 	na ley prom	lgada con anterioridad a s	 perpetración, a menos q	e 	na n	evaley favorezca al afectado. De tal forma, en materia penal la ley desfavorable alinc	lpado será inconstit	cional si es retroactiva. A contrario sens	, la ley más favorablebeneficiará tanto al inc	lpado como al condenado y podrá en consec	encia tener efectoretroactivo (art. 18 del Código Penal).En materia civil, existe sin embargo 	na prohibición indirecta a la retroactividad,de rango constit	cional: es la norma del Nº 24 del art. 19 de la Constit	ción, q	econsagra la protección del derecho de propiedad. Dispone dicho precepto q	e nadiep	ede ser privado de s	 dominio sino por expropiación por ca	sa de 	tilidad pública, ypagando al afectado la pertinente indemnización. En consec	encia, c	alq	iera ley q	eatentare contra el derecho de dominio habido bajo el imperio de 	na ley anterior, seráinconstit	cional.En síntesis, el legislador tiene libertad para dictar leyes retroactivas, salvo enmateria penal -a menos q	e la n	eva ley sea más favorable- y en materia civilrespecto al derecho de dominio.
d.4) El principio de la irretroactividad ante el j	ez.El art. 9º del Código Civil, como toda ley, es obligatorio para el j	ez. Este nop	ede aplicar 	na ley con efecto retroactivo, salvo q	e la misma ley así lo disponga,caso en el c	al está obligado a aplicarla con ese efecto. El art. 9º contiene p	es 	naprohibición para el j	ez, pero no para el legislador.
d.5) La retroactividad debe ser expresa.El j	ez no p	ede el	dir la prohibición del art. 9º, bajo el pretexto de 	naintención tácita del legislador. En otras palabras, no es posible aceptar 	naretroactividad implícita o “tácita”.Si se define la retroactividad en s	 sentido estricto, como la acción de volversobre hechos cons	mados, el legislador sólo p	ede imponerla en forma expresa. Ello,porq	e dicha retroactividad es contraria a la f	nción del j	ez, q	e es simplementedeclarativa del derecho. La misión del j	ez es b	scar y determinar los efectos j	rídicosprod	cidos en el pasado, lo q	e no p	ede hacer sino conforme a la ley vigente en elmomento en q	e tales efectos se prod	jeron.
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Así, n	estra j	rispr	dencia ha res	elto q	e la retroactividad es 	na regla deexcepción, q	e debe interpretarse y aplicarse en forma restrictiva, de ac	erdo a s	spropios términos.Un ejemplo de ley retroactiva, es la Ley N° 20.239, p	blicada en el Diario $ficialde fecha 8 de febrero de 2008, q	e liberó del pago de imp	esto a la renta a lascompensaciones económicas originadas al término del matrimonio. La Ley incorporó 	nN° 31 al art. 17 de la Ley de la Renta, q	e dice: “No constit	ye renta: (…) 31º.- Lascompensaciones económicas convenidas por los cóny	ges en escrit	ra pública, acta deavenimiento o transacción y aq	ellas decretadas por sentencia j	dicial.”Expresamente, se dio efecto retroactivo a la ley, fijándose s	 vigencia a partir delmomento en q	e a s	 vez entró en vigencia la n	eva Ley de Matrimonio Civil, es decir,el 18 de noviembre de 2004.
d.6) La teoría de los derechos adq	iridos y de las simples expectativas.S	 origen se enc	entra en los escritos de Merlin, como también en la teoría deBlondea	, exp	esta en s	 obra “Ensayo sobre el llamado efecto retroactivo de lasleyes”, p	blicada en 1809. Antes, Portalis, 	no de los principales redactores del CódigoCivil francés, había hecho ya la distinción entre derechos adq	iridos y simplesexpectativas. El italiano Gabba, a fines del siglo 19, desarrollará con mayorprof	ndidad la teoría (“Teoría della retroattivita delle leggi”).Esta p	ede en	nciarse así: 	na ley es retroactiva c	ando lesiona intereses q	epara s	s tit	lares constit	yen derechos adq6iridos, en virt	d de la ley antig	a; perono lo es, c	ando sólo v	lnera simples expectativas o meras fac6ltades legales.El j	ez no debe, en 	na controversia q	e recae sobre 	n derecho adq	irido bajola ley precedente, aplicar 	na ley n	eva; pero p	ede hacerlo si el j	icio versa sobre 	nhecho q	e bajo la ley antig	a sólo constit	ía 	na mera fac	ltad legal o 	na simpleexpectativa.Las simples expectativas son las esperanzas de adq	isición de 	n derechof	ndadas en la ley vigente y aún no convertidas en derecho por falta de alg	no de losreq	isitos exigidos por la ley. Por ejemplo, la expectativa a la s	cesión del patrimoniode 	na persona viva; la expectativa de adq	irir por prescripción el dominio.Las fac6ltades legales constit	yen el s	p	esto para la adq	isición de derechosy la posibilidad de tenerlos y ejercerlos. Por ejemplo, la capacidad para adq	irir ciertobien; la fac	ltad para testar.Se entiende por derechos adq6iridos, todos aq	ellos derechos q	e sonconsec	encia de 	n hecho apto para prod	cirlos bajo el imperio de 	na ley vigente altiempo en q	e el hecho se ha realizado y q	e han entrado inmediatamente a formarparte del patrimonio de la persona, sin q	e importe la circ	nstancia de q	e la ocasiónde hacerlos valer se presente en el tiempo en q	e otra ley rige.Los derechos adq	iridos entran al patrimonio por 	n hecho o acto del hombre odirectamente por el ministerio de la ley.Ahora bien, la ley n	eva no p	ede lesionar, si el legislador le ha dado efectoretroactivo, los derechos adq	iridos; pero sí p	ede v	lnerar las fac	ltades legales y lassimples expectativas, porq	e ni aq	ellas ni éstas constit	yen derechos q	e hayanentrado definitivamente a formar parte del patrimonio de 	na persona.De lo anterior se deriva 	na consec	encia importante: p	esto q	e en elpatrimonio no entran sino los derechos privados, toda 	na serie de derechos se s	straeal principio de la irretroactividad, como son los q	e derivan de normas de DerechoPúblico, q	e no p	eden dar l	gar a derechos adq	iridos.Frente a la teoría anterior, q	e se ha definido como “clásica”, cabe al	dir a lateoría de Pa	l Ro	bier, exp	esta en s	 obra “Los conflictos de las leyes en el tiempo”(París, dos tomos, 1929-1933).
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63 Fig	eroa Yáñez, Gonzalo, ob. cit., p. 172.64 Vodanovic, Antonio, Derecho Civil. Parte preliminar y parte general. Explicaciones basadas en lasversiones de clases de los profesores de la Universidad de Chile Arturo Alessandri R. y Manuel Somarriva U.,redactadas, ampliadas y actualizadas por Antonio Vodanovic H., Tomo primero, 5ª edición, Santiago de

Disting	e este a	tor entre el “efecto retroactivo” y el “efecto inmediato” de laley. El efecto retroactivo, según expresamos, consiste en la aplicación de la ley en elpasado.El efecto inmediato, a s	 aplicación en el presente.Al	de seg	idamente a las “sit6aciones j6rídicas”, q	e p	eden definirse como“la posición q	e oc	pa 	n individ	o frente a 	na norma de derecho o a 	na instit	ciónj	rídica determinada”.Plantea q	e esta noción de “sit	ación j	rídica” es s	perior a la de “derechoadq	irido”, porq	e no necesariamente tiene, como ésta, 	n carácter s	bjetivo,p	diendo aplicarse a sit	aciones como las del menor, el interdicto, el pródigo, etc.Respecto a estos estados, no podemos hablar de “derechos adq	iridos”, pero sí de 	na“sit	ación j	rídica”.También es s	perior esta noción a la de “relación j	rídica”, p	es ésta pres	pone	na relación directa entre dos personas, lo q	e no oc	rre en la “sit	ación j	rídica”, q	ep	ede ser 	nilateral y oponible a todos.El número de sit	aciones j	rídicas es infinito, siendo papel de las diversasramas del Derecho definir y determinar s	s efectos. Así, en el derecho de las personas,encontramos, por ejemplo, la sit	ación de cóny	ge, la de cóny	ge separado, la dedivorciado, la de hijo matrimonial o no matrimonial o de adoptado, la q	e correspondea diversas incapacidades, la de t	tor o c	rador, etc. En el derecho de bienes, la depropietario, o de 	s	fr	ct	ario, o de tit	lar activo o pasivo de 	na servid	mbre, o deacreedor hipotecario, etc. En el derecho de las obligaciones, la de acreedor o de	dor,de vendedor o comprador, de arrendador o arrendatario, de a	tor o víctima del daño,etc. En el derecho de s	cesiones, la de heredero legitimario, de legatario, de herederobeneficiario, etc.63
Ahora bien, toda “sit	ación j	rídica” p	ede verse afectada por 	na n	eva ley enlo concerniente a s	 constitución, a sus efectos o a su extinción.La n	eva ley tendrá efecto retroactivo, c	ando afecte a las sit	aciones j	rídicasya constit	idas o exting	idas. Por consig	iente, 	na ley relativa a la constit	ción o a laextinción de 	na sit	ación j	rídica, no p	ede volver a poner en tela de j	icio la eficaciao ineficacia j	rídica de 	n hecho pasado.En cambio, si la n	eva ley sólo afecta los efectos de 	na sit	ación j	rídicanacida con antelación, pero q	e se prod	zcan bajo la vigencia de la n	eva ley, nohabrá efecto retroactivo, sino q	e efecto inmediato. Pero ello, reiteramos, bajo elentendido q	e los efectos prod	cidos por dicha sit	ación j	rídica antes de entrar envigencia la n	eva ley, ya q	edaron reg	lados y fijados por la ley primitiva; en cambio,la ley n	eva regirá los efectos de esta sit	ación j	rídica, c	ando ellos se generend	rante la vigencia de las n	evas normas.Dicho efecto inmediato también regirá para la constit	ción, para los efectos ypara la extinción de situaciones jurídicas nuevas, es decir, nacidas desp	és q	e lan	eva ley haya entrado en vigencia.Pero el efecto inmediato con q	e opera la n	eva ley, tiene 	na importanteexcepción: no afectará a los contratos vigentes al momento en q	e aq	ella entre envigencia, pero siempre q	e se trate de contratos c	yo contenido q	ede entregado a lavol	ntad creadora de los individ	os (como oc	rre 	s	almente con los contratospatrimoniales). En cambio, los contratos c	yo contenido es fijado imperativamente porla ley (como oc	rre con los contratos de familia), q	edarán sometidos, en c	anto a s	sefectos, por la n	eva ley.64 Dicho de otra forma: c	ando estamos ante 	n contrato
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c	yo íntegro estat	to p	ede q	edar determinado por las partes, es decir, c	ando sóloestá reg	lado por normas de orden privado, no se aplicará el efecto retroactivo nitampoco el efecto inmediato de la ley, sino q	e se respetará en s	 totalidad el contratooport	namente convenido por las partes, bajo el amparo de 	na ley q	e ahora p	edeno existir o p	ede haberse modificado; en cambio, si el contrato está reg	lado pornormas de orden público, las modificaciones a la legislación aplicable al mismo,afectarán al contrato a	nq	e éste se h	biere celebrado con antelación a talesreformas, es decir, la n	eva ley se aplicará con efecto inmediato. Tal oc	rre, porejemplo, con el contrato de matrimonio. S	 estat	to lo fija la ley de maneraimperativa, de manera q	e las modificaciones q	e el legislador haga a este contrato,regirán tanto para los q	e se celebren en el f	t	ro, como también para los act	almentevigentes. $tro tanto oc	rre con el contrato de trabajo.De esta manera, sintetizando los planteamientos de Ro	bier acerca de 	nasit	ación j	rídica:● En c	anto a s	 constit	ción: rige la ley antig	a.● En c	anto a s	s efectos:i) Los ya acaecidos: ley antig	a.ii) Los q	e se prod	zcan a partir de la vigencia de la ley n	eva: debemos disting	irentre contratos regidos por normas de orden público o por normas de orden privado:ii.a) Contratos regidos por normas de orden privado: contin	arán rigiéndose losefectos del contrato por la ley antig	a.ii.b) Contratos regidos por normas de orden público: se regirán los efectos del contratopor las normas de la ley n	eva.● En c	anto a s	 extinción:i) Si se prod	jo bajo la vigencia de la ley antig	a: no p	ede alterarse por la ley n	eva.Rige sólo ley antig	a.ii) Si se prod	ce a partir de la vigencia de la ley n	eva: debemos disting	ir entrecontratos regidos por normas de orden público o por normas de orden privado:ii.a) Contratos regidos por normas de orden privado: s	 extinción se regirá por la leyantig	a.ii.b) Contratos regidos por normas de orden público: s	 extinción se regirá por la leyn	eva.
e) Ley sobre el efecto retroactivo de las leyes.
e.1) Finalidad y contenido de la ley.La ley, prom	lgada en 1861, tiene por objeto, como lo dice s	 art. 1º, decidirlos conflictos q	e res	lten de la aplicación de leyes dictadas en diversas épocas.Abarca por ello diversas materias.Se f	nda la ley en la teoría de los derechos adq	iridos y en las merasexpectativas, pero en alg	nos p	ntos se aparta de s	s sol	ciones y establece otras q	ehan parecido más j	stas y adec	adas al legislador.La ley, en los artíc	los 2º a 9º, se oc	pa de las personas nat	rales (a	nq	evarios de s	s artíc	los han q	edado tácitamente derogados con la prom	lgación de laLey Nº 19.585); el art. 10º de las personas j	rídicas; los arts. 12º a 17º de los bienes;los arts. 18º a 21º de las s	cesiones; los arts. 22º y 23º de los contratos; el art. 24ºde las normas de procedimiento; y los arts. 25º y 26º de la prescripción.Vale decir, en s	s 26 artíc	los, c	bre todas las materias de q	e trata en s	sc	atro libros el Código Civil.
e.2) Leyes sobre el estado civil.
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El art. 304 define el estado civil como la calidad de 	n individ	o, en c	anto lohabilita para ejercer ciertos derechos o contraer ciertas obligaciones civiles.Se trata de 	n concepto defect	oso, más parecido al de capacidad, y q	e noexplica la nat	raleza del estado civil.Más apropiadamente, p	ede definirse como la calidad permanente q	e oc	pa 	nindivid	o en la sociedad, en orden a s	s relaciones de familia, q	e lo habilita paraejercer ciertos derechos y le impone 	n conj	nto de deberes y obligaciones.En el marco de la ley q	e estamos analizando, se disting	e entre el estado civiladq	irido y el q	e aún no lo ha sido.* Adq	isición del estado civil: art. 2º. La posibilidad de adq	irir 	n estado civil es 	namera expectativa y mientras no se adq	iera e incorpore a 	na persona, q	edará dichaexpectativa regida por la ley n	eva. Vale decir, sólo se podrá adq	irir 	n estado civilconforme a las leyes vigentes Así, por ejemplo, si 	n menor ad	lto de 15 añospretendía casarse bajo la vigencia de la antig	a Ley de Matrimonio Civil, al entrar envigencia la act	al, en el año 2004, y exigirle tener c	mplidos 16 años, forzosamentedebió esperar a c	mplir tal edad.* Mantención del estado civil: artíc	los 3, 5 y 6 de la ley.Conforme al art. 3º, inciso 1º, el estado civil se mantiene, a	nq	e la ley envirt	d del c	al se contrajo, se modifiq	e. Así, por ejemplo, si 	n menor de 16 añosh	biere contraído matrimonio antes del 18 de noviembre de 2004, conservará s	estado civil de casado, a	nq	e a partir de esa fecha, la ley exija tener 16 añosc	mplidos para contraer matrimonio; o, por ejemplo, si se modificare la Ley deMatrimonio Civil estableciéndose en ella q	e no podrán casarse los c	ñados (parientespor afinidad en la línea colateral en 2º grado), q	ienes tengan dicho parentesco yh	bieren celebrado el contrato de matrimonio antes de la reforma, conservarán s	estado civil de casados.El art. 5º aplica el principio anterior al estado civil de “hijo nat	ral”, expresiónq	e hoy debemos entender referida al hijo no matrimonial.El art. 6º, q	e hacía referencia a los hijos simplemente ilegítimos, debemosentenderlo derogado, p	es si bien esta clase de filiación es asimilable hoy día al hijo defiliación indeterminada, la ley ya no le confiere derecho a pedir alimentos, comoacontecía antes de la reforma hecha por la Ley número 19.585 al Código Civil. En estep	nto, alg	nos a	tores advertían 	na contradicción entre lo q	e dispone el artíc	loinicialmente y lo q	e establece al final. El Código Civil asimilaba el derecho dealimentos al estado civil del hijo simplemente ilegítimo (antig	o art. 280). El únicoderecho q	e caracterizaba al estado civil de hijo simplemente ilegítimo era el derechode alimentos. En consec	encia, se sostenía q	e este único derecho no podía q	edars	peditado, como 	n mero “efecto” del estado civil, a 	na ley posterior, porq	e podríaexting	irse el propio estado civil. Habría en efecto contradicción, por c	anto sereconocía por 	n lado al estado civil de hijo ilegítimo, amparándolo contra laretroactividad, y por otro lado se le desconocía, al permitirse q	e la n	eva leyexting	iera el único efecto del mismo: el derecho de alimentos (tal habría oc	rrido, sila n	eva ley h	biere establecido q	e el hijo simplemente ilegítimo carecería de talderecho. Como no tenía otro, en los hechos habría desaparecido todo efecto prácticode dicho estado civil).* Efectos del estado civil: se rigen por las disposiciones de la n	eva ley.El art. 3º, inc. 2º, se refiere a los efectos del estado civil en general.El art. 4º, al	de a los efectos del derecho legal de goce y de administración q	eel padre y la madre tienen en los bienes del hijo no emancipado. Por ejemplo, si la leyn	eva dispone q	e los padres deberán obtener a	torización j	dicial, para gravar oenajenar los bienes m	ebles preciosos o con valor de afección del hijo no emancipado.
e.3) Leyes sobre las personas j	rídicas.
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El art. 10º, se remite en esta materia al art. 3º; las personas j	rídicas recibenig	al tratamiento q	e las personas nat	rales. Por ende, si bien no se p	ede desconocerpor 	na n	eva ley la existencia de las personas j	rídicas constit	idas con anterioridad,bajo el imperio de 	na ley antig	a, en c	anto a s	s derechos y obligaciones, ellasq	edarán s	peditadas a lo q	e disponga la n	eva ley. Por ejemplo, la n	eva leydispone q	e para constit	irse 	na hipoteca por 	na sociedad anónima, aún paragarantizar obligaciones propias, se req	erirá aprobación de j	nta extraordinaria deaccionistas. Tal exigencia regirá para las sociedades constit	idas antes y desp	és deentrar en vigencia el precepto legal q	e así lo disponga.
e.4) Leyes acerca de la capacidad.Debemos disting	ir al respecto entre la capacidad de goce y la de ejercicio.La capacidad es la aptit	d de 	na persona para adq	irir derechos o contraerobligaciones y poder ejercerlos y c	mplirlas por sí misma.La capacidad de goce es la aptit	d de 	na persona para adq	irir derechos ycontraer obligaciones. La capacidad de ejercicio es la aptit	d de 	na persona paraadq	irir derechos y contraer obligaciones, y poder ejercerlos y c	mplirlas,respectivamente, sin el ministerio o a	torización de otra persona.El art. 7º, inc. 2º, se refiere a la capacidad de goce. Esta q	eda sometida a lasn	evas leyes. Si 	na persona, bajo el imperio de 	na ley, tiene aptit	d para adq	irirciertos derechos, la pierde si se dicta otra ley q	e le niega esa aptit	d o exige otrascondiciones para constit	irla. Lo anterior, debido a q	e la capacidad de goce constit	ye	na abstracta fac	ltad legal, es decir, 	n s	p	esto para la adq	isición de 	n derecho.La capacidad de goce no es en sí 	n derecho adq	irido, sino 	n s	p	esto q	e habilitapara contraer tal derecho. Nat	ralmente q	e la reg	lación de la capacidad de goce por	na ley n	eva debemos entenderla en el contexto de la adq	isición de derechospartic	lares (por ejemplo, el derecho del hijo de filiación no matrimonial de adq	irir elestado civil de hijo de filiación matrimonial, con el matrimonio posterior de s	s padres;o la posibilidad q	e tenemos de comprar 	n bien raíz en tal región o zona del país). Enotras palabras, bajo ningún respecto 	na ley n	eva podría desconocer por completo lacapacidad de goce de 	na persona, p	es ello eq	ivaldría a desconocerle s	 carácter depersona, habida c	enta q	e la capacidad de goce es inherente a la personalidad, es 	natrib	to de la personalidad. Además, tal norma sería inconstit	cional, atendido elprincipio de la ig	aldad de todas las personas frente a la ley. Nada obsta sin embargoa q	e la ley, para casos concretos y partic	lares, limite tal capacidad de goce (porejemplo, si se dispone q	e ningún habitante de la República podrá comprar inm	eblesen tal zona del país, por razones de seg	ridad nacional).El art. 8º se refiere a la capacidad de ejercicio. Tal capacidad no se p	edeperder por 	na ley n	eva, porq	e se considera incorporada a n	estro patrimonio. Así,por ejemplo, si 	na n	eva ley establece q	e la mayor edad se alcanzará n	evamente alos 21 años, aq	ellos q	e la h	bieren adq	irido a los 18 años en conformidad a la leyantig	a, no pierden s	 capacidad de ejercicio, a	nq	e no tengan los 21 años al tiempode prom	lgarse la n	eva ley. La capacidad de ejercicio, por tanto, s	bsiste bajo elimperio de 	na n	eva ley, a	nq	e ésta exija condiciones diversas para s	 adq	isición.Con todo, en la práctica la capacidad de ejercicio, a	nq	e no se pierda, p	ede verseseveramente limitada por la n	eva ley, p	es en c	anto a s	 ejercicio, a s	s efectos,rigen las disposiciones de la n	eva ley. En todo caso, éstas no alcanzan a los actosj	rídicos ejec	tados con anterioridad.El art. 9º, referido a los g	ardadores (t	tores y c	radores), es 	na aplicacióndel artíc	lo 8º.
e.5) Leyes relativas a los bienes.Dispone el art. 12º dos reglas:
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1º Los derechos reales adq	iridos bajo 	na ley, s	bsistirán bajo el imperio de otra;2º En lo q	e se refiere a los efectos de tales derechos, es decir en c	anto al goce,cargas y extinción, prevalecerán las disposiciones de la n	eva ley. Así, por ejemplo, enlo q	e se refiere a la extinción, el art. 770, inc. 2° del Código Civil, dispone q	e si en laconstit	ción de 	n 	s	fr	cto no se fija tiempo alg	no para s	 d	ración, se entenderáconstit	ido por toda la vida del 	s	fr	ct	ario. Si con posterioridad se modificare estanorma, y se disp	siere q	e el 	s	fr	cto no podrá pasar de treinta años, ¿se aplicaráesta limitación a los 	s	fr	ctos vigentes, q	e se h	bieren constit	ido con el carácter devitalicios? La preg	nta es válida, porq	e en c	anto a s	 “extinción”, rige la ley n	eva.La resp	esta no es tan simple. Si aplicamos el tenor literal del art. 12, pareciera q	e laconcl	sión es positiva: la n	eva ley afectará el plazo de vigencia de los 	s	fr	ctosconstit	idos antes de q	e aq	ella entre en vigencia. Pero ello eq	ivaldría a desconocerla noción de derecho adq	irido, como en s	 época José Clemente Fabres y L	is ClaroSolar lo hacían notar. Habría 	n b	en arg	mento para concl	ir en términos negativos:como expresa Hernán Corral, “… si se llegara a la concl	sión de q	e el art. 12permitiera al legislador imponer n	evas ca	sas de extinción del derecho constit	ido envirt	d de 	na ley anterior, devendría, en esa parte, en 	n precepto contrario al art. 19N° 24 de la Constit	ción, q	e impide q	e las leyes afecten retroactivamente al derechode propiedad”.65
De c	alq	ier forma, aq	í se aprecia claramente la aplicación del principio de losderechos adq	iridos. El derecho en sí mismo, permanece intangible, porq	eincorporado al patrimonio por 	n tít6lo propio, es decir, por la actividad de 	napersona, constit	ye derecho adq	irido; pero no oc	rre lo mismo en lo tocante a lasfac	ltades anexas al derecho, p	es éstas entran al patrimonio por 	n tít6lo general,la ley. Por ello, la n	eva ley p	ede, sin caer en retroactividad, someter dichasfac	ltades anexas a s	 imperio.Hay q	ienes advierten en el art. 12º la misma contradicción ap	ntada apropósito del art. 6º. Se sostiene q	e bajo la apariencia de irretroactividad, el art. 12ºotorga a las n	evas leyes efectos retroactivos, p	es al decir q	e 	n derecho adq	iridoen conformidad a 	na ley se exting	irá por los medios q	e señale 	na ley posterior,afecta directamente al derecho.Para otros a	tores, sig	iendo la teoría de Pa	l Ro	bier (q	e en l	gar de hablarde derechos adq	iridos, como se refirió, al	de a “sit	aciones j	rídicas constit	idas”),no habría retroactividad. Al ordenar la ley q	e “	n derecho real adq	irido bajo 	na leyy en conformidad a ella, s	bsiste bajo el imperio de otra”, se está refiriendo al casoq	e 	na n	eva ley imponga n	evos req	isitos para la constit	ción del derecho real, laq	e no recibirá aplicación tratándose de 	n derecho anteriormente constit	ido; pero ellegislador no ha q	erido indicar q	e este derecho sea perpet	o; la circ	nstancia deaplicarse la n	eva ley en lo tocante a la extinción del derecho no prod	ceretroactividad, porq	e no se ataca a 	na sit	ación constit	ida o exting	ida, sino a 	naq	e se halla en c	rso, q	e está desarrollando s	s efectos.En todo caso, más allá de la disc	sión doctrinaria, debemos recordar q	e enChile, las leyes sobre el derecho de propiedad son irretroactivas, por disposiciónconstit	cional: art. 19 número 24 de la Constit	ción.Los arts. 16 y 17, referidos al derecho real de servid	mbre (art. 820 del CódigoCivil), reafirman el principio del art. 12. Disponen:i.- Art. 16: las servid	mbres nat	rales y las vol	ntarias q	e se h	bieren constit	idobajo el imperio de 	na ley, s	bsistirán bajo el imperio de la ley n	eva, pero en lotocante a s	 ejercicio y conservación, se regirán por esta última.ii.- Art. 17: si bajo el imperio de 	na ley n	eva p	ede reclamarse la constit	ción de	na servid	mbre nat	ral (q	e no podía reclamarse bajo la vigencia de la ley antig	a),
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q	ien lo haga deberá abonar al d	eño del predio sirviente los perj	icios q	e laconstit	ción de la servid	mbre le irrogare. En otras palabras, la circ	nstancia de q	ebajo la vigencia de la ley antig	a no era posible reclamar la constit	ción de laservid	mbre nat	ral, no es obstác	lo para q	e ahora se reclame, si la ley n	eva lopermite. Pero si se reclama, q	ien lo haga debe indemnizar al d	eño del predio q	eres	lta gravado.
e.6) Leyes relativas a la posesión (art. 700 del Código Civil).El art. 13º al	de a ella. La misma crítica q	e se hace al art. 12º, se s	eleform	lar respecto al art. 13º: la irretroactividad de las leyes sobre la posesión sólosería il	soria. Si adq	irida la posesión de 	na cosa bajo el imperio de 	na ley, nop	ede conservarse bajo otra posterior, sino por los medios q	e esta última establece,es ind	dable q	e no p	ede hablarse de irretroactividad.Pero la crítica en este caso es inj	stificada, p	es existe 	na diferencia s	stancialentre la nat	raleza j	rídica de 	n derecho real y la posesión. Esta última no es 	nderecho, sino 	n hecho, j	rídicamente protegido, q	e, a través de la prescripciónadq	isitiva, p	ede cond	cir a 	n derecho. En consec	encia, mal podría tratarse de 	nderecho adq	irido. Se trata de 	na mera expectativa.
e.7) Derechos deferidos bajo 	na condición.Se entiende por condición aq	él hecho f	t	ro e incierto, del c	al pende elnacimiento o la extinción de 	n derecho.Por ejemplo, se deja 	na c	antiosa herencia a 	na persona q	e act	almentec	rsa c	arto año de la carrera de Derecho, pero imponiéndole la condición, pararecibirla, de q	e obtenga el tít	lo de abogado, en el plazo de cinco años, contadosdesde el fallecimiento del ca	sante.Se pone el art. 14º en la hipótesis q	e 	na ley n	eva, modifiq	e el plazo dentrodel c	al deba c	mplirse 	na condición, para adq	irir 	n derecho. Si la n	eva leyestablece q	e la condición se entenderá fallida de no c	mplirse dentro de cierto plazo(y por ende no se adq	irirá el derecho), debemos disting	ir:1º El derecho s	bsistirá bajo el imperio de la n	eva ley, por el tiempo q	e señale la leyprecedente;2º Pero si el tiempo señalado por la ley precedente para c	mplir la condición f	eremayor q	e el plazo señalado por la n	eva ley, contado tal plazo desde la fecha en q	ela última ley empiece a regir, la condición deberá c	mplirse dentro del referido plazo,so pena de tenerse por fallida.Así, por ejemplo, para el c	mplimiento de 	na condición de la q	e depende larestit	ción de 	n fideicomiso, el Código Civil fija como plazo máximo 5 años, contadosdesde la delación de la propiedad fid	ciaria al propietario fid	ciario (art. 739). Porende, si se dejó 	n legado a J	an, consistente en 	n inm	eble, pero s	jetando s	dominio al gravamen de pasar a Isabel, si ésta j	ra como abogado, ella debe c	mplircon esta condición en el expresado plazo de cinco años. Ahora bien, si el Código Civilf	ere modificado c	ando iba transc	rrido 	n año, y se estableciera en el n	evo textolegal q	e la condición debe c	mplirse en el plazo de 3 años, a Isabel sólo le restarápara j	rar como abogado el plazo de 3 años, y no de 4, de haber contin	ado rigiendola norma antig	a.
e.8) Prohibición de 	s	fr	ctos, 	sos, habitaciones y fideicomisos s	cesivos: art. 15º.La norma no hace sino reiterar las prohibiciones contenidas en los arts. 745 y 769, yse j	stificó al prom	lgarse la Ley sobre efecto retroactivo de las leyes, para aq	ellos	s	fr	ctos, fideicomisos s	cesivos, etc., q	e se encontraban vigentes en aq	elmomento.
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e.9) Leyes relativas a la s	cesión por ca	sa de m	erte.Los arts. 18 y 19 se refieren a la s	cesión testada. El art. 20, inciso 1º, a las	cesión intestada y el art. 21 a la partición de bienes.Las s	cesiones se rigen por la ley vigente al tiempo de s	 apert	ra, esto es, porla ley q	e impera en el momento de la m	erte del ca	sante (artíc	lo 955). Porconsig	iente, dicha norma determina la capacidad e incapacidad de los asignatarios,todo lo relativo al desheredamiento, a la partición de bienes, al derecho de transmisióny al de representación, etc.1º S	cesión testamentaria: es preciso disting	ir en todo testamento:* Req	isitos externos o solemnidades q	e la ley exige para la validez del testamento ypara s	 pr	eba: se rigen por la ley vigente al otorgamiento del testamento (art. 18º).En consec	encia, a	nq	e en el lapso q	e media entre el otorgamiento del testamentoy la m	erte del testador se modifiq	e la ley en lo concerniente a la forma deotorgamiento del testamento, dicha reforma legal no afectará a los testamentosotorgados antes de tal reforma, en lo q	e concierne a las solemnidades deltestamento.* Req	isitos internos, q	e dicen relación con la capacidad y la libre y espontáneavol	ntad del testador: el art. 18º nada dice al respecto. Los a	tores dan sol	cionescontradictorias.José clemente Fabres afirma q	e la capacidad y libre vol	ntad del testador serigen por la ley vigente al tiempo de la m	erte del mismo. Ello, porq	e el testamentoes 	n simple proyecto q	e no cobra eficacia sino con la m	erte del testador y si ellegislador cree q	e no está perfecta la vol	ntad sino c	mpliendo con los req	isitos q	eimpone 	na n	eva ley, es nat	ral q	e lo exija para todos aq	ellos q	e m	eren desp	ésde prom	lgada la ley q	e lo establece. La ley, corrobora otro a	tor, dice expresamenteq	e las “disposiciones” contenidas en el testamento están s	bordinadas a la leyvigente a la época en q	e fallece el testador. Ahora bien, las disposiciones deltestamento no son sino el efecto de la capacidad y de la libre vol	ntad del testador;l	ego, es necesario q	e tal capacidad y vol	ntad hayan existido a la fecha en q	e esasdisposiciones se entienden dictadas, y para decidir si efectivamente han existido o no,debe atenderse a las preca	ciones q	e esa misma ley establecía para garantizar laperfección de la vol	ntad.A j	icio de Alessandri, lo más aceptable es q	e los req	isitos internos deltestamento se rijan por la ley vigente al tiempo de s	 otorgamiento. Si bien la Leysobre efecto retroactivo no es clara, el texto del art. 18º opone las “solemnidadesexternas” a las “disposiciones”, siendo claro, en s	 opinión, q	e se q	iso incl	ir en laprimera expresión todo lo relacionado con el otorgamiento del testamento. Y si alg	nad	da cabe, agrega Alessandri, ella desaparece ante el tenor de los arts. 1005 y 1006.El último precepto daría la pa	ta para conocer la intención del legislador, al establecerq	e la capacidad del testador, es decir 	no de los req	isitos internos del testamento,se rige por la ley vigente al tiempo de otorgarse.* Disposiciones testamentarias (herencias y legados q	e se instit	yen en eltestamento): el contenido del testamento, está s	jeto a la ley vigente al tiempo de lam	erte del testador. $bedece lo anterior a q	e las disposiciones del testador serep	tan dictadas inmediatamente antes de s	 m	erte, ya q	e el testamento esesencialmente revocable y sólo prod	ce s	s efectos al fallecer el testador. El derechodel heredero o legatario nace con la m	erte del testador y es entonces c	ando debeser capaz y digno de recoger s	 asignación. Si lo era, 	na ley n	eva no p	ede q	itarles	 derecho, q	e ya se ha incorporado a s	 patrimonio y por ende p	ede transmitir a s	vez a s	s propios herederos, j	nto con s	s demás bienes; pero si la n	eva ley se hadictado antes de la m	erte del testador, ella afectará al asignatario, sin q	e por ellotenga efecto retroactivo, porq	e sólo destr	ye 	na mera expectativa, no 	n derecho
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adq	irido (por ejemplo, si 	na n	eva ley dispone, antes del fallecimiento del testador,q	e será incapaz de s	ceder el abogado q	e h	biera redactado el testamento).El art. 19º es 	na consec	encia del principio anterior. Así, por ejemplo, si hoy	n testador deja todos s	s bienes a 	n extraño y no respeta por lo tanto lasasignaciones forzosas (es decir, las q	e está obligado a hacer a ciertas personas pormandato de la ley) y si antes de s	 fallecimiento se dicta 	na ley q	e s	prime talesasignaciones forzosas, s	s disposiciones testamentarias tendrán pleno efecto.Podríamos decir q	e, en este caso, las disposiciones testamentarias cobran eficacia conposterioridad al otorgamiento del testamento.2º S	cesión intestada.La misma regla q	e el art. 18º establece sobre las disposiciones testamentarias,se aplica a la s	cesión intestada. Debemos estar a las normas vigentes a la m	erte delca	sante. De tal forma, el q	e era incapaz según la antig	a ley, p	ede recibir laasignación si a la apert	ra de la s	cesión la n	eva ley lo considera capaz. Por elcontrario, el q	e era capaz de s	ceder bajo la antig	a ley no podrá recoger la herenciasi en el instante de s	 delación, es incapaz con arreglo a la n	eva ley.La delación es el act	al llamamiento de la ley a aceptar o rep	diar la herencia olegado, q	e se hace al momento de morir el ca	sante (art. 956, inc. 1º del CódigoCivil). Lo mismo cabe decir respecto de las normas q	e reg	lan los órdenes s	cesorios(arts. 988 y sig	ientes del Código Civil). Regirán en la s	cesión intestada del ca	sante,las normas vigentes a la época de s	 m	erte.3º El derecho de representación.El art. 20º se refiere a este derecho, definido a s	 vez en el art. 984, inciso 2º.Dispone el inciso 1º del art. 20º q	e tal derecho se regirá por la ley vigente a laapert	ra de la s	cesión. Ejemplo: si mañana se estableciera por 	na ley q	e el derechode representación sólo tiene cabida hasta el 2º grado de parentesco en línea recta y nohasta el infinito, como oc	rre ahora, y si la s	cesión se abre bajo el imperio de lan	eva ley, los bisnietos del ca	sante, q	e en conformidad a la ley antig	a podíanheredar por derecho de representación, ahora no lo podrían hacer, porq	e sonparientes en tercer grado del ca	sante.Dispone por s	 parte el inciso 2º del art. 20º lo q	e s	cede ante 	n cambio delegislación, si en el testamento se había llamado a s	ceder según las normas delderecho de representación. En este caso, el testador ha instit	ido heredero a 	napersona determinada y en caso de llegar a faltar, dispone q	e deben ser llamadas laspersonas q	e tienen derecho a representar al primer heredero. En esta hipótesis, dicela ley, para la determinación de esas personas se atenderá a la ley vigente a la fechaen q	e se otorgó el testamento. En otras palabras, si la n	eva ley dispone q	e otrosserán los llamados a representar al primer heredero, se preferirá a los q	e podríanhaber conc	rrido bajo el imperio de la ley antig	a. Lo anterior se explica, porq	e eltestador t	vo en vista, para referirse al derecho de representación, la ley vigente a laépoca en q	e otorgó el testamento. Cabe señalar q	e en este caso no hay en realidads	cesión por derecho de representación, p	esto q	e tal derecho no tiene l	gar en las	cesión testada. Lo q	e oc	rre es q	e el testador manifiesta s	 vol	ntad, en orden aindicar q	ienes heredarán, remitiéndose al derecho de representación q	e la leyconsagra para las s	cesiones intestadas.4º Partición y adj	dicación.El art. 21º establece q	e, en la partición y adj	dicación s	bsec	ente de 	naherencia o legado, regirán las normas vigentes a la época de la delación de la herencia.Es decir, las vigentes al momento del fallecimiento del ca	sante, por regla general.Así, por ejemplo, hasta el 26 de oct	bre de 1999, antes de entrar en vigencia lareforma introd	cida al Código Civil por la Ley Nº 19.585 (llamada “Ley de Filiación”),los hijos “nat	rales” (nacidos f	era del matrimonio pero reconocidos), recibían la mitad
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66 En esta parte, discrepamos del profesor Corral. En n	estra opinión, tratándose de normas imperativas, nopodría existir 	ltractividad de la ley.

de lo q	e correspondía a 	n hijo “legítimo”. A partir del 27 de oct	bre de 1999, tienenidénticos derechos en la herencia de s	 padre o madre. Ahora bien, s	pongamos q	eel ca	sante h	biere m	erto el 25 de oct	bre del año 1999, pero s	s dos únicosherederos –	n hijo “nat	ral” y 	n hijo “legítimo”-, se mantienen aún en com	nidad. Sila partición se lleva a cabo hoy día y en el marco de la misma el J	ez Partidor disponela venta en pública s	basta de los bienes indivisos, el primero recibirá 	n tercio y elseg	ndo dos tercios del precio q	e se obtenga por la venta de los bienes com	nes. Encambio, si el ca	sante h	biere fallecido el 28 de oct	bre del año 1999, lo obtenido conla venta de los bienes se debe repartir en partes ig	ales.
e.10) Leyes relativas a los contratos.Dispone el art. 22º q	e las leyes vigentes al tiempo de celebrar 	n contrato, seentenderán incorporadas en el mismo. En consec	encia, dichas leyes determinan tantolos req	isitos necesarios para la validez del contrato como el alcance de los derechos yobligaciones por él generados. Por ende, todo lo relativo a los req	isitos internos o defondo de 	n contrato -consentimiento exento de vicios, capacidad, objeto lícito y ca	salícita-, así como lo concerniente a s	s req	isitos de forma o solemnidades, han deentenderse c	mplidos conforme a la ley vigente a la época de s	 celebración. De lamisma forma, lo concerniente a los efectos del contrato –derechos y obligaciones porél generados-, se regirán por la ley q	e se encontraba vigente al momento en q	eaq	él se celebró. Tal contrato, f	ndado en lo expresamente estip	lado y en lalegislación vigente q	e le sea aplicable, incorporada en el contrato como 	n estat	toj	rídico resid	al o s	pletorio de la vol	ntad, será 	na ley para los contratantes (art.1545).De esta manera, como señala Hernán Corral, el contenido de 	n contrato nopodrá verse alterado por 	na ley posterior a s	 celebración. Dicho contenido invariabledel contrato estará comp	esto por:1. Las estip	laciones expresas de las partes (art. 1545).2. Las disposiciones legales s	pletorias (art. 1546).3. Las leyes imperativas q	e se imponían a la vol	ntad de las partes (art. 1546).66
4. Las cost	mbres s	pletorias vigentes en esa época (art. 1546).De esta manera, el contenido del contrato habrá q	edado irrevocablementefijado de conformidad a los arts. 1545 y 1546 del Código Civil, en relación al 22 de laLey Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.Con todo, no obstante los términos generales q	e tiene el art. 22, es necesarioform	lar en n	estra opinión alg	nos distingos:i.- En c	anto a los req	isitos de existencia y de validez del contrato: regirá la leyvigente a la época de s	 celebración, sea q	e se trate de 	n contrato c	yo contenidop	eden pactar íntegramente las partes o de 	n contrato dirigido, c	yo estat	to esfijado mayoritariamente por el legislador en forma imperativa.ii.- En c	anto a los efectos del contrato: es necesario s	bdisting	ir, según si se trata:• De 	n contrato c	yo contenido p	eden pactar íntegramente las partes. Se trata delos contratos excl	sivamente patrimoniales, regidos por normas de orden privado,c	yo íntegro contenido p	eden fijar los contratantes libremente, según ya se exp	so:estos contratos se regirán, en c	anto a s	s efectos, por la ley vigente a la época de s	celebración. Regirá aq	í en plenit	d la 	ltractividad de la ley.• De 	n contrato dirigido, c	yo estat	to es fijado mayoritariamente por el legislador enforma imperativa: se regirán s	s efectos por la ley vigente a la época en q	e éstos seprod	zcan. No habrá en tal caso 	ltractividad de la ley, sino efecto inmediato de la ley.Así, por ejemplo, tratándose de los contratos de familia, como el contrato de
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matrimonio, o el contrato de trabajo, o el contrato de arrendamiento de predios	rbanos. En todos estos casos, si se modifica la legislación q	e reg	la estos contratos,dicha reforma afectará tanto a los contratos celebrados antes de la reforma, como alos q	e se convengan desp	és de la m	tación legal. Veamos alg	nos ejemplos:1° Respecto del contrato de matrimonio, 	na ley n	eva, modifica el art. 1749 delCódigo Civil y agrega otra limitación a la administración del marido de los bienessociales, habiendo régimen de sociedad cony	gal: por ejemplo, establece q	e elmarido deberá obtener a	torización de la m	jer o de la j	sticia en s	bsidio, paraenajenar bienes m	ebles c	yo valor s	pere las 10 	nidades de fomento. En tal caso, elmarido no podría ad	cir q	e tal limitación no se le aplica, habida c	enta q	e alcontraer matrimonio, la ley no la contemplaba.2° Respecto del contrato de trabajo, 	na ley n	eva, dispone q	e la jornada semanal detrabajo no podrá exceder de 40 horas. El empleador q	e h	biere celebrado con eltrabajador el contrato antes de la reforma (hoy p	ede llegar a 45 horas semanales),no podrá sostener q	e la limitación no rige para ese contrato.3° Respecto del contrato de arrendamiento de inm	ebles 	rbanos, 	na ley n	eva,establece q	e la renta an	al de arrendamiento de predios 	rbanos c	yo avalúo fiscalno exceda de cinc	enta millones de pesos, no podrá s	perar el 11% an	al de dichoavalúo. El arrendador q	e h	biere dado en arrendamiento el inm	eble bajo la vigenciade la ley antig	a (q	e hoy no establece ning	na limitación), no podrá pretender q	e lalimitación no rige para dicho contrato. Ello, porq	e conforme al art. 19 de la Ley N°18.101 sobre arrendamiento de predios 	rbanos, los derechos q	e esta ley confiere alos arrendatarios son irren	nciables. Con todo, admitimos q	e este ejemplo podríadisc	tirse, sobre la base de atentar la ley n	eva contra el derecho de propiedad delarrendador, en este caso, consistente en percibir la renta pactada.Dos excepciones, sin embargo, establece el citado art. 22º:1º En lo relativo a las leyes procesales: se aplicarán las leyes vigentes al momento depromoverse la contienda j	dicial. Ello, porq	e las leyes procesales rigen in actum. Nohay 	ltractividad respecto de ellas. En todo caso, en materia de pr	eba, debemosdisting	ir conforme lo dispone el art. 23º, entre las leyes procesales s	stantivas -q	émedios de pr	eba se admiten- y las leyes procesales adjetivas -cómo debe rendirse lapr	eba. En c	anto a los medios de pr	eba admisibles, rige la ley vigente al celebrarseel contrato; en c	anto a la forma de rendir la pr	eba, rige la n	eva ley.2º En lo relativo a las penas q	e por la infracción del contrato impongan las leyes: elinc	mplimiento se castigará conforme a la ley vigente a la época de la infracción, nodel contrato. Cabe precisar q	e la norma se refiere a las penas q	e impone la ley, no alas penas estip	ladas por las partes en caso de inc	mplimiento. Estas últimas q	edans	jetas a las leyes vigentes al tiempo de celebrar el contrato. Así, por ejemplo, si porla ley vigente al tiempo de la celebración del contrato se castiga la infracción con laindemnización de perj	icios, comprendiéndose en éstos tanto el daño emergente comoel l	cro cesante (art. 1556) y con posterioridad 	na ley establece q	e la indemnizaciónse limitará al daño emergente, las infracciones verificadas bajo la vigencia de estan	eva ley sólo obligarán a responder por este único perj	icio y no por el l	cro cesante.En cambio, la pena estip	lada por las partes (clá	s	la penal) se mantendrá inalterable.Se ha dicho, a propósito de esta excepción, q	e ella se referiría excl	sivamente a lasleyes penales, y no a las civiles.67 Nos parece q	e ambas clases de normas q	edaríancomprendidas bajo la expresión “penas para el caso de infracción de lo estip	lado enellos” (en los contratos), p	es la “pena” operaría al infringir lo estip	lado en elcontrato, no al infringir lo estip	lado en la ley (donde podría config	rarse 	na event	alresponsabilidad penal).
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e.11) Leyes relativas al procedimiento.Conforme al art. 24º, las leyes de procedimiento rigen in actum, tienen efectoinmediato, desde s	 prom	lgación. Frente a tales normas, no cabe hablar de derechosadq	iridos.Excepcionalmente, los plazos q	e h	biesen empezado a correr y las act	acionesy diligencias q	e ya est	vieren iniciadas, se rigen por la ley vigente al tiempo de s	iniciación. Así, por ejemplo, el término para contestar la demanda en 	n j	icioordinario, se rige por la ley antig	a, si tal plazo est	viere pendiente al dictarse 	nan	eva ley.
e.12) Leyes relativas a la prescripción.El art. 25º se refiere tanto a la prescripción adq	isitiva como extintiva. Laprescripción es 	n modo de adq	irir el dominio o de exting	ir los derechos yobligaciones (art. 2492). Conforme al art. 25º, es el prescribiente q	ien elige la leyq	e debe regir la prescripción alegada. A veces, p	ede res	ltarle más ventajososometerse a la ley n	eva y en otras ocasiones, a la ley antig	a. Así, por ejemplo, si laley antig	a req	ería 15 años para adq	irir por prescripción y la n	eva ley sólo 10 años,y al ser prom	lgada la última iban transc	rridos 7 años, le conviene optar por laprimera, p	es le faltarían sólo 8 años; si escoge la seg	nda, debe esperar 10 años,contados desde la prom	lgación de la n	eva ley. Desde el p	nto de vista de laprescripción extintiva, si la ley antig	a establecía q	e la acción cambiaria emanada delpagaré a la orden prescribía en 4 años contados desde el vencimiento de la obligación,y la n	eva ley rebaja a 	n año tal plazo, pero al prom	lgarse la última ibantransc	rridos 3 años 6 meses y el acreedor notifica la demanda 9 meses desp	és dehaber sido prom	lgada la n	eva ley, no le convendrá al prescribiente elegir la n	evaley, sino la antig	a. En el marco de la antig	a ley, la acción cambiaria prescribió tresmeses antes de la notificación; en el marco de la n	eva ley, faltarían tres meses paraq	e dicha acción prescribiera.El art. 26º sólo se refiere a la prescripción adq	isitiva. La norma se pone en elcaso de q	e 	na persona entre en posesión de 	na cosa, de manera q	e más adelante,transc	rrido el plazo previsto en la ley, p	eda adq	irir s	 dominio. Sin embargo, si enel lapso intermedio 	na ley declara q	e la cosa en c	estión no p	ede adq	irirse porprescripción, el propósito del poseedor no podrá alcanzarse. Regirá la ley n	eva, y nola vigente al entrar en posesión de la cosa. Esto, no es sino 	na aplicación del principiode q	e la posesión, pres	p	esto de la prescripción, no es 	n derecho adq	irido sino	na mera expectativa.
10.2.- EFECTOS DE LA LEY EN CUANTO AL TERRITORIO.
a) Territorialidad y extraterritorialidad de las leyes.

Los problemas q	e origina el conflicto de leyes en el espacio, giran en torno ados principios contrap	estos: el territorial y el personal o extraterritorial.Según el principio territorial, las leyes se dictan para 	n territorio y tienen s	límite dentro del mismo. Según el principio personal, las leyes se dictan para laspersonas y sig	en a éstas f	era del territorio nacional.Si el primero de los principios se aplicara estrictamente, el Estado podría exigirel reconocimiento excl	sivo de s	 derecho sobre el territorio q	e le pertenece, pero nopodría pretender q	e s	s normas f	eren reconocidas más allá de las fronteras.Si se aplicara en términos absol	tos el principio personal, el Estado sólo podríalegislar para s	s nacionales y no podría hacer valer a	toridad alg	na sobre losextranjeros q	e residieran en s	 territorio.
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Se vis	aliza por tanto q	e la aplicación extrema de 	no o de otro principio,generaría graves dific	ltades. Por eso, c	ando las relaciones sociales y comercialesentre las naciones se hicieron más contin	as y reg	lares, se comprendió q	e la ley nopodía ser absol	tamente personal ni absol	tamente territorial y q	e res	ltabanecesario b	scar fórm	las de armonía y conciliación entre ambos principioscontrap	estos. Esta ha sido la constante aspiración de los sistemas de DerechoInternacional Privado.
b) Territorialidad de la ley.
b.1) Normas q	e lo establecen.En c	anto a las personas, el art. 14º del Código Civil consagra en n	estroDerecho el principio territorial, al disponer q	e “La ley es obligatoria para todos loshabitantes de la República, incl	sos los extranjeros”.Conforme a lo anterior, en principio, salvas las excepciones q	e se indicarán,todos los individ	os q	e habitan en el territorio nacional, sean chilenos o extranjeros,q	edan sometidos a la ley chilena desde el p	nto de vista de s	s personas, s	s bienesy s	s actos j	rídicos.Dicho principio, respecto de los bienes, también está consagrado en el inciso 1ºdel art. 16º: “Los bienes sit	ados en Chile están s	jetos a las leyes chilenas, a	nq	es	s d	eños sean extranjeros y no residan en Chile”.El principio de la territorialidad absol	ta está presente también en variasdisposiciones legales:1º En lo q	e se refiere al matrimonio: artíc	lo 80 de la Ley de Matrimonio Civil, q	eimpone a los q	e se casaron en el extranjero, el c	mplimiento de las normas relativasa los impedimentos dirimentes. Lo mismo oc	rre con el art. 12 de la Ley N° 20.830,sobre Ac	erdo de Unión Civil: podrá declararse n	lo el contrato celebrado en elextranjero, en contravención a lo disp	esto en los artíc	los 7°, 8° y 9° de la citada Ley(por ejemplo, porq	e los contrayentes no eran mayores de edad).2º En lo relativo a la s	cesión abintestato: art. 997, los extranjeros son llamados de lamisma manera q	e los chilenos.3º En el ámbito del Derecho Penal, dispone el art. 5º del Código del ramo q	e la leypenal chilena es obligatoria para todos los habitantes de la República, incl	so losextranjeros.
b.2) Excepciones al principio de la territorialidad consagrado en el art. 14º.Dicho principio no tiene más excepciones q	e las sig	ientes, admitidas por elDerecho Internacional:1º Los soberanos de 	n Estado q	edan sometidos a s	s leyes, dondeq	iera seenc	entren;2º Los agentes diplomáticos acreditados ante 	n país, están sometidos a las leyes delEstado al c	al representan; y3º Los barcos de g	erra de nación extranjera, a	n los s	rtos en ag	as territorialeschilenas, y las aeronaves militares extranjeras a	torizadas para volar en el espacioaéreo chileno, están sometidos a las leyes del Estado al c	al pertenecen, tratándose deaq	ellos actos realizados al interior de las naves o aeronaves (por ende, si por ejemplolos trip	lantes de 	n barco de g	erra extranjero protagonizan 	n delito estandodesembarcados en 	n p	erto, q	edarán s	jetos a la ley chilena). Ig	al principio rigepara los barcos y aeronaves militares chilenos, en el extranjero.
b.3) Eq	iparación de los chilenos y extranjeros.En compensación a las obligaciones q	e el art. 14º impone a los extranjeros alsometerlos a las leyes chilenas, se les otorga en el art. 57º 	na franq	icia, al
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establecerse q	e en lo relativo a la adq	isición y goce de los derechos civiles, le ley noreconoce diferencias entre los chilenos y los extranjeros.Hay alg	nas excepciones a la regla anterior, f	ndadas más bien en el domicilioantes q	e en la nacionalidad, como se verá a propósito de esta última.
c) Extraterritorialidad de la ley.

Los casos en q	e la ley prod	ce efectos f	era del territorio del Estado q	e lasdicta, son excepcionales, porq	e la regla general es q	e no prod	zca efectos sinodentro de s	s límites. No obstante, hay casos en q	e la ley chilena prod	ce efectosf	era del territorio nacional, hipótesis en la c	al hablamos de extraterritorialidad de laley chilena.Para abordar este tema, debemos disting	ir entre tres tipos de leyes:c.1) Leyes personales.c.2) Leyes reales.c.3) Leyes relativas a los contratos.
c.1) Leyes personales.La extraterritorialidad de la ley chilena, en lo q	e respecta a las leyespersonales, está determinada por el art. 15º del CC. Similar f	ndamento tiene el art.80 de la Ley de Matrimonio Civil.Debemos precisar q	e la norma del art. 15º no implica 	na inconsec	encia conrespecto al art. 14º. En principio, pareciera haberla, porq	e mientras el art. 14ºdeclara q	e en Chile rige solamente la ley chilena (lo q	e eq	ivale a decir q	e no seacepta la ley personal del extranjero), en el art. 15º se dispone q	e la ley personal delchileno rige más allá de las fronteras de n	estro país. Sin embargo, examinando lac	estión a fondo, se ve q	e no hay tal inconsec	encia:i.- En primer l	gar, porq	e la ley chilena sólo rige en el extranjero para los actos q	ehan de tener efecto en Chile;ii.- En seg	ndo l	gar, no se exige ni se pide a las a	toridades extranjeras amparo parala ley chilena, para los referidos actos q	e han de tener efectos en Chile. De tal forma,en caso alg	no se pretende q	e la ley chilena sea aplicada por trib	nales extranjeros.
- F	ndamento del art. 15º: el legislador chileno q	iere evitar q	e, mediante 	ns	bterf	gio, se b	rlen las leyes nacionales relativas al estado y capacidad de laspersonas y a las relaciones de familia, todas de orden público, ligadas a la constit	ciónmisma de la sociedad, y en especial a la familia, s	 núcleo básico.
- Aplicación restrictiva del art. 15º: constit	yendo esta norma 	na excepción alprincipio general de la territorialidad, debe aplicarse restrictivamente, sólo en los casosq	e ella contempla. S	 carácter excepcional q	eda de manifiesto teniendo presente:1º Q	e sólo se refiere a los chilenos.2º Sólo hace obligatorias para el chileno q	e está f	era del país las leyes chilenasrelativas al ESTAD$ de las personas y a s	 CAPACIDAD para ejec	tar actos q	e hayande tener efectos en Chile, y a las obligaciones y derechos q	e nacen de RELACI$NESDE FAMILIA. Las demás leyes chilenas, a	nq	e sean personales, no obligan al chilenoq	e se halla en el extranjero.3º Sólo se refiere a los actos q	e hayan de tener efectos en Chile y sólo respecto alcóny	ge y parientes chilenos.
- Análisis del Nº 1 del art. 15º.El acto ejec	tado por 	n chileno en el extranjero está s	jeto a la ley chilena, enc	anto a s	 estado y capacidad, si ese acto va a prod	cir efectos en Chile. Si los
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prod	ce, q	eda s	jeto a las leyes chilenas; en caso contrario, se rige por las leyes delpaís en q	e el acto se realiza. Un acto prod	ce efectos en Chile c	ando los derechos yobligaciones q	e origina, se hacen valer o intentar c	mplir en Chile.Así, por ejemplo, en c	anto a la capacidad, si 	n chileno de 17 años,domiciliado en Panamá, donde la mayoría de edad f	ere adq	irida a los 16 años, vende	n bien raíz 	bicado en Chile, tal compraventa adolecerá en n	estro país de n	lidadrelativa, a menos q	e el vendedor h	biere act	ado representado o a	torizado. EnPanamá en todo caso, el acto es válido.De ig	al forma, en c	anto al estado de 	na persona, si por ejemplo 	n chilenode sólo 13 años contrae matrimonio en Arabia Sa	dita, donde los varones p	edencelebrar tal contrato a partir de los 12 años, el matrimonio adolecerá de n	lidad enChile. El mismo principio se recoge en la Ley de Matrimonio Civil, art. 80º en relación alos arts. 4º a 7º.
- Análisis del Nº 2 del art. 15º.Esta disposición tiene por objeto proteger a la familia chilena. Los chilenosdomiciliados o residentes en el extranjero q	edan sometidos a la ley chilena en lo q	erespecta a s	s relaciones de familia; los derechos q	e emanen de tales relaciones defamilia, sólo p	eden reclamarse por los parientes y el cóny	ge chilenos.Directamente ligada con esta disposición, está la norma del art. 998º. La reglageneral respecto a las s	cesiones (art. 955º) es q	e éstas se reglan por las leyes delúltimo domicilio del ca	sante; pero como las leyes chilenas protegen siempre a losparientes chilenos, han establecido q	e si en 	na s	cesión abierta en el extranjerotiene el ca	sante bienes en Chile, en éstos deberá adj	dicarse el total de lo q	ecorresponda a los herederos chilenos, q	ienes tendrán los mismos derechos q	e lasleyes chilenas les ac	erdan en las s	cesiones abiertas en Chile. Regirá al respecto elart. 149º del C$T, q	e dispone q	e c	ando 	na s	cesión se abra en el extranjero ycomprenda bienes sit	ados en Chile, la posesión efectiva de la herencia deberá pedirseante el j	ez del l	gar en q	e t	vo el ca	sante s	 último domicilio en Chile, o en eldomicilio del q	e la pida si aq	él no lo h	biere tenido (art. 833 del CPC); este j	ez serátambién competente para conocer de la apert	ra y p	blicación del testamento (art.1009 del CC). El art. 998 está 	bicado entre las reglas de la s	cesión abintestato ycomienza diciendo “en la s	cesión abintestato de 	n extranjero...”. Pero de ac	erdocon la doctrina 	nánime, este precepto debe aplicarse por analogía a las s	cesionestestamentarias en lo q	e respecta a las asignaciones forzosas de los s	cesoreschilenos, p	es existen las mismas razones de protección en 	na y otra s	cesión. Así,por ejemplo, si 	n inglés m	ere en Londres, en donde existe libertad absol	ta paratestar, y dicho inglés tenía dos hijos, 	no inglés y otro chileno, y al morir el ca	santedeja 	n testamento en el c	al instit	ye como único heredero a s	 hijo inglés, y hadejado bienes en Chile, el hijo chileno tiene derecho a pedir q	e se le adj	diq	e enesos bienes, todo lo q	e según la ley chilena debiera percibir a tít	lo de legítima, dados	 carácter de asignatario forzoso (arts. 1167 y 1182 Nº 1).
c.2) Leyes reales.Son las q	e se refieren directamente a los bienes, y sólo de 	n modo accidentalo accesorio a las personas. El principio general, basado en la territorialidad, es q	e losbienes sit	ados en Chile, se rigen por la ley chilena: art. 16º (“lex loci rei sitae”).No se toma en consideración para determinar c	ál es la ley aplicable a 	n biensit	ado en Chile, la nacionalidad del propietario, sino q	e excl	sivamente el l	gar des	 	bicación.A contrario sens	, se desprende del art. 16º, inc. 1º, q	e los bienes sit	ados enel extranjero no están s	jetos a las leyes chilenas, a	nq	e s	s d	eños sean chilenos yresidan en el territorio nacional.
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- Excepciones al principio anterior:1º La del art. 16º, inc. 2º. En efecto, la regla del art. 16º, inc. 1º, se entiende, sinperj	icio de las estip	laciones contenidas en los contratos otorgados válidamente en elextranjero. Esto implica q	e no obstante estar sit	ados los bienes en Chile, lasestip	laciones contract	ales q	e a ellos se refieren, otorgadas válidamente en elextranjero, tienen pleno valor y efecto en Chile (el art. 16º, inc. 3º, contiene 	nacontra-excepción, q	e nos dev	elve al principio general del inciso 1º, como veremos).2º La del art. 955º: en efecto, de ac	erdo al inciso 1º del art. 16º, dado q	e los bienessit	ados en Chile están s	jetos a la ley chilena, la manera de adq	irir dichos bienestambién ha de ser conforme a n	estra ley. Sin embargo, según el art. 955º, las	cesión -q	e es 	n modo de adq	irir- se regla por la ley del último domicilio delca	sante; de s	erte q	e si éste fallece teniendo s	 último domicilio en el extranjero, seregirá por la ley del país en el c	al tenía s	 último domicilio (sin perj	icio q	e en lorelativo a los bienes q	e se enc	entran en Chile, regirá el art. 149 del Código $rgánicode Trib	nales). Aq	í, también opera 	na contra-excepción, q	e nos dev	elve alprincipio general del art. 16, inc. 1º: la contenida en el art. 998º, ya visto, respecto delcóny	ge y parientes chilenos.Vis	alicemos lo anterior con 	n ejemplo: si 	n alemán fallecido en Colonia yteniendo s	 último domicilio en dicha ci	dad deja bienes en Chile, en principio, segúnla regla general del art. 16, inc. 1º, la s	cesión de s	s bienes deberá regirse por la leychilena; pero en virt	d del art. 955º, correspondería aplicar la ley alemana (la delúltimo domicilio); con todo, si hay chilenos con derecho a herencia o alimentos, s	sderechos se reglan por las leyes chilenas y podrán solicitar q	e se les adj	diq	e el totalde lo q	e les corresponda en los bienes sit	ados en Chile, solicitando incl	so enn	estro país la posesión efectiva de la herencia, en lo tocante a esos bienes (art. 998ºdel Código Civil y art. 149º del Código $rgánico de Trib	nales).
c.3) Leyes relativas a los actos y contratos.Para determinar la ley por la q	e se rige 	n acto j	rídico otorgado o celebradoen el extranjero y q	e se hará valer en Chile, debemos disting	ir entre:i.- Los req	isitos externos o de forma;ii.- Los req	isitos internos o de fondo;iii.- La pr	eba del mismo; yiv.- S	s efectos.Los revisamos en el mismo orden:
i.- Ley q	e rige los req	isitos externos o de forma de los actos.Son req	isitos externos o de forma los q	e se relacionan con la manera dehacer constar fehacientemente la existencia del acto j	rídico. Se trata de los req	isitosexternos q	e la ley exige para otorgar o celebrar 	n acto o contrato. Por ejemplo, laley chilena exige escrit	ra pública en la compraventa de bienes raíces; o, tratándosedel otorgamiento de 	n testamento abierto, la presencia de al menos tres testigos ynotario público o, si no conc	rre 	n notario público, la presencia de al menos cincotestigos.El principio aq	í es el sig	iente: los actos j	rídicos se rigen por la ley del l	garen q	e han sido otorgados o celebrados, c	alq	iera q	e sea la legislación del país enq	e han de prod	cir s	s efectos, según el principio “Lex locus regit actum”, principio	niversal de Derecho, consagrado entre nosotros en el art. 17º, en el art. 1027(respecto de los testamentos) y en el art. 80º de la Ley de Matrimonio Civil.El art. 17, inc. 1°, dispone: “La forma de los instr	mentos públicos sedetermina por la ley del país en q	e hayan sido otorgados”. Agrega acto seg	ido en s	inc. 2°: “La forma se refiere a las solemnidades externas…”.
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Cabe considerar q	e si bien el precepto al	de a la “forma de los instr	mentospúblicos”, debiéramos entender q	e el principio también rige para los instr	mentosprivados. En ambos casos, se aplicarán las formalidades previstas en la ley del l	garen q	e se otorg	e el instr	mento. Se trata de 	n caso de interpretación extensiva dela norma. Así lo ha entendido por lo demás la doctrina y la j	rispr	dencia.68
N	estra Corte S	prema ha declarado q	e este principio es de carácter general,se refiere a todo acto o contrato, a todo instr	mento, sea público o privado.Con todo, el citado principio no es obligatorio en la legislación chilena, sinofac	ltativo. Es decir, los chilenos en el extranjero p	eden optar por s	jetarse a lasleyes del país en q	e se otorga o celebra el acto o contrato o por act	ar conforme a laschilenas, para realizar actos q	e hayan de s	rtir efecto en Chile. Si optan por laseg	nda alternativa, deberán ac	dir a los f	ncionarios diplomáticos o cons	lareschilenos, q	e estén a	torizados para desempeñar en estos casos f	nciones de ministrode fe. De tal forma, en cada caso concreto, los chilenos residentes en el extranjerodecidirán aj	starse a las leyes extranjeras o a las chilenas, según más les convenga.

- Req	isitos necesarios para q	e 	n instr	mento público otorgado en el extranjeroconforme a la ley extranjera, tenga validez en Chile:1º Se req	iere q	e haya sido extendido con las formalidades prescritas por la ley delpaís en q	e se otorgó;2º Q	e se pr	ebe s	 a	tenticidad conforme a las normas establecidas en el Código deProcedimiento Civil. La a	tenticidad de los doc	mentos públicos se refiere al hecho de:i.- Haber sido realmente otorgados por las personas q	e fig	ren en el instr	mento; yii.- Haber sido realmente a	torizados por las personas y de la manera q	e en losrespectivos instr	mentos se exprese (art. 17, inc. 2º).La a	tenticidad de los instr	mentos públicos se pr	eba en la forma q	eestablecen los arts. 345 y 345 bis del Código de Procedimiento Civil: se trata deltrámite de “legalización” de los doc	mentos.
- Excepciones al principio “Lex locus regit actum”.Son las sig	ientes:1. El art. 1027º, tratándose el otorgamiento de 	n testamento: “Valdrá en Chile eltestamento escrito, otorgado en país extranjero, si por lo tocante a las solemnidadesse hiciere constar s	 conformidad a las leyes del país en q	e se otorgó, y si además seprobare la a	tenticidad del instr	mento respectivo en la formas ordinaria”. Esto s	poneq	e sólo se reconoce validez en Chile a los testamentos otorgados en país extranjeroc	ando f	eren escritos. No se reconoce validez, en cambio, a 	n testamento verbalotorgado en otro país, c	alq	iera q	e sea el valor q	e las leyes de ese país leatrib	yan.2. El art. 2411, en las normas de la hipoteca: “Los contratos hipotecarios celebradosen país extranjero darán hipoteca sobre los bienes sit	ados en Chile, con tal q	e seinscriban en el competente registro”. Esto implica q	e, en la práctica, la hipoteca debeconstar por escrit	ra pública, porq	e si no, el Conservador de Bienes Raíces no lainscribirá, a	nq	e la ley extranjera acepte 	n instr	mento privado.
ii.- Ley q	e rige los req	isitos internos o de fondo del acto o contrato.Son req	isitos internos o de fondo los contemplados en el art. 1445 del CódigoCivil, a saber:1. La vol	ntad (debe existir y además no debe estar viciada) y la capacidad de q	ienesotorgan o celebran el acto o contrato.
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69 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 150.70 Corral Talciani, Hernán, ob. cit., p. 151.

2. El objeto (debe existir y ser lícito) y la ca	sa (debe existir y ser lícita) de dicho actoo contrato.Como p	ede observarse, los dos primeros son req	isitos personales os	bjetivos, mientras q	e los dos últimos son req	isitos objetivos, del acto j	rídico deq	e se trate.Por regla general, los req	isitos internos, al ig	al q	e los externos, se rigen porla ley del país en q	e el acto o contrato se ejec	ta o celebra. Así se desprende del art.16, q	e desp	és de aplicar la ley chilena a los bienes sit	ados en Chile, agrega en s	inc. 2: “Esta disposición se entenderá sin perj	icio de las estip	laciones contenidas enlos contratos otorgados válidamente en país extraño”.A	nq	e la norma recién transcrita se refiera a “los contratos”, se ha entendidoq	e también se comprenden en ella los actos j	rídicos 	nilaterales.69
Sin embargo, esta regla q	e se remite a la ley extranjera, debe matizarse. Enefecto, al menos c	atro limitaciones p	eden señalarse:1. En c	anto a la capacidad: regirá la ley chilena y no la extranjera, si se trata de 	nchileno q	e otorga o celebra el acto o contrato. Lo anterior, conforme a lo q	e seestablece en el art. 15, inc. 1°. En cambio, si se trata de 	n extranjero, se mantieneen pie la aplicación de la ley extranjera, p	es en este caso no corresponde aplicar elart. 15.2. Tratándose del contrato de matrimonio: se aplicarán a los contrayentes las normasq	e se refieren a las incapacidades para contraer matrimonio y las q	e reg	lan losvicios de q	e p	ede adolecer la vol	ntad, contempladas en los arts. 5, 6 y 7 de la Leyde Matrimonio Civil.3. En el caso del contrato de ac	erdo de 	nión civil, o semejante celebrado en elextranjero: deberán c	mplirse con las normas q	e reg	lan los impedimentos deparentesco y los vicios de la vol	ntad (error y f	erza), contemplados en la Ley N°20.830. En efecto, dispone el art. 12 de este c	erpo legal:“Los ac	erdos de 	nión civil o contratos eq	ivalentes, no constit	tivos dematrimonio, q	e reg	len la vida afectiva en común de dos personas del mismo o dedistinto sexo, s	jetos a registro y celebrados válidamente en el extranjero, seránreconocidos en Chile, en conformidad con las sig	ientes reglas:1ª. Los req	isitos de forma y fondo del ac	erdo se regirán por la ley del país en q	ehaya sido celebrado.2ª. Sin embargo, podrá ser declarado n	lo de conformidad a la ley chilena, el ac	erdocelebrado en territorio extranjero q	e se haya contraído en contravención a lodisp	esto en los artíc	los 7°, 8° y 9° de esta ley”.Los arts. 7 y 9, se refieren a impedimentos para celebrar el ac	erdo de 	nióncivil. El art. 9, a los vicios de la vol	ntad.4. En general, se ha estimado q	e otro límite a la eficacia en Chile de los actosotorgados en el extranjero, consistiría en la event	al ilicit	d del objeto o de la ca	sa deq	e estos p	dieren adolecer. Lo anterior contravendría el orden público nacional. Así,por ejemplo, si se tratare de 	n contrato de compraventa de cocaína, celebrado en 	npaís en el q	e tal acto est	viere permitido.70

iii.- Ley q	e rige la pr	eba de los actos j	rídicos.
Dado q	e el acto o contrato otorgado o celebrado en el extranjero serápresentado en Chile, s	 pr	eba deberá regirse por la ley chilena. En otros términos, lapr	eba será la misma, sea q	e el acto j	rídico se otorgó en Chile o en el extranjero.
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Así lo deja en claro el art. 18, en lo q	e se refiere a la pr	eba de instr	mentopúblico: “En los casos en q	e las leyes chilenas exigieren instr	mentos públicos parapr	ebas q	e han de rendirse y prod	cir efecto en Chile, no valdrán las escrit	rasprivadas, c	alq	iera q	e sea la f	erza de éstas en el país en q	e h	bieren sidootorgadas”.El art. 18 g	arda armonía con el art. 1701, q	e dispone en s	 inc. 1°: La faltade instr	mento público no p	ede s	plirse por otra pr	eba en los actos y contratos enq	e la ley req	iera esa solemnidad; y se mirarán como no ejec	tados o celebrados a	nc	ando en ellos se prometa red	cirlos a instr	mento público dentro de cierto plazo,bajo 	na clá	s	la penal: esta clá	s	la no tendrá efecto alg	no”.De esta manera, a	nq	e la ley extranjera h	biere admitido probar el acto porinstr	mento privado, dicha pr	eba no se admitirá en Chile, c	ando n	estra legislaciónexige q	e el acto se otorg	e o celebre mediante instr	mento público.Cabe tener presente q	e tratándose de actos solemnes, la ley considera q	e nohay manifestación de vol	ntad si no se c	mplen las formalidades por ella exigidas. Así,el contrato de compraventa de bienes raíces es solemne, porq	e debe otorgarse porescrit	ra pública (art. 1801, 2º). Ig	al cosa respecto de la hipoteca (art. 2409). Estosactos no existen j	rídicamente mientras no se realice la solemnidad, y siendo así, esevidente q	e no podrá probarse s	 existencia por medio alg	no q	e no sea la escrit	rapública.Se entiende así la conexión existente entre los arts. 1701 y 18. Cabe señalarq	e el último, se aplica a chilenos y extranjeros, porq	e se refiere a los actos q	e vana prod	cir efectos en Chile y en n	estro país sólo rige la ley chilena. Todo extranjeroq	e f	era de Chile ejec	te 	n acto q	e haya de tener efecto en n	estro país y q	esegún n	estras leyes deba otorgarse por escrit	ra pública, debe tener en claro q	e s	acto no valdrá en Chile si no se c	mple este req	isito, a	n c	ando las leyes del país enq	e el acto se realiza no exijan dicha solemnidad.Lo anterior p	ede parecer contradictorio con el principio “Lex loc	s regit act	m”reconocido en el art. 17º, pero en verdad no hay tal contradicción, atendido lodisp	esto en el inciso final del art. 16º, q	e establece q	e los efectos de 	n contratocelebrado en el extranjero para c	mplirse en Chile, deben s	jetarse a n	estras leyes(en general, entendemos por efectos de 	n contrato los derechos y obligacionesoriginados por el mismo). Y en tal contexto, 	no de los efectos de 	n contrato es s	pr	eba (en este caso, por escrit	ra pública), de manera q	e el art. 18º es 	naconsec	encia del inciso final del art. 16º.
iv.- Ley q	e rige los efectos de los actos j	rídicos.

Los efectos de 	n acto j	rídico corresponden a los derechos y las obligacionesq	e se crean, modifican, transfieren, transmiten o exting	en por aq	él.Dichos efectos deberán regirse por la ley chilena, conforme se desprende delart. 16, inc. 3°: “Los efectos de los contratos otorgados en país extraño para c	mplirseen Chile, se arreglarán a las leyes chilenas”.
CUESTI$NARI$:
1.- ¿Cómo define la ley el art. 1º del Código Civil? ¿Q	é críticas se han form	lado aesta definición?2.- Proporcione 	na definición doctrinaria de ley.3.- ¿C	áles son los req	isitos externos de la ley? Explíq	elos brevemente.4.- ¿Q	é q	ór	m se exige para aprobar, modificar o derogar las distintas clases deleyes? En cada caso, ¿q	é fracción de dip	tados y senadores siempre debe asistir a larespectiva sesión?
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5.- ¿A q	é se atiende con los req	isitos internos de la ley?6.- ¿Q	é se entiende por ley imperativa? ¿De q	é clases p	eden ser?7.- ¿Q	é se entiende por ley imperativa propiamente tales? Proporcione tres ejemplos–de los revisados en la cátedra-, de leyes imperativas propiamente tales.8.- ¿Q	é se entiende por leyes imperativas de req	isito? Proporcione tres ejemplos –delos revisados en la cátedra-, de leyes imperativas de req	isito.9.- ¿Q	é se entiende por leyes prohibitivas? Proporcione tres ejemplos –de losrevisados en la cátedra-, de leyes prohibitivas.10.- ¿Q	é se entiende por leyes permisivas? Proporcione 	n ejemplo.11.- Refiérase a la sanción, en caso de infringir 	na ley imperativa. Al efecto, expliq	elo post	lado por Carlos D	cci.12.- Refiérase a la sanción, en caso de infringir 	na ley prohibitiva. Indiq	e c	ál es laregla general y los casos excepcionales.13.- Refiérase a la sanción de 	na ley permisiva.14.- ¿Cómo se clasifican las leyes atendiendo a s	s caracteres?15.- ¿Q	é se entiende por leyes declarativas o s	pletorias? ¿Q	é ideas directrices setoman en consideración para establecerlas? Proporcione 	n ejemplo.16.- ¿Q	é ca	sas determinan al legislador a dictar leyes prohibitivas e imperativas?17.- ¿Q	é se entiende por leyes dispositivas? Proporcione 	no de los ejemplosrevisados en la cátedra.18.- Indiq	e los distintos escalones en q	e se ordenan jerárq	icamente las normasj	rídicas, y en cada 	no q	é normas se contemplan.19.- ¿Q	é opiniones se han form	lado, acerca de la jerarq	ía de los tratados q	econsagra derechos esenciales q	e emanan de la nat	raleza h	mana? ¿Q	é precepto dela Constit	ción Política ha originado esta disc	sión?20.- ¿Q	é controles operan en la escala jerárq	ica de normas j	rídicas? ¿Q	é órganosejercen estos controles?21.- ¿A q	é órgano administrativo corresponde el control de legalidad? ¿Cómo operaeste control?22.- ¿Por q	é afirmamos q	e, en la práctica, el control de la constit	cionalidad tambiéncorresponde a los trib	nales ordinarios de j	sticia?23.- ¿En virt	d de q	é factores se jerarq	izan las normas j	rídicas? Explíq	elosbrevemente.24.- ¿Q	é se entiende por constit	cionalidad de fondo? ¿Q	é se entiende porconstit	cionalidad de forma? Proporcione 	n ejemplo, de los revisados en la cátedra,de ley inconstit	cional en el fondo y de ley inconstit	cional en la forma.25.- En el control de la constit	cionalidad q	e corresponde al Trib	nal Constit	cional,en	mere las atrib	ciones q	e tiene este órgano.26.- ¿Q	é objetivo tiene la acción de inaplicabilidad por inconstit	cionalidad? ¿Q	éq	ór	m se req	iere para q	e el Trib	nal Constit	cional la acoja?27.- ¿Q	é objetivo tiene la acción de inconstit	cionalidad? ¿Q	é q	ór	m se req	ierepara q	e el Trib	nal Constit	cional la acoja?28.- ¿Q	é diferencia se aprecia, según si el Trib	nal Constit	cional declare lainconstit	cionalidad de 	n decreto s	premo, de 	n a	to acordado, de 	n decreto conf	erza de ley o de 	na ley?29.- ¿Q	é diferencias se aprecian entre la acción de inaplicabilidad y la acción deinconstit	cionalidad?30.- ¿Q	é se ha planteado acerca de la clase de inconstit	cionalidad q	e se p	edeatacar mediante el rec	rso de inaplicabilidad o mediante el rec	rso deinconstit	cionalidad?31.- ¿Cómo se define la potestad reglamentaria en sentido propio y estricto? ¿Cómo sela define en 	n sentido amplio? Considerada en toda s	 extensión, ¿en q	éinstr	mentos se manifiesta?
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32.- ¿Q	é a	toridades administrativas tienen potestad reglamentaria?33.- ¿Q	é comprende la potestad reglamentaria del Presidente de la República?Conforme a lo anterior, ¿q	é denominaciones as	me dicha potestad reglamentaria en	no 	 otro caso?34.- ¿Q	é se entiende por 	n reglamento de ejec	ción? Proporcione dos ejemplos, delos revisados en la cátedra.35.- ¿Q	é se entiende por reglamentos a	tónomos?36.- ¿Cómo se define el decreto en general? ¿C	ándo recibe el nombre de decretos	premo? ¿Cómo se clasifican los decretos?37.- ¿Q	é se entiende por reglamento o decreto reglamentario? ¿Q	é se entiende porsimple decreto o decreto individ	al? ¿Q	é firmas deben llevar los decretos?38.- ¿Q	é órgano ejerce el control de legalidad de los decretos? ¿Q	é p	ede hacer elPresidente de la República si el al	dido órgano no les diere c	rso?39.- ¿Q	é semejanzas se aprecian entre la ley y el decreto?40.- ¿Por q	é se afirma q	e la ley y el decreto no se diferencias necesariamente en s	objeto o contenido ni en generalidad e impersonalidad?41.- ¿En q	é se diferencian, esencialmente, la ley y el decreto?42.- ¿Q	é clases de instr	cciones o circ	lares existen? Explíq	elas brevemente.43.- ¿Q	é clases de ordenanzas existen? Explíq	elas brevemente.44.- ¿Q	é se entiende por decreto con f	erza de ley?45.- ¿Por q	é se ha disc	tido la constit	cionalidad de los decretos con f	erzas de ley?46.- El art. 64 de la Constit	ción Política, fac	lta al Presidente de la República paradictar decretos con f	erza de ley. ¿Q	é limitaciones se establecen al respecto?47.- La Constit	ción Política prohíbe dictar decretos con f	erzas de ley en diversasmaterias. Indiq	e tres de ellas.48.- ¿Por q	é razones el Contralor General de la República p	ede negarse a tomarrazón de 	n decreto con f	erza de ley? En tal caso, ¿de q	é fac	ltad carece elPresidente de la República? ¿Q	é p	ede hacer el Presidente de la República y en q	éplazo, para q	e se dirima el conflicto?49.- ¿Q	é se entiende por decreto ley?50.- A	nq	e los decretos leyes se han dictado al margen del ordenamientoconstit	cional, ¿por q	é razón la j	rispr	dencia terminó por aceptarlos?51.- ¿En q	é períodos de n	estra historia se han dictado decretos leyes?52.- ¿Q	é jerarq	ía tienen los decretos leyes? ¿Cómo p	eden ser modificados oderogados?53.- ¿Q	é acepciones admite la palabra interpretación? Explíq	elas brevemente.54.- ¿Cómo se define la interpretación j	rídica? ¿C	ándo corresponde q	e opere estaclase de interpretación?55.- ¿Q	é normas del Código Civil se refieren a la interpretación de la ley, de loscontratos y de los testamentos?56.- ¿Q	é sistemas de interpretación existen? ¿Q	é ventajas e inconvenientes tienen?57.- ¿De q	é clases p	ede ser la interpretación de la ley? C	ando corresponda,form	le la pertinente s	bdivisión.58.- ¿Q	iénes realizan la interpretación doctrinal o privada? Indiq	e alg	na de lasnormas legales q	e se refieren a ella.59.- ¿Q	é diferencia –conforme al art. 3 del Código Civil-, se aprecia entre lainterpretación hecha por el legislador y aq	ella hecha por el j	ez?60.- ¿Q	é f	ncionario público está fac	ltado para realizar 	na interpretaciónadministrativa? ¿Q	é p	ede hacer el partic	lar a q	ien afecte dicha interpretación?61.- ¿Q	é elementos de interpretación de la ley señala Savigny? Explíq	elosbrevemente.62.- ¿De q	é especies p	ede ser la interpretación? ¿Atendiendo a q	é se form	la estedistingo?
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63.- ¿C	ándo corresponde hacer 	na interpretación declarativa? Proporcione 	no delos ejemplos revisados en la cátedra.64.- ¿C	ándo corresponde hacer 	na interpretación extensiva? Proporcione 	no de losejemplos revisados en la cátedra.65.- ¿C	ándo corresponde hacer 	na interpretación restrictiva? Proporcione 	no de losejemplos revisados en la cátedra.66.- Se ha sostenido q	e, respecto de ciertas leyes, s	 interpretación debiera sersiempre restrictiva. Mencione tres de estos casos. ¿C	ál f	e la opinión de la cátedra alrespecto?67.- El art. 23 del Código Civil descartó el principio de “lo favorable y lo odioso”.¿Cómo se aplicaba dicho principio en el Derecho antig	o? Proporcione tres ejemplos enq	e se aplicaba el principio, proporcionados por Andrés Bello. ¿Por q	é tal principio nose admitió en n	estro Código Civil? ¿Por q	é se afirmó en la cátedra q	e no obstantelo exp	esto por el art. 23, podría sin embargo aplicarse el principio de “lo favorable ylo odioso” en el marco de lo disp	esto en el art. 24?68.- ¿Q	é métodos de interpretación de la ley se revisaron en la cátedra?69.- Res	ma los planteamientos del método lógico tradicional de la interpretación de laley e indiq	e la principal crítica q	e se le ha form	lado.70.- Res	ma los planteamientos del método histórico evol	tivo de la interpretación dela ley e indiq	e la principal crítica q	e se le ha form	lado.71.- Expliq	e brevemente los planteamientos del método de la libre investigacióncientífica de la interpretación de la ley.72.- ¿Q	é propone el método positivo teleológico de interpretación de la ley? ¿Q	écríticas se le han form	lado?73.- Res	ma los post	lados del método de la esc	ela del Derecho libre deinterpretación de la ley.74.- Re	ma los post	lados de la teoría “creacionista”, q	e post	la el profesor PabloRodríg	ez Grez como método de interpretación de la ley.75.- Respecto de la interpretación j	dicial, señale q	ién la realiza, q	é fases laintegran (y q	é hace en cada 	na de ellas el intérprete) y q	é elementos la integran.76.- ¿C	ál es la interpretación legal o a	téntica, de q	é manera se realiza y a q	édebe limitarse?77.- ¿Q	é ficción legal establece el art. 9 del Código Civil acerca de la interpretaciónlegal o a	téntica?78.- ¿Q	iénes p	eden tener iniciativa para llevar a cabo la interpretación legal oa	téntica?79.- ¿Q	é alcance tiene la interpretación legal o a	téntica?80.- ¿Q	é se señala acerca de la retroactividad, con relación a las leyesinterpretativas?81.- ¿C	áles son las limitaciones de la ley interpretativa?82.- ¿A q	é elemento de interpretación de la ley se refiere el inc. 1º del art. 19 delCódigo Civil y en q	é términos?83.- Conforme se desprende del art. 19 del Código Civil, para no desatender el tenorliteral de la ley es necesario q	e el sentido de esta sea claro. Conforme a lo est	diado,¿c	ándo se entiende q	e dicho sentido es claro?84.- ¿En q	é sentidos p	eden emplearse las palabras en 	n precepto legal? ¿En q	éartíc	los del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de a dichos sentidos?85.- ¿A q	é corresponde el sentido “nat	ral y obvio” de las palabras? ¿Dónde debeindagarse dicho sentido, conforme a la j	rispr	dencia tradicional? ¿Q	é planteanpost	lados más modernos?86.- ¿C	ándo debe rec	rrirse al sentido “legal” de las palabras?87.- ¿Q	é se entiende por sentido “técnico” de las palabras?
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88.- Considerando los tres sentidos en q	e p	ede emplearse 	na palabra en la ley, ¿enq	é orden deben operar?89.- ¿En q	é normas del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de al elemento lógicode interpretación de la ley? ¿Q	é aspectos se comprenden en este elemento?Explíq	elos brevemente.90.- ¿En q	é norma del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de al elemento históricode interpretación de la ley y en q	é consiste dicho elemento?91.- ¿En q	é norma del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de al elementosistemático de interpretación de la ley y en q	é consiste dicho elemento?92.- ¿Q	é pres	p	estos deben c	mplirse para q	e opere el elemento sistemático en lainterpretación de 	na ley? Si se c	mplen dichos pres	p	estos, ¿en q	é consistirá lalabor del intérprete?93.- La analogía p	ede emplearse por el intérprete en dos casos. ¿C	áles son y q	éf	nción se c	mple en 	no y otro? ¿Cómo las denomina la doctrina, según la f	nciónq	e c	mpla la analogía?94.- ¿En q	é norma del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de al espírit	 general dela legislación? ¿Q	é pres	p	estos deben c	mplirse para q	e el j	ez p	eda rec	rrir adicho espírit	 general de la legislación?95.- ¿Q	é consideró la doctrina tradicional respecto del espírit	 general de lalegislación? ¿Q	é ha post	lado la doctrina más reciente?96.- ¿A q	é corresponde el espírit	 general de la legislación y en q	é se diferencia de	no de los aspectos presentes en el elemento lógico de interpretación de la ley?97.- ¿En q	é se sistematiza el espírit	 general de la legislación? ¿Q	é relación sederiva de esta sistematización?98.- El profesor Hernán Corral disting	e entre principios “intrasistémicos” y“extrasistémicos”. Expliq	e brevemente dicho distingo.99.- ¿Q	é relación jerárq	ica se planteó por la cátedra, respecto al distingo entreprincipios “intrasistémicos” y “extrasistémicos”? ¿De q	é precepto de la Constit	ciónPolítica p	ede desprenderse dicha relación jerárq	ica? ¿Q	é limitación al Derechonacional se desprende de este precepto constit	cional?100.- ¿En q	é norma del Tít	lo Preliminar del Código Civil se al	de a la eq	idadnat	ral? ¿Q	é se ha entendido por ella por la doctrina nacional? ¿Con q	é expresionesdebe vinc	larse también la palabra eq	idad?101.- ¿A	toriza el Código Civil al j	ez para fallar conforme a la eq	idad nat	ral,c	ando le parezca inj	sta la norma positiva?102.- ¿Por q	é se afirma q	e la eq	idad debe emplearse conforme a 	n criterioobjetivo y no p	ramente s	bjetivo?103.- ¿Con q	é elemento de interpretación está o p	ede estar m	y ligada la eq	idadnat	ral? Expliq	e brevemente esta relación.104.- ¿En q	é consiste el carácter “general” q	e debe contener la interpretaciónf	ndada en la eq	idad nat	ral?105.- ¿Q	é doctrinas o criterios se han planteado para q	e el j	ez concrete y precise lainterpretación f	ndada en la eq	idad nat	ral? ¿C	ál de estas doctrinas o criteriosdebiera descartarse, conforme a la opinión de la cátedra, y por q	é?106.- ¿Por q	é la eq	idad nat	ral no p	ede servir para corregir la inj	sticia q	ep	diera res	ltar de la aplicación de la ley?107.- ¿Q	é rol p	ede desempeñar la eq	idad nat	ral, si 	na ley p	ede interpretarse endos sentidos?108.- ¿En q	é caso el j	ez no sólo p	ede, sino q	e debe rec	rrir a la eq	idad nat	ral?109.- Indiq	e y expliq	e brevemente cinco casos, de los revisados en la cátedra, enlos c	ales el Código Civil se remite explícitamente a la eq	idad o a la “pr	dencia” o a lo“eq	itativo”, de manera q	e el j	ez debe aplicarla para resolver el conflicto o materia110.- ¿En q	é caso la eq	idad nat	ral desempeña 	n rol integrador del Derecho?
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111.- La eq	idad nat	ral p	ede servir de factor determinante para resolver el conflictoo materia en tres casos. ¿C	áles son y q	é rol desempeña en cada 	no de ellos laeq	idad nat	ral? ¿Q	é diferencia se aprecia además entre los dos primeros casos y eltercero?112.- Si la eq	idad nat	ral opera como factor de integración del Derecho, ¿en q	éorden debe emplearse, conforme a lo est	diado en la cátedra?113.- Si la eq	idad nat	ral opera como factor de integración del Derecho y en el marcode la misma se rec	rre a la analogía, ¿q	é preceptos legales no p	eden aplicarse pararesolver el conflicto o materia?114.- Si la eq	idad nat	ral como factor de integración del Derecho no p	ede f	ndarseen la analogía, ¿q	é cabe exigir en el razonamiento del j	ez?115.- C	alq	iera f	ere el rol q	e desempeñe la eq	idad nat	ral, ¿con q	épres	p	estos debe c	mplir?116.- De lo est	diado a propósito de la interpretación de la ley, ¿C	ándo estamos antela analogía legis? ¿C	ándo en cambio estamos ante la analogía iuris?117.- ¿En q	é consiste el principio de la especialidad? ¿En q	é normas del Tít	loPreliminar está contemplado?118.- ¿En q	é consisten las reglas prácticas de interpretación? ¿C	áles se revisaron enla cátedra?119.- ¿En q	é consiste el arg	mento de analogía? ¿Bajo q	é fórm	la se en	ncia? ¿Enq	é se diferencia la interpretación extensiva del arg	mento de analogía?120.- Señale y expliq	e brevemente tres casos, de los revisados en la cátedra, en losq	e la ley a	toriza rec	rrir a la aplicación por analogía de 	na norma.121.- ¿En q	é consiste el arg	mento de contradicción? ¿Bajo q	é fórm	la se en	ncia?Señale 	no de los ejemplos revisados en la cátedra.122.- ¿En q	é consiste el arg	mento a fortiori? ¿Bajo q	é fórm	las se en	ncia?Proporcione el ejemplo revisado en la cátedra, en cada caso.123.- ¿En q	é consiste el arg	mento de no distinción? ¿Bajo q	é fórm	la se en	ncia?Señale dos de los ejemplos revisados en la cátedra.124.- ¿En q	é consiste el arg	mento del abs	rdo? Proporcione 	no de los ejemplosrevisados en la cátedra.125.- ¿C	ándo debe integrarse la ley?126.- ¿Q	é normas ordenan integrar la ley?127.- ¿Cómo debe integrarse la ley? ¿C	ándo no corresponde integrar la ley?128.- ¿Desde q	é p	ntos de vista p	eden est	diarse los efectos de la ley?129.- Una vez q	e la ley es sancionada por el Presidente de la República, ¿q	écondiciones son necesarias para q	e sea obligatoria? ¿Q	é artíc	lo del Tít	lo Preliminardel Código Civil establece dichas condiciones?130.- ¿Q	é se entiende por prom	lgación de la ley? ¿Cómo se verifica? ¿En q	é plazodebe prom	lgarse, 	na vez aprobado el Proyecto?131.- ¿Q	é se entiende por p	blicación de la ley? ¿En q	é plazo debe p	blicarse la ley?132.- ¿Q	é dispone el art. 7 del Código Civil, acerca de la p	blicación de la ley?133.- ¿Cómo se denomina el espacio de tiempo existente entre la p	blicación y laentrada en vigencia de 	na ley? ¿Con q	é propósito p	ede establecerse dicho plazo?¿Q	é sistemas se establecen en el Derecho comparado? ¿C	ál es el q	e adoptan	estra Derecho?134.- ¿Q	é dispone el art. 8 del Código Civil? ¿Por q	é se afirma q	e en dicho artíc	lose consagra 	na “ficción” y no 	na verdadera “pres	nción”?135.- ¿Con q	é normas se relaciona el art. 8 del Código Civil y por q	é?136.- Indiq	e 	no de los casos, de los revisados en la cátedra, en los q	e se admiteerror de derecho.137.- ¿Q	é se entiende por derogación de la ley? ¿C	ál es el f	ndamento de laderogación legal? ¿En q	é caso la derogación de la ley opera de 	na manera distinta a
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la prevista en el Código Civil? ¿De q	é clases p	ede ser la derogación de la ley segúnel Código Civil? ¿Q	é artíc	los del Tít	lo Preliminar se refieren a ellas?138.- ¿Q	é se entiende por derogación expresa de la ley? ¿Q	é se entiende porderogación tácita de la ley? ¿Q	é diferencia radical se observa entre ambas?139.- ¿Q	é se entiende por derogación orgánica de la ley? ¿Q	é es necesario para q	eopere? Para m	chos a	tores la derogación orgánica no sería sino 	na especie de otraclase de derogación. ¿C	ál sería?140.- ¿Cómo se clasifica la derogación de la ley en c	anto a s	 alcance?141.- C	ando 	na n	eva norma f	ere de rango constit	cional y s	s términos soninconciliables con aq	ellos de 	na ley precedente, ¿q	é c	estiones f	ndamentales sehan planteado por la doctrina? Explíq	elas brevemente.142.- Para 	n sector de la doctrina, c	ando 	na norma f	ere de rango constit	cional ys	s términos son inconciliables con aq	ellos de 	na ley, ¿de q	é dependerá paradeterminar c	ál es el órgano llamado a resolver la c	estión?143.- Para el profesor J	lio Rojas, ¿en virt	d de q	é arg	mentos p	ede declararse laderogación tácita de preceptos preconstit	cionales por la j	sticia ordinaria?144.- ¿En q	é consiste la doctrina del llamado control dif	so de la constit	cionalidad?Conforme a esta doctrina, ¿q	é fac	ltad se le reconocería a los trib	nales ordinarios dej	sticia?145.- ¿Q	é consec	encias derivan –para la profesora Miriam Henríq	ez-, del hecho q	ela Constit	ción sea f	ente del Derecho con eficacia directa y q	e s	 garantíaj	risdiccional se enc	entre concentrada desde la reforma del año 2005 en el Trib	nalConstit	cional?146.- ¿Q	é consec	encias se prod	cen si con posterioridad a la prom	lgación de 	naley general se dicta 	na ley especial sobre la misma materia? Por el contrario, ¿q	éconsec	encias se prod	cen c	ando a 	na ley especial s	cede 	na ley general?147.- ¿Q	é efectos se prod	cen si 	na ley derogatoria es posteriormente derogada?F	ndamente s	 resp	esta.148.- ¿Q	é es necesario para q	e 	na ley derogada recobre s	 vigencia?149.- ¿Q	é se entiende por leyes “resta	radoras” o “restablecedoras”?150.- ¿Q	é ca	sas intrínsecas p	eden hacer cesar la eficacia de la ley? Proporcione 	nejemplo en cada caso.151.- Respecto de la vigencia y obligatoriedad de 	na ley, ¿q	é períodos p	edendisting	irse?152.- Normalmente, ¿d	rante q	é período 	na ley es obligatoria?153.- ¿Q	é reglas contiene el art. 9 del Código Civil?154.- ¿C	ándo se entiende q	e 	na ley tiene efecto retroactivo?155.- ¿C	ándo se entiende q	e 	na ley tiene efecto inmediato?156.- ¿C	ándo nos encontramos ante 	ltractividad de 	na ley?157.- ¿Q	é j	stificación tiene la irretroactividad de la ley?158.- ¿Cómo opera el principio de la irretroactividad de la ley, frente al legislador?Form	le los distingos del caso.159.- ¿Cómo opera el principio de la irretroactividad de la ley, frente al j	ez?160.- En aq	ellos casos en q	e la ley p	ede tener efecto retroactivo, ¿cómo debeestablecerse ésta? F	ndamente s	 resp	esta.161.- Conforme a la teoría de Blondea	, ¿c	ándo 	na ley es retroactiva?162.- ¿Q	é se entiende por simples expectativas? ¿Q	é se entiende por fac	ltadeslegales? ¿Cómo se definen los derechos adq	iridos?163.- De ac	erdo a la teoría de Pa	l Ro	bier, ¿q	é se entiende por 	na “sit	aciónj	rídica”? ¿En q	é aspectos p	ede verse afectada 	na sit	ación j	rídica por 	na leyn	eva? Conforme a la misma teoría, ¿c	ándo tendrá efecto retroactivo la ley n	eva yc	ándo tendrá efecto inmediato?
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164.- ¿En el marco de la teoría de Pa	l Ro	bier, q	é importante excepción p	ede tenerel efecto inmediato de la ley n	eva?165.- ¿Cómo p	eden sintetizarse los planteamientos de Pa	l Ro	bier acerca de 	nasit	ación j	rídica?166.- ¿Q	é finalidad tiene la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes?167.- Indiq	e seis materias reg	ladas por la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de lasLeyes.168.- ¿Q	é distingos cabe form	lar acerca del estado civil, en el marco de la Ley Sobreel Efecto Retroactivo de las Leyes? Expliq	e brevemente cada sit	ación.169.- ¿Q	é establece el art. 10 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de las personas j	rídicas?170.- ¿Q	é distingo cabe form	lar, en el marco de la Ley Sobre el Efecto Retroactivode las Leyes, acerca de la capacidad? Expliq	e brevemente cada sit	ación.171.- ¿Q	é reglas contiene el art. 12 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de lasLeyes, acerca de los bienes?172.- ¿Q	é regla contiene el art. 13 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de la posesión?173.- ¿Q	é reglas contiene el art. 14 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de lasLeyes, acerca de los derechos deferidos bajo 	na condición?174.- ¿Q	é reglas contienen los arts. 18 y 19 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo delas Leyes, acerca de la s	cesión testada?175.- ¿Q	é regla contiene el art. 20 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de la s	cesión intestada?176.- ¿Q	é regla contiene el art. 21 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de la partición y adj	dicación?177.- ¿Q	é regla contiene el art. 22 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de los contratos?178.- De ac	erdo al profesor Hernán Corral, ¿q	é compone el “contenido invariable” de	n contrato?179.- De ac	erdo a la cátedra, ¿q	é distingos cabe form	lar en relación a los contratoscelebrados bajo la vigencia de la ley antig	a?180.- ¿Q	é excepciones se establecen en los arts. 22 y 23 de la Ley Sobre el EfectoRetroactivo de las Leyes, acerca de la regla general aplicable a los contratos?181.- ¿Q	é regla contiene el art. 24 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de las normas relativas al procedimiento? ¿Q	é salvedades se contemplan en elmismo precepto?182.- ¿Q	é regla contiene el art. 25 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de la prescripción, tanto adq	isitiva como extintiva?183.- ¿Q	é regla contiene el art. 26 de la Ley Sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes,acerca de la prescripción adq	isitiva?184.- ¿En q	é consiste el principio territorial de la ley? ¿En q	é consiste el principiopersonal de la ley? ¿Q	é dific	ltades se observan si se aplica 	no 	 otro en términosabsol	tos?185.- ¿Q	é normas del Código Civil consagran el principio de territorialidad de la ley yen q	é aspectos?186.- ¿En q	é normas de n	estra legislación está presente el principio de laterritorialidad absol	ta de la ley chilena?187.- Señale las excepciones al principio de la territorialidad consagrado en el art. 14del Código Civil.188.- ¿Q	é beneficio consagra el art. 57 del Código Civil? ¿Q	é compensa dichoartíc	lo?
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189.- El art. 15 del Código Civil consagra casos de extraterritorialidad de la ley chilena.¿Por q	é p	ede sostenerse q	e este precepto no s	pone 	na inconsec	encia enrelación con lo disp	esto en el art. 14 del mismo Código?190.- ¿C	ál es el f	ndamento de los casos de extraterritorialidad contemplados en elart. 15 del Código Civil?191.- ¿Por q	é se afirma q	e el art. 15 del Código Civil tiene aplicación restrictiva?192.- ¿C	ál es el caso de extraterritorialidad consagrado en el Nº 1 del art. 15 delCódigo Civil? Proporcione 	n ejemplo.193.- ¿C	ál es el caso de extraterritorialidad consagrado en el Nº 2 del art. 15 delCódigo Civil? ¿Q	é otra norma del Código Civil está directamente ligada con laprimera?194.- ¿Q	é dispone el art. 16, inc. 1º del Código Civil, acerca de las “leyes reales”?195.- ¿Q	é excepciones se contemplan en n	estro Código Civil, a la regla general delart. 16, inc. 1º, del Código Civil, acerca de las “leyes reales”?196.- ¿Q	é distingos cabe form	lar, en c	anto a la ley aplicable, respecto de las leyesrelativas a los actos y contratos otorgados o celebrados en el extranjero y q	e vayan atener efectos en Chile?197.- ¿Q	é se entiende por req	isitos externos o de forma de 	n acto? ¿Q	é ley rigelos req	isitos externos o de forma de los actos j	rídicos otorgados en el extranjero yq	e prod	cirán efectos en Chile? ¿Q	é preceptos del Código Civil res	elven estainterrogante? ¿Por q	é se afirma q	e lo anterior es fac	ltativo y no obligatorio para loschilenos?198.- ¿Q	é req	isitos deben c	mplirse para q	e 	n instr	mento público otorgado en elextranjero tenga validez en Chile?199.- ¿Q	é excepciones se indicaron al principio lex locus regit actum?200.- ¿C	áles son los req	isitos internos o de fondo de 	n acto o contrato?201.- ¿Q	é ley rige, por regla general, los req	isitos internos del acto otorgado en elextranjero? ¿Q	é precepto del Código Civil dispone dicha regla general? ¿Q	élimitaciones deben señalarse a esta regla general?202.- Respecto de la pr	eba de 	n acto o contrato otorgado o celebrado en elextranjero, ¿q	é se desprende de los arts. 18 y 1701 del Código Civil?203.- ¿Q	é ley rige los efectos de 	n acto o contrato? ¿Q	é precepto del Código Civilres	elve esta materia?
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